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			Jacqueline Peschard Mariscal*

			Grisel Salazar Rebolledo**
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			RESUMEN. ¿Se ha arraigado la cultura de la transparencia en el gobierno municipal? ¿Es la opacidad un recurso para manejar de manera discrecional cargos y recursos en ese nivel de gobierno? El objetivo de este artículo es dar cuenta del estado de la transparencia en dos aspectos básicos del gobierno municipal en México: la integración del cabildo y la remuneración de sus miembros. Desde la teoría, el municipio ha sido concebido como el espacio más cercano a las demandas de la ciudadanía, donde surgen y se ejercen las virtudes democráticas. Sin embargo, lo que muestran los datos es que en algunos municipios persisten claras características de arbitrariedad y opacidad. En este artículo se estudian los municipios de los estados que celebraron elecciones en 2017 —Coahuila, Estado de México, Nayarit y Veracruz—, específicamente sobre la integración y las remuneraciones de los funcionarios municipales electos. Como balance final, se evidencian las tareas pendientes en materia de transparencia y acceso a la información. 

			PALABRAS CLAVE. Transparencia, acceso a la información, estudios municipales, administración pública.

			ABSTRACT. Is the culture of transparency rooted in the municipal government? Or is opacity a mean for discretionally managing sits and resources in city halls? In this article, the authors give an account of the state of transparency regarding two basic aspects of municipal government in Mexico: the integration of the council and the remuneration of its members. In theory, the municipal government has been conceived as the space closest to the demands of citizenship, where democratic virtues arise and are exercised. However, what the data shows is that in some city halls of Mexico, there are clear features of arbitrariness and opacity. The authors selected municipalities from the states that held elections in 2017 —Coahuila, Estado de México, Nayarit and Veracruz—, based on the integration and remunerations of the elected municipal officials. The authors analyse the pending agenda in terms of transparency and access to information at the municipal governments.

			KEY WORDS. Transparency, access to information, municipal studies, public administration, subnational studies.

		


		
			I. Introducción

			El municipio, como unidad básica de gobierno, encuentra su razón en las teorías del federalismo, que se fundan en las virtudes atribuidas a la división territorial del poder. Se asume que la importancia de la vida municipal radica en las posibilidades que ofrece para la participación social y en la formación del gobierno y su ejercicio (Merino, 1994: 17 y ss.; Guillén, 2016), porque las necesidades y demandas de los ciudadanos se conocen de primera mano. En el federalismo existe una estrecha conexión positiva con la democracia por el autogobierno y la construcción de ciudadanía. Bajo esta óptica, los gobernantes provienen inmediatamente del mismo ámbito que gobiernan y, en principio, los ciudadanos están directamente involucrados en mayor medida con sus autoridades, y más interesados para monitorearlas. Sin transparencia e información sobre su desempeño, esta posibilidad de vigilancia de la sociedad sobre sus gobiernos inmediatos se ve frustrada. Una sociedad que no cuenta con instrumentos ágiles para saber y conocer qué decide su gobierno más cercano y cómo gasta los recursos, tampoco puede construir una relación de confianza con el gobierno en sus distintos niveles, lo cual es esencial para la gobernanza democrática (Merino et al., 2017).

			En México, la descentralización de funciones políticas y administrativas también se concibió como uno de los peldaños para avanzar hacia la transición democrática. El federalismo mexicano, soslayado fácticamente en sus dimensiones política, jurídica, administrativa y económica por el presidencialismo hegemónico del PRI, que fue dispositivo de centralización y disciplina, resurgió con las primeras alternancias políticas locales que se sucedieron en 1980 y 1990, las cuales obligaron a voltear la mirada hacia el potencial del ámbito regional como nodo de decisión (Carbonell, 2002; Lujambio, 1995).

			A pesar de lo anterior, las virtudes teóricas del municipio no están garantizadas. Como bien apunta María del Carmen Pardo (1994: 280), el municipio puede constituir el motor para el ejercicio democrático, pero también, en ocasiones, supone el freno para este fin. Con frecuencia, en los municipios hay menos capacidades institucionales para ejercer contrapesos al poder, y no existe una masa crítica de organizaciones sociales ni un periodismo independiente que puedan erigirse en los vigilantes de la adecuada acción pública (Ugalde, 2002: 37; Cejudo y Ríos, 2010). Esta labor de vigilancia se ve aún más complicada cuando se carece de información accesible y confiable sobre el ayuntamiento y su desempeño, comenzando por la más básica, que es la relativa a cuántos deben ser los regidores y cuáles son sus percepciones.

			A pesar de que las leyes orgánicas municipales en cada estado regulan cómo se componen los ayuntamientos, es decir, cuántos regidores y síndicos habrán de integrarlos, además del presidente municipal, no siempre se acatan dichas disposiciones, ni en cuanto al número de miembros, ni en cuanto a las retribuciones que perciben por su encargo, sino que la variación suele ser la regla. Más aún, a pesar de que la propia Constitución y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen que “las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos y deberán especificar y diferenciar la totalidad de sus elementos fijos y variables, tanto en efectivo, como en especie” (CPEUM, artículo 127), y que publicarlos es una obligación de transparencia (LGTAIP, artículo 70, párrafo VIII), con frecuencia dichos datos no aparecen en los respectivos portales de Internet, ahí donde éstos existen.

			A diferencia de la atención que han recibido las remuneraciones de servidores públicos y legisladores en el plano federal, las de los ayuntamientos y su publicidad no han sido un tema recurrente de agenda pública. En los municipios donde hay marcos normativos laxos se abre un amplio margen de manejo discrecional para la integración y las remuneraciones, lo cual, aunque no contraviene los marcos legales, es fuente potencial de conductas arbitrarias y opacas (Roldán, 2013) que sólo están dictadas por voluntad o capricho. La probabilidad de que la discrecionalidad derive en arbitrariedad siempre está latente, en particular si no está garantizado el acceso a la información.

			Es por ello que en este estudio se ofrece un panorama del estado de la transparencia municipal respecto de los integrantes del ayuntamiento y de sus remuneraciones. Para lograr este objetivo, se revisaron portales electrónicos y se realizó una serie de solicitudes de información, encontrando una tendencia a la opacidad. Los hallazgos presentados se basan en información ofrecida por los municipios, por lo que, como punta del iceberg, se puede asumir que, bajo la superficie de lo mostrado, yace un cúmulo de casos en los que priva la arbitrariedad y donde la transparencia no ha logrado penetrar.

			Para estudiar la transparencia en la integración de los ayuntamientos y las remuneraciones que reciben sus miembros, se eligieron los municipios de cuatro estados: Coahuila, Estado de México, Nayarit y Veracruz. Hay varias razones detrás de esta selección. En primer lugar, son estados que proveen variaciones importantes en términos de población, características geográficas y condiciones socioeconómicas. El Estado de México posee los municipios más grandes en número de habitantes, lo que puede hablar, por un lado, de mayor infraestructura para procesar las solicitudes de información, y de mayor complejidad de gobierno. Esto contrasta con el caso de los municipios de Coahuila y Veracruz, de población media, y con mayor intensidad con Nayarit, cuyos municipios son, en general, pequeños. Las variaciones en los rasgos socioeconómicos, demográficos y de acceso a tecnología dan una idea aproximada de las diversas capacidades institucionales con las que cuentan estos cuatro estados para tener actualizadas las plataformas de transparencia y para facilitar el acceso a la información. Por ejemplo, mientras en Coahuila el 52.2% de los hogares cuenta con acceso a Internet, en Veracruz esto sólo sucede para el 30.3%, en el Estado de México para el 45.3% y en Nayarit para el 46% (INEGI, 2016). Estas diferencias también hablan de distintos niveles en capacidad de vigilancia social; es decir, los cuatro estados condensan e ilustran la gran variabilidad municipal. Así, sin que se pretenda presentar una muestra representativa, los casos elegidos nos permiten ofrecer una selección muestral de la variabilidad que existe en el país. Una razón más por la que se decidió centrar este estudio en los estados mencionados es 
porque los cuatro tuvieron un proceso electoral durante 2017, por lo que se esperaría encontrar una dinámica más intensa en el monitoreo del manejo de los recursos públicos.

			II. El marco normativo para la integración de los municipios
 y la remuneración de los integrantes

			En México, los congresos locales tienen la facultad de establecer la forma de combinar los principios de representación de mayoría relativa (MR) y proporcional (RP) en la conformación de sus ayuntamientos; sin embargo, en 2013 la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) estableció que el parámetro de integración de la Cámara de Diputados federal (60% por MR y 40% por RP) se aplicaría en el ámbito municipal (Tesis P./J. 19/2013). Debido a que gran parte de las decisiones del cabildo se toman por mayoría simple, por ejemplo, la aprobación de un reglamento o una política pública (Inafed, 2012: 41), es importante garantizar los contrapesos por vía de una suficiente RP.1

			Por lo anterior, es fundamental conocer los datos básicos del gobierno municipal: ¿cuántos funcionarios lo integran?, ¿cómo fueron elegidos?, ¿cuáles son sus remuneraciones?, y, sobre todo, si la integración y los salarios están apegados a la ley. Para acercarnos a estos datos, en este artículo empleamos las herramientas de transparencia y acceso a la información pública.

			Dado que una de las obligaciones básicas de todo órgano de gobierno es la publicación de su directorio de servidores públicos, organigrama, facultades y atribuciones (LGTAIP, artículo 70, fracciones II y VII), esta información debería estar disponible en la página de Internet propia de cada municipio.2 Ello nos permitiría contrastar la integración real con lo que establecen los marcos normativos.

			De los 395 municipios que integran el universo de estudio de este trabajo, se encontró que 316 municipios (80%) sí tienen una página de Internet, mientras que 79 municipios no la tienen (20%).3 De estos municipios sin página de Internet, el 96.2% (76 municipios) se encuentra en el estado de Veracruz.4

			Los municipios que no tienen una página de Internet son pequeños en población: el 81% (64 municipios) tiene menos de 30 mil habitantes. A medida que los municipios crecen en población, se esperaría que contaran con mayores recursos y capacidades institucionales para cumplir la obligación de transparencia de tener una página de Internet.

			En los siguientes cuadros se muestra el panorama inicial sobre la posibilidad de acceder a la información de interés desde las páginas de Internet de los municipios que son objeto de este estudio. En el primero se da cuenta de los municipios que poseen página electrónica propia.




			Cuadro 1. Existencia de páginas de Internet
 municipales por estado

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Municipios de:

						
							
							Con página de Internet

						
							
							Sin página de Internet

						
					

					
							
							Coahuila (38)

						
							
							36 (94.7%)

						
							
							2 (5.3%)

						
					

					
							
							Estado de México (125)

						
							
							125 (100%)

						
							
							0

						
					

					
							
							Nayarit (20)

						
							
							19 (95%)

						
							
							1 (5%)

						
					

					
							
							Veracruz (212)

						
							
							136 (64.1%)

						
							
							76 (35.9%)

						
					

					
							
							Total

						
							
							316 (80%)

						
							
							79 (20%)

						
					

				
			

			


Fuente: elaboración propia con base en la búsqueda y revisión de páginas de Internet de los municipios de los estados de Coahuila, México, Nayarit y Veracruz.




			Sin embargo, poseer un portal electrónico no es sinónimo de facilitar acceso a la información. De aquellos municipios que sí cuentan con página de Internet, la disponibilidad de la información es variable, destacando negativamente el caso de Veracruz, donde la mayoría de los portales carece de información respecto de remuneraciones, aunque sí se despliega el directorio de los integrantes del cabildo.




			Cuadro 2. Disponibilidad de información
 en las páginas de Internet de los municipios

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Municipios de:

						
							
							Información 
completa

						
							
							Información 
incompleta

						
							
							Sin información

						
					

					
							
							Coahuila (38)

						
							
							28 (73.6%)

						
							
							9 (23%)

						
							
							1 (2.6%)

						
					

					
							
							Estado de México (125)

						
							
							75 (60%)

						
							
							37 (29.6%)

						
							
							13 (10.4%)

						
					

					
							
							Nayarit (19)

						
							
							9 (47.3%)

						
							
							10 (52.7%)

						
							
							0

						
					

					
							
							Veracruz (136) 

						
							
							43 (31.6%)

						
							
							8 (5.9%)

						
							
							85 (62.5%)

						
					

				
			

			


Fuente: elaboración propia con base en la búsqueda y revisión de páginas de Internet de los municipios de los estados de Coahuila, México, Nayarit y Veracruz.




			Por lo anterior, fue necesario realizar solicitudes para acceder a la información de nuestro interés. No obstante, los municipios que peor desempeño mostraron en el despliegue de la información en sus portales también tuvieron fallas operativas en sus plataformas de acceso, las cuales hicieron imposible el trámite de la solicitud.




			Cuadro 3. Solicitudes de acceso a la información
 (septiembre-octubre de 2016)

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Municipios de:

						
							
							Número de 
solicitudes

						
							
							Con respuesta (completa)

						
							
							Sin respuesta

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							12

						
							
							9

						
							
							3

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							50

						
							
							36

						
							
							14

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							1

						
					

					
							
							Veracruz*

						
							
							0

						
							
							-

						
							
							-

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia con base en el envío de solicitudes de acceso a la información a través de los sistemas Infomex de los estados de Coahuila, México y Nayarit.

			*No fue posible enviar solicitudes de acceso a los municipios de Veracruz debido a las fallas en la plataforma nacional de transparencia y en el sistema Infomex local.

			III. La integración de los ayuntamientos

			A fin de iniciar el análisis de la integración y las remuneraciones de los gobiernos municipales, vale la pena retomar los principales datos sociodemográficos de los estados a estudiar. Como se mencionó, se trata de cuatro casos muy contrastantes tanto en la dimensión territorial como en el número de municipios. También se diferencian las condiciones socioeconómicas de los estados, destacando negativamente el caso de Veracruz, donde el 62% de la población se encuentra en situación de pobreza.




			Cuadro 4. Datos sociodemográficos de los estados

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Municipios de:

						
							
							Población

						
							
							Superficie en km2

						
							
							Municipios

						
							
							PIB de la entidad (millones de pesos)

						
							
							% población en pobreza

						
							
							Síndicos

						
							
							Regidores

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							2,954,915

						
							
							151,595

						
							
							38

						
							
							464,445

						
							
							30.02

						
							
							76

						
							
							396

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							16,187,608

						
							
							22,351

						
							
							125

						
							
							1,593,572

						
							
							47.9

						
							
							139

						
							
							1343

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							1,181,050

						
							
							27,857

						
							
							20

						
							
							92,079

						
							
							40.5

						
							
							20

						
							
							197

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							8,112,505

						
							
							71,826

						
							
							212

						
							
							854,065

						
							
							62.2

						
							
							212

						
							
							629

						
					

				
			

			


Fuente: elaboración propia con base en Coneval (2016), Inafed (2016) e INEGI (2015a).




			En buena lógica federal, se entiende que la diversidad de los municipios en cuanto a población, electores, condiciones económicas y sociales, etcétera, justifica que exista una variación en los diseños institucionales de los estados sobre los criterios para determinar el número de los integrantes de sus ayuntamientos. Por esta razón, la Constitución Política faculta a los congresos estatales para establecer dichos criterios en su Constitución local y en su ley orgánica municipal (Inafed, 2012: 24), y, en algunos casos, también en su ley electoral local. 

			Existen tres grandes criterios para la definición del número de integrantes de cada cabildo: 1) a partir de la población de cada municipio; 2) el número de electores, y 3) el diferencial, es decir, desde la propia ley orgánica municipal se establecen criterios para la conformación de los ayuntamientos de la entidad (Hurtado, 2012: 37).5 El Estado de México y Veracruz utilizan el criterio de población, mientras que Coahuila y Nayarit toman el criterio de electores.




			Cuadro 5. Número de integrantes de los ayuntamientos

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Municipios de:

						
							
							Rangos (habitantes)

						
							
							Síndicos

						
							
							Regidores

						
					

					
							
							MR

						
							
							RP

						
							
							MR

						
							
							RP

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							I. Menos de 150 mil 

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							6 (60%)

						
							
							4 (40%)

						
					

					
							
							II. Más de 150 mil y menos de 500 mil

						
							
							1

						
							
							0

						
							
							7 (53.80%)

						
							
							6 (46.20%)

						
					

					
							
							III. Más de 500 mil habitantes y menos de 1 millón

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							9 (56.25%)

						
							
							7 (43.75%)

						
					

					
							
							IV. Más de 1 millón de habitantes

						
							
							2

						
							
							1

						
							
							11 (57.90%)

						
							
							8 (42.10%)

						
					

					
							
							

						
							
							Rangos (habitantes)

						
							
							Síndicos (MR)

						
							
							Regidores (RP)

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							I. Hasta 40 mil

						
							
							1

						
							
							1

						
					

					
							
							II. Más de 40 mil y hasta 70 mil 

						
							
							1

						
							
							3

						
					

					
							
							III. Más de 70 mil y hasta 125 mil 

						
							
							1

						
							
							5

						
					

					
							
							IV. Más de 125 mil y hasta 250 mil 

						
							
							1

						
							
							7

						
					

					
							
							V. Más de 250 mil y hasta 400 mil 

						
							
							1

						
							
							11

						
					

					
							
							VI. Más de 400 mil

						
							
							1

						
							
							13

						
					

					
							
							

						
							
							Rangos (electores)

						
							
							Síndicos

						
							
							Regidores

						
					

					
							
							MR

						
							
							1a. Min.

						
							
							MR

						
							
							RP

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							I. Hasta 15 mil 

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							5 (71.40%)

						
							
							2 (28.60%)

						
					

					
							
							II. De 15,001 hasta 40 mil 

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							7 (63.60%)

						
							
							4 (36.40%)

						
					

					
							
							III. De 40,001 hasta 80 mil 

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							9 (60%)

						
							
							6 (40%)

						
					

					
							
							IV. Más de 80,001 

						
							
							1

						
							
							1

						
							
							11 (64.70%)

						
							
							6 (35.30%)

						
					

					
							
							

						
							
							Rangos (electores)

						
							
							Síndicos (MR)

						
							
							Regidores

						
					

					
							
							MR

						
							
							RP

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							I. Hasta 15 mil 

						
							
							1

						
							
							5 (71.40%)

						
							
							2 (28.60%)

						
					

					
							
							II. De 15 mil hasta 40 mil 

						
							
							1

						
							
							7 (70%)

						
							
							3 (30%)

						
					

					
							
							III. De 40 mil hasta 80 mil 

						
							
							1

						
							
							9 (69.20%)

						
							
							4 (30.80%)

						
					

					
							
							IV. Más de 80 mil 

						
							
							1

						
							
							11 (68.75%)

						
							
							5 (31.25%)

						
					

				
			

			


Fuente: elaboración propia con base en CEEC (artículo 19), LEEN (artículo 23), LOMEM (artículo 16), CEEV (artículo 16) y LOMLEV (artículo 21). 




			Llama la atención que en los estados más grandes, Estado de México y Veracruz, los rangos de población para determinar el número de integrantes de los ayuntamientos son muy amplios, y, por lo tanto, existe el riesgo de que se genere una sobre o sub-representación. A manera de ejemplo, en el Estado de México el primer rango establece que todos los municipios que poseen hasta 150 mil habitantes tendrán 12 ediles, incluyendo al presidente municipal. Así, este criterio determina que, dentro de los 14 municipios que entran en este rango, haya municipios pequeños, como Zacazonapan, que, con poco más de 4 mil habitantes, tiene el mismo número de ediles que Almoloya de Juárez, el cual tiene más de 147 mil 653. Algo similar sucede para Veracruz, en donde los municipios de Landero y Aquila, con menos de 2 mil habitantes, tienen el mismo número de ediles (3) que Jáltipan, que posee casi 50 mil habitantes.

			En lo que respecta a la distribución de los cargos, según los principios de MR y RP, lo que persiste es una altísima heterogeneidad, a pesar de los criterios jurisprudenciales mencionados, no sólo en la integración real de los municipios, sino incluso en el propio marco normativo estatal.

			Con excepción del Estado de México, las fórmulas de integración de los ayuntamientos establecidas en las normas estatales exceden el porcentaje de 60% para regidores por el principio de MR, con lo que se asegura la prevalencia de la fuerza política mayoritaria en el municipio. Los municipios que de manera más acentuada exceden el parámetro de 60% son los más pequeños en población. Por ejemplo, Coahuila establece 71.4% de MR para municipios con menos de 150 mil electores, lo que equivale a 19 municipios de un total de 38, es decir, la mitad de los municipios. Quizá el caso más notorio es el de Nayarit, en donde la norma establece más del 60% para asignar regidores por MR. Por el contrario, cabe destacar que en el Estado de México la norma establece que todos los municipios se ciñan al criterio de la SCJN, respetando la proporción 60/40, e incluso a medida que los municipios son más grandes, otorgan un número mayor de regidores de RP.

			En Nayarit, Coahuila y el Estado de México existe un tope a la representación del partido que haya ganado por el principio de MR, el cual le impide participar en el reparto de integrantes del ayuntamiento por RP. El diseño institucional para la elección de los regidores de los ayuntamientos de Veracruz es singular, ya que todos ellos se eligen por el principio de RP, es decir, participa en dicho reparto el partido que recibió más votos en la elección de presidente municipal (CEEV, artículo 238).

			De la norma a los hechos: diferencias en la integración
de los municipios

			El primer aspecto que interesa analizar es la correspondencia en la integración numérica de los municipios, es decir, si el número total de ediles se apega a lo que establecen las normas locales.

			La información pública muestra que los municipios de Coahuila, México y Nayarit cumplen con el número de integrantes de sus ayuntamientos, según lo mandatado en sus respectivas leyes. Las irregularidades que se encontraron en la integración de los ayuntamientos de Veracruz fueron: de un total de 212 municipios, en 97 (45.75%) de ellos el número de regidores y síndicos es superior al establecido en su ley municipal (95 rebasan el número de regidores y 2 el de síndicos). El incumplimiento es mayor en los municipios con población superior a los 30 mil habitantes, pues de 64 municipios en este rango, 52 (81.25%) tienen ayuntamientos con un número superior de integrantes a lo establecido en la ley.

			Respecto de la figura de síndicos, únicamente dos de los municipios analizados exceden el número contemplado en la norma. Nuevamente, ambos se encuentran en Veracruz: Chinameca e Hidalgotitlán. El primero gobernado por la coalición PRI-PVEM, y el segundo, por el partido Alternativa Veracruzana (AVE).

			Una posible razón detrás de que los municipios de Veracruz recurrentemente excedan el número de ediles establecidos normativamente es que la Ley Orgánica municipal del estado (LOMLEV, artículo 21) faculta al congreso local para hacer modificaciones en el número de integrantes de los ayuntamientos con base en el censo de población. En cualquier caso, la norma no señala de manera clara cómo debe incrementarse el número de ediles, lo que implica un acto arbitrario que, según lo definido por Fraga (1987: 232), “tiene lugar cuando la ley deja a la administración un poder libre de apreciación para decidir si debe obrar o abstenerse o en qué momento debe obrar o cómo debe obrar o en fin qué contenidos va a dar a su actuación”. Incrementar a discreción el número de ediles en un ayuntamiento sólo puede servir para que el presidente municipal tenga un mayor número de asientos a distribuir y, con ello, un margen más amplio para negociar con los grupos políticos existentes.

			Un aspecto llamativo es que en el 76% de los municipios que rebasan el número de ediles establecidos en la ley, fue imposible tener datos sobre las remuneraciones de éstos, lo que lleva a pensar que la arbitrariedad y la opacidad caminan de la mano.

			En segundo lugar, en lo que respecta a la asignación de cargos por los principios de MR y RP, Nayarit y el Estado de México se apegan a lo que establecen sus respectivos códigos electorales, aunque, como se señaló más arriba, esta disposición normativa establece una sobrerrepresentación del principio de mayoría. Así, en promedio, los municipios de Nayarit cuentan con un 69% del total de regidores nombrados por el principio de MR y 31% por el principio de RP. En el Estado de México, en promedio, el 58% de regidores de cada ayuntamiento llegó a su cargo por el principio de MR y el 42% por el principio de RP.

			Ahora bien, en lo que respecta a Coahuila, sólo el 60% de sus municipios se apega a lo establecido en el Código Electoral estatal, excediendo el número de regidores que debería haberse nombrado por MR. En promedio, los ayuntamientos de este estado se componen por un 67% de regidores electos por MR y 33% electos por RP.

			Por las particularidades de Veracruz, donde no existen regidores por MR, este estado queda fuera de este análisis.

			IV. Las remuneraciones en los ayuntamientos

			En la Constitución se señala que “los servidores públicos de la Federación, de las entidades federativas, de los Municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México… recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que deberá ser proporcional a sus responsabilidades” (CPEUM, artículo 127). Las bases constitucionales de las remuneraciones establecen que ningún servidor público ganará más que el presidente de la República ni deberá ganar igual o más que su superior jerárquico; que no se cubrirán jubilaciones, pensiones, o liquidaciones que no estén en ley, y que los tabuladores de las remuneraciones serán públicos.

			Este marco normativo, vigente desde 2009, tiene por objeto reducir la discrecionalidad y la arbitrariedad en el ejercicio del gasto público en materia de remuneraciones. Las Constituciones del Estado de México (CPELSM, artículo 147) y Veracruz (CPEV, artículo 82) incorporan en su texto todas las bases en materia de remuneraciones establecidas en la carta magna. Incluso, en el Estado de México existe el Consejo Consultivo de Valoración Salarial, órgano auxiliar del Poder Legislativo, que anualmente formula recomendaciones para instrumentar las disposiciones normativas de las remuneraciones de los servidores públicos de los municipios;6 sin embargo, es potestad de los ayuntamientos acatarlas o no. 

			En la Constitución de Coahuila sólo se incorpora el concepto de “remuneración adecuada” de los servidores públicos, y es determinada anualmente en el presupuesto de egresos correspondiente (CPCZ, artículo 187). En Nayarit se establece que “la ley determinará los conceptos de retribuciones y límites salariales de los servidores públicos, que no podrá ser igual o mayor que su superior jerárquico…” (CPELSN, artículo 137). Es decir, tanto Coahuila como Nayarit dejan grandes márgenes de discrecionalidad para ajustarse al modelo establecido en la Constitución. Aunque en la reforma constitucional de agosto de 2009 se estableció la obligación de emitir una ley reglamentaria en la materia, ninguno de los estados estudiados cuenta con ella.

			A pesar de la falta de esta legislación secundaria, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública señala que será pública la información sobre remuneración de los servidores públicos, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones, primas y otras compensaciones (LGTAIP, artículo 70, fracción VIII). Este modelo es el que siguen las leyes de transparencia locales.

			De los 395 municipios que abarca este estudio, sólo se tuvo acceso a la información de las remuneraciones mensuales de 222 a través de sus propias páginas o de las 63 solicitudes de acceso a la información realizadas; es decir, sólo se pudo integrar información sobre remuneraciones para el 56.2% de los casos, a pesar de que es un dato de obligaciones de transparencia.




			Cuadro 6. Acceso a la información en materia 
de remuneraciones por estado

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Municipios de:

						
							
							Número de municipios con información
 disponible (portales y solicitudes)

						
					

					
							
							Coahuila

						
							
							35 de 38

						
							
							92.10%

						
					

					
							
							Estado de México

						
							
							117 de 125

						
							
							93.60%

						
					

					
							
							Nayarit

						
							
							19 de 20

						
							
							95%

						
					

					
							
							Veracruz

						
							
							51 de 212

						
							
							24%

						
					

				
			

			


Fuente: consulta de las páginas de Internet de los municipios en sus secciones de transparencia y solicitudes de acceso.




			Gráfica 1. Remuneración promedio de los munícipes
 por cargo y estado

			
				
					[image: ]
				

			

			Fuente: elaboración propia con base en las páginas de Internet de los municipios en sus secciones de transparencia, según la disponibilidad de información señalada en el cuadro 6. 




			Una de las consecuencias más graves de la arbitrariedad en la integración de los ayuntamientos es su traducción en términos monetarios (gráfica 1). La equivalencia de dichas remuneraciones en salarios mínimos vigentes (80.04 pesos diarios) es, en promedio, de 19.4 salarios mínimos para presidente municipal, 14.3 para síndicos y 12.2 para regidores.

			Dado que la norma no presenta criterios específicos para evaluar si las remuneraciones se apegan a la ley, cabe preguntarse ¿de qué dependen los salarios que perciben los ediles? Una explicación inicial sería que municipios de mayor población son más complejos de gobernar, y, por ello, el tamaño de los municipios podría estar relacionado con los salarios. Sin embargo, los datos expuestos en el cuadro 7 muestran que las variaciones de las remuneraciones de cualquiera de los integrantes de los ayuntamientos no dependen de la mayor o menor población del municipio. En ningún estado se puede apreciar que una mayor población lleve a mayores remuneraciones. Incluso en Nayarit, los puestos de síndico y regidor están mejor pagados en los municipios pequeños (con menos de 70 mil habitantes) que en los grandes. En realidad, el municipio que presenta mayor nivel salarial para el presidente municipal (Progreso, Coahuila) es también uno de los que tiene la menor población (3,473 habitantes).




			Cuadro 7. Remuneraciones mensuales netas promedio
 de los integrantes de los ayuntamientos, por rangos de población

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Puesto: presidente 
municipal

						
							
							Coahuila

						
							
							Estado de México

						
							
							Nayarit

						
							
							Veracruz

						
					

					
							
							I. Menos de 70 mil habitantes

						
							
							36,057.07

						
							
							40,737.91

						
							
							54,488.96

						
							
							35,199.55

						
					

					
							
							II. Entre 70 mil y 150 mil habitantes

						
							
							40,189.79

						
							
							51,678.51

						
							
							70,396.38

						
							
							39,697.26

						
					

					
							
							III. Entre 150 mil y 300 mil habitantes

						
							
							36,430.64

						
							
							62,250.06

						
							
							35,942.00

						
							
							64,410.82

						
					

					
							
							IV. Entre 300 mil y 500 mil habitantes

						
							
							66,491.70

						
							
							56,999.71

						
							
							-

						
							
							45,000.00

						
					

					
							
							VI. Entre 500 mil y 1 millón de habitantes

						
							
							75,828.40

						
							
							73,672.13

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							VII. Más de 1 millón de habitantes

						
							
							-

						
							
							54,024.62

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Puesto: síndico

						
							
							
							
							
					

					
							
							I. Menos de 70 mil habitantes

						
							
							17,132.28

						
							
							30,388.73

						
							
							32,299.68

						
							
							26,638.96

						
					

					
							
							II. Entre 70 mil y 150 mil habitantes

						
							
							23,936.78

						
							
							43,641.84

						
							
							23,308.00

						
							
							31,829.10

						
					

					
							
							III. Entre 150 mil y 300 mil habitantes

						
							
							19,260.55

						
							
							52,378.74

						
							
							27,695.00

						
							
							61,631.58

						
					

					
							
							IV. Entre 300 mil y 500 mil habitantes

						
							
							37,340.08

						
							
							55,081.87

						
							
							-

						
							
							45,000.00

						
					

					
							
							VI. Entre 500 mil y 1 millón de habitantes

						
							
							48,301.39

						
							
							66,079.39

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							VII. Más de 1 millón de habitantes

						
							
							-

						
							
							44,533.94

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							Puesto: regidor

						
							
							
							
							
					

					
							
							I. Menos de 70 mil habitantes

						
							
							15,898.58

						
							
							23,749.90

						
							
							28,632.40

						
							
							20,948.50

						
					

					
							
							II. Entre 70 mil y 150 mil habitantes

						
							
							23,936.78

						
							
							38,730.37

						
							
							24,775.96

						
							
							29,288.41

						
					

					
							
							III. Entre 150 mil y 300 mil habitantes

						
							
							19,260.55

						
							
							42,350.38

						
							
							26,060.00

						
							
							57,437.36

						
					

					
							
							IV. Entre 300 mil y 500 mil habitantes

						
							
							37,340.08

						
							
							48,238.16

						
							
							-

						
							
							45,000.00

						
					

					
							
							VI. Entre 500 mil y 1 millón de habitantes

						
							
							48,301.39

						
							
							56,968.82

						
							
							-

						
							
							-

						
					

					
							
							VII. Más de 1 millón de habitantes

						
							
							-

						
							
							39,270.90

						
							
							-

						
							
							-

						
					

				
			

			


Fuente: elaboración propia con base en las páginas de Internet de los municipios en sus secciones de transparencia, según la disponibilidad de información señalada en el cuadro 6.




			Si bien son las legislaturas de los estados las que tienen la facultad de aprobar las leyes de ingresos de los municipios, éstos “administran libremente su hacienda” y aprueban su presupuesto de egresos, el cual debe contener los tabuladores de las remuneraciones de los servidores públicos municipales (CPEUM, artículo 115, fracción IV); es decir, no hay consistencia entre la norma y las atribuciones de los municipios. Los escándalos por las altas remuneraciones que reciben los presidentes municipales se enmarcan en esta contradicción entre las leyes estatales y las facultades de los municipios libres. Un ejemplo de lo anterior fue la nota que en 2011 publicó la revista Proceso sobre el salario que recibía el alcalde del municipio de Tlalnepantla en el Estado de México, la cual ascendía a 749 mil pesos como remuneración bruta, ganando más que el presidente de la República o el gobernador del estado (Pérez, 2011). 

			Los diez municipios que presentan mayor remuneración para quienes encabezan sus ayuntamientos son los siguientes:




			Cuadro 8. Ranking de remuneraciones 
para presidente municipal

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							No.

						
							
							Estado

						
							
							Municipio

						
							
							Salario neto en pesos

						
							
							Equivalencia en salarios mínimos

						
							
							Partido político

						
					

					
							
							1

						
							
							Coahuila

						
							
							Progreso

						
							
							138, 287.33

						
							
							62.28

						
							
							PRI

						
					

					
							
							2

						
							
							Nayarit

						
							
							Xalisco

						
							
							121, 366.64

						
							
							54.66

						
							
							PAN

						
					

					
							
							3

						
							
							Nayarit

						
							
							Del Nayar

						
							
							120, 720.34

						
							
							54.37

						
							
							PRI

						
					

					
							
							4

						
							
							Estado de México

						
							
							Tlalnepantla de Baz

						
							
							114, 175.2

						
							
							51.42

						
							
							PRI-PVM-N.Alianza

						
					

					
							
							5

						
							
							Estado de México

						
							
							Tianguistenco

						
							
							108, 885.04

						
							
							49.04

						
							
							PAN-PT

						
					

					
							
							6

						
							
							Nayarit

						
							
							Bahía de Banderas

						
							
							103, 193.97

						
							
							46.47

						
							
							PRI

						
					

					
							
							7

						
							
							Coahuila

						
							
							Sacramento

						
							
							101, 200.00

						
							
							45.58

						
							
							PRI

						
					

					
							
							8

						
							
							Estado de México

						
							
							Villa Guerrero

						
							
							99, 569.8

						
							
							44.84

						
							
							PRD

						
					

					
							
							9

						
							
							Estado de México

						
							
							Naucalpan de Juárez

						
							
							89, 000.01

						
							
							40.08

						
							
							PAN

						
					

					
							
							10

						
							
							Nayarit

						
							
							Tuxpan

						
							
							88, 444.98

						
							
							39.83

						
							
							PRI

						
					

				
			

			


Fuente: elaboración propia con base en las páginas de Internet de los municipios en sus secciones de transparencia, según la disponibilidad de información señalada en el cuadro 6.




			Destaca el caso de Nayarit, donde los presidentes municipales reciben en promedio más de 56 mil pesos mensuales, y que concentra a 4 de los 10 presidentes con mayores salarios, que ascienden entre los 88 mil y los 121 mil pesos mensuales (cuadro 8). Cabe señalar que no hay una coincidencia entre los partidos políticos que encabezan los gobiernos municipales y las asignaciones salariales; es decir, la discrecionalidad en las asignaciones salariales no tiene sello partidista, sino que atraviesa a todas las fuerzas políticas.

			Respecto al caso de Veracruz, es difícil obtener conclusiones contundentes por sólo haber sido posible acceder a poco más del 20% de los datos sobre remuneraciones.

			Ambas dimensiones en juego: cumplimiento de la norma 
en la integración de los ayuntamientos y remuneraciones

			Si se cruza la dimensión del cumplimiento de la norma sobre integración de los ayuntamientos y la dimensión de remuneraciones, se pueden observar coincidencias interesantes, lo que arroja luz sobre las razones detrás de la discrecionalidad y las mecánicas que la mueven. 

			En primer lugar, respecto de la discrecionalidad en la integración de los ayuntamientos y su relación con la transparencia de las remuneraciones, cabe señalar que los municipios de Veracruz destacan tanto por rebasar el número de integrantes como por ser opacos en lo que se refiere a los salarios de los ediles. 

			Respecto a los municipios que sí permiten el acceso, se encontró que los regidores que pertenecen a los municipios que se apegan a la norma, reciben una remuneración menor a la de aquellos que laboran en donde ésta se transgrede. Así, la arbitrariedad en la integración y las remuneraciones abultadas parecen ir de la mano. En los casos de los municipios que se apegan a la norma para su integración, los regidores reciben un promedio de 26,713 pesos brutos mensuales, y en los casos de los que no lo hacen, los regidores reciben un promedio de 30,429 pesos brutos mensuales. 

			Además, en promedio, en aquellos municipios donde se rebasa el número de regidores previstos en la norma, el presidente municipal percibe un sueldo mayor al de los presidentes de los municipios donde ésta se cumple. En los municipios veracruzanos donde se cumple la norma, el presidente municipal gana aproximadamente 15.6 salarios mínimos, mientras que donde se transgrede percibe más de 19 (gráfica 2a). 




			Gráfica 2. Distribución de las remuneraciones 
del presidente municipal y síndicos según el cumplimiento
 de la norma en el nombramiento de regidores
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			Fuente: elaboración propia con base en las páginas de Internet de los municipios en sus secciones de transparencia, según la disponibilidad de información señalada en el cuadro 6.




			Algo similar sucede si analizamos las percepciones que reciben los síndicos: en aquellos municipios donde se excede el número de regidores que establece la norma, los síndicos ganan casi 16 salarios mínimos, mientras que en aquellos donde ésta se observa, su salario equivale a 11.7 salarios mínimos (gráfica 2b). 

			Un elemento final a destacar, resultado del cruce de las dos dimensiones que interesan a este estudio, es que en los municipios donde se rebasa la proporción de regidores establecida por los códigos electorales estatales respectivos, los regidores reciben un salario promedio mayor (22,390 pesos) a los regidores de los municipios en donde se respeta la proporción de MR y RP para la elección de estos funcionarios (18,836 pesos). Así, puede afirmarse que ambas dimensiones avanzan en paralelo (gráfica 3). 




			Gráfica 3. Salario promedio neto de regidores 
por cumplimiento de norma electoral respecto
 a la distribución de MR y RP
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			Fuente: elaboración propia con base en las páginas de Internet de los municipios en sus secciones de transparencia, según la disponibilidad de información señalada en el cuadro 6.

			V. Consideraciones finales

			A quince años de que las leyes de transparencia y acceso a la información entraran en vigor en todo el país, aparece un buen número de asuntos pendientes que resolver, especialmente en el nivel municipal, donde los obstáculos inician desde la inexistencia de portales electrónicos para consultar información sobre el gobierno hasta el propio procesamiento de las solicitudes de información. 

			En este trabajo se encontró que 77 municipios (19.4%) de los 395 contemplados en este estudio no cumplen con la obligación de poseer una página de Internet. De los que sí cuentan con ella, el 69.8% muestra información básica sobre las remuneraciones de los integrantes de los ayuntamientos. La exigencia de transparentar el ejercicio de todos los recursos públicos para obligar a los servidores públicos a cumplir con lo establecido en la Constitución y en las leyes, encuentra mayores obstáculos en los munici-
pios pequeños (con población menor a los 70 mil habitantes). Los municipios pequeños son los más opacos y, por tanto, es donde tienen lugar los mayores márgenes de discrecionalidad en la asignación de salarios.

			Los principios de la transparencia siguen sin arraigar en los municipios. Por ejemplo, en Tultitlán (Estado de México), la información de las remuneraciones de los integrantes del ayuntamiento está clasificada como reservada, y en Tequixquiac (Estado de México), dicha información es inexistente porque los servidores públicos no tienen sueldos, sino dietas.7 Además, uno de los argumentos más esgrimidos por 85 de 136 municipios veracruzanos con página de Internet, pero sin información de remuneraciones, es el proceso de migración de la información a la plataforma nacional de transparencia. La transparencia no termina de institucionalizarse en los municipios, y éstos tampoco tienen mayores incentivos para combatir la opacidad. 

			Más aún, el análisis mostró que los municipios que transgreden la norma en cuanto a integración de los municipios también coinciden en ser los más opacos en remuneraciones. Esta coincidencia, que destaca para los municipios de Veracruz, puede deberse a la laxitud de la norma, pero también a factores institucionales y estructurales más amplios, como las capacidades para atender las obligaciones de transparencia y el nivel extendido de acceso a Internet. Por otro lado, los municipios que permitieron acceder a datos sobre remuneraciones coinciden, en su mayoría, con observar la norma en cuanto a la integración; ser exhibidos en la vitrina pública no parece ser factor suficiente para evitar remuneraciones excesivas e injustificadas. Esto lleva a proponer que las directrices de transparencia deberían de acompañarse de políticas integrales que fortalezcan las capacidades institucionales para cumplir con los mandatos de transparencia y el acceso de la ciudadanía a información relevante, y de esta manera fortalecer su posibilidad de exigencia y vigilancia social. 

			Carecer de información accesible sobre la integración y las remuneraciones de los integrantes de los ayuntamientos, datos básicos para cualquier ejercicio de vigilancia ciudadana, impide llevar a cabo ejercicios de monitoreo y seguimiento de la administración municipal, y, por ende, cierra la puerta a exigir cuentas sobre su gestión. Las virtudes del municipio no podrán trascender el plano teórico sin transparencia, uno de los ingredientes fundamentales e imprescindibles para hacer de éste un nivel de gobierno realmente cercano y sensible a las demandas ciudadanas.
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1		Sólo ciertas resoluciones, como la relativa al patrimonio inmobiliario municipal; a actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al periodo de duración de la administración municipal; o a una función o servicio municipal que involucre al gobierno estatal, deberá votarse por mayoría calificada (2/3 partes de los integrantes del cabildo). Esta modificación se introdujo con la reforma del artículo 115 constitucional de 1999.

				

				
					2		El artículo décimo transitorio de la LGTAIP (2015) estableció que los municipios con población menor a 70 mil habitantes cumplirán con las obligaciones de transparencia de conformidad con sus posibilidades presupuestarias y, de forma subsidiaria, podrán solicitar al organismo garante local la divulgación vía Internet de la información de dichas obligaciones. 

				

				
					3		La información sobre los directorios de servidores públicos de los municipios sin página de Internet se consultó en la base de datos del Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal (Inafed), disponible en: www.snim.rami.gob.mx.

				

				
					4		El periodo de revisión de las páginas de Internet de los ayuntamientos se realizó de septiembre a noviembre de 2016.

				

				
					5		15 estados implementan el criterio poblacional; 12 estados utilizan el criterio diferencial; 2 (Coahuila y Nayarit) recurren al criterio de número de electores, y los 2 estados restantes (Aguascalientes y Tabasco) combinan algunos de los criterios anteriores (Hurtado, 2012: 38). 

				

				
					6		Recomendaciones publicadas en el Periódico Oficial del Estado de México el 25 de febrero de 2016, disponible en: http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2016/feb255.pdf.

				

				
					7		Estas respuestas se obtuvieron del procesamiento de las solicitudes 00196/TULTI
TLA/IP/2016 y 00024/TEQUIXQU/IP/2016.

				

			

		


		
			FACEBOOK COMO MOTOR DE LA POSVERDAD
 EN ZACATECAS, MÉXICO

			FACEBOOK AS MOTOR OF THE POST-TRUTH
 IN ZACATECAS MEXICO

[image: pleca]

			Sergio Octavio Contreras Padilla*

			RESUMEN. Durante el último año se registró en varias partes del mundo un fenómeno comunicativo conocido como “noticias falsas” o fake news. Esta práctica consiste en la difusión de información estructurada en forma de noticia, la cual se distribuye a través de las nuevas tecnologías de la comunicación. El tema cobró relevancia en Estados Unidos en las pasadas elecciones, y en México durante las protestas civiles a causa del aumento de los combustibles. Los primeros análisis —elaborados principalmente en Estados Unidos y en Europa— dan cuenta que los hechos falsos pueden afectar el derecho que tiene la sociedad a estar informada. Durante 2017 circularon en Facebook una gran cantidad de noticias falsas en el estado de Zacatecas, México. Para comprender el fenómeno comunicativo, en el presente artículo se realiza un estudio empírico mediante un monitoreo a nueve páginas que difunden noticias falsas, así como una encuesta en línea a 470 usuarios de Facebook. Los resultados arrojaron elementos que permiten conocer las características de las noticias falsas en Zacatecas y el papel que la sociedad juega al momento de informarse.

			PALABRAS CLAVE. Derecho a la información, noticias falsas, redes sociales, Facebook.

			ABSTRACT. During the last years, a communicative phenomenon known as fake news has been present in several parts of the world. This practice consists on the diffusion of structured information in the form of news and is distributed through the communication technologies. The issue gained relevance in the United States in the last elections, and in Mexico during the civil protests regarding the increase in fuels price. The first analyses —produced mainly in the United States and in Europe— show that false facts can affect the right 
of society to be informed. During the year 2017 a notable increase of fake news began to circulate through Facebook in the state of Zacatecas Mexico. To understand the communicative phenomenon, in this article is presented an empirical study carried out through web pages that disseminate fake news, as well as an online survey of 470 Facebook users. The results yielded elements to identify the characteristics of the fake news in Zacatecas and the role that the society plays at the moment of being informed.

			KEY WORDS. Right to information, fake news, social networks, Facebook.

			I. Introducción

			En las sociedades modernas, los derechos constituyen las bases sobre las cuales se sostienen las instituciones y las nuevas formas en que se ejerce el poder (Mann, 1991: 15 y 16). Uno de los rasgos que caracterizan a tales sociedades son las libertades de los individuos y la responsabilidad del poder político para reconocer y mantener vigente los derechos. Desde el mundo clásico hasta la modernidad contemporánea existe la idea de que la sociedad tiene ciertas libertades que le otorga el Estado para controlar el ejercicio del poder público. Algunos teóricos consideran que el control social sobre lo político está determinado en gran medida por la libertad de información de las personas (Sartori, 2001: 73-76). 

			De acuerdo con Arendt (2009), las libertades que tienen los individuos les permiten actuar en lo político dentro de lugares comunes. Según esta concepción, los ciudadanos, a través de la acción libre, participan en la construcción de un espacio púbico en donde se crea la deliberación plural sobre distintos asuntos. En este sentido, la libertad política requiere de un lugar que sea común para todos, como era concebida en Grecia y Roma. Para Habermas (1986, 1999), el espacio público es un escenario mediador entre la sociedad y el Estado, en donde se visibiliza el poder y las personas tienen la libertad de informarse y opinar sobre asuntos de interés colectivo. Según el filósofo alemán, el espacio público es una caja de resonancia donde las personas manifiestan sus demandas para ser atendidas por el poder político; es una especie de aviso con sensores no especializados, pero que despliega su capacidad perceptiva a lo largo y ancho de toda la sociedad. En su teoría, propone que los participantes deben llegar a un consenso mediante la discusión racional de los asuntos públicos. Sin embargo, con la expansión de los medios de comunicación, la opinión pública del ciudadano es manipulada y la comunicación pública estereotipada. 

			Lo público se escenifica cada vez más en medios y cada vez menos en lugares tradicionales donde se ejercía el poder (Martín-Barbero, 2001: 46-55). Con la apertura de Internet en 1993, las libertades se amplificaron, por lo que las personas pueden convertirse en fuentes individuales de opinión y competir con las noticias de los medios. En su obra Comunicación y poder (2010), Castells asegura que la sociedad actual se caracteriza por estar conformada por redes en todos los sentidos: redes informáticas, redes de transporte, redes de comunicación, redes eléctricas, etcétera. Existe una gran variedad de canales por donde transita información pública y privada. Este nuevo paradigma, definido como una sociedad conectada a redes de información y conocimiento (Castells, 2004: 40-49), plantea que la riqueza se encuentra en la información. 

			Las redes soportadas por Internet se han convertido en nuevos espacios donde la gente se informa y opina sobre lo público y lo político. En la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información (CMSI), efectuada en Túnez en 2005, la UNESCO reconoció que el desarrollo local depende en gran medida de la disponibilidad de la información. De acuerdo con Internet World Stats, para 2017 el 51.7% de la población estaba conectada a la red. Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), para finales de 2016 había en México 60 millones de cibernautas. Cifras del estudio Hábitos de los usuarios de Internet 2017, elaborado por la Asociación Internet.mx, revelaron que más del 90% de los usuarios está suscrito a por lo menos una red social digital. De dicha cifra, el 95% cuenta con perfil en Facebook, el 93% en WhatsApp, el 72% en YouTube, el 66% en Twitter, y el 59% en Instagram. Los datos demuestran que Internet y las redes sociales digitales, principalmente Facebook, se están convirtiendo en un importante espacio público. Sin embargo, tales libertades, que son expandidas mediante artefactos de comunicación, también implican la alteración del propio derecho a la información.

			En las elecciones norteamericanas de 2016; durante el referéndum sobre la permanencia de Reino Unido en la Unión Europea; en el proceso de voto de independencia de Cataluña, o en el sismo del 19 de septiembre de 2017 en México, en todos estos momentos se difundieron por Internet noticias falsas que alteraron el derecho de las personas a estar informadas. 

			En el último año se registraron en México hechos engañosos provenientes de páginas web que dan la apariencia de ser medios de difusión, como lo son: Argumento Político, El Zócalo Virtual o El Blog del Pueblo. A diferencia de lo que ocurrió en las elecciones norteamericanas o en la Ciudad de México, en el estado de Zacatecas las noticias falsas comenzaron a circular a través de Facebook. Aparecieron fan pages con información apócrifa y principalmente politizada a favor o en contra de gobernantes, partidos políticos, activistas, periodistas, etcétera. La creciente difusión de hechos irreales pone sobre la mesa de discusión un problema de derechos: ¿hasta qué punto las libertades informativas garantizadas en el artículo 6o. de la Constitución están alterando el derecho de la sociedad a estar informada? Esta pregunta lleva a plantear la posibilidad de crear mecanismos de regulación de las libertades en la red.

			Durante 2017, las formas para contener las fake news a nivel mundial fueron a través del control tecnológico y mediante la aprobación de normas. Las iniciativas de control se originaron en las empresas de tecnología como Facebook o Google, y algunos países como Francia o Alemania dieron los primeros pasos en esta dirección. En México, en diciembre de 2017 se reformó el Código Civil Federal para tipificar como delito toda aquella comunicación que se difunda a través de cualquier medio que cause en alguien deshonra, descrédito, perjuicio o desprecio.

			Investigar las tecnologías y la libertad informativa es comprender las nuevas formas comunicativas a través de las cuales las personas se enteran de lo público. Ante este panorama, se llevó a cabo un estudio cuantitativo para entender el fenómeno de las noticias falsas que se distribuyen en Zacatecas. El estudio comprendió dos partes de elaboración: una caracterización de la información falsa publicada en nueve páginas de Facebook, y la aplicación de una encuesta en línea. El objetivo principal de la investigación fue identificar las propiedades de los sitios que difunden información carente de veracidad y conocer las prácticas de los usuarios de la información.

			En el presente artículo intento responder las siguientes preguntas de investigación: ¿qué características tiene la información falsa que se difunde en la red social de Facebook?, ¿cuáles son los principales referentes de las noticias falsas en Zacatecas?, ¿qué clase de participación social reciben las noticias no verificadas?, ¿qué opinan los usuarios de Facebook sobre las fake news?, y ¿hasta qué punto los internautas creen en las noticias falsas? Inicialmente se ofrece una definición del paradigma de la posverdad; posteriormente se muestra la metodología empleada para la recolección de datos y se presentan los principales hallazgos de las fan pages seleccionadas, y de la encuesta en línea; por último, se analizan los resultados y se presenta una conclusión desde la perspectiva de las libertades informativas. 

			II. Posverdad

			En esta sección se buscará dar respuesta al concepto de posverdad como un espacio en construcción teórica, dado que en él se incrusta el fenómeno de las noticias falsas. Para llevar a cabo tal propósito, se acude a los principios generales que definen las noticias falsas y la posverdad, con la finalidad de vincularlos al concepto de espacio público, entendido este último como un lugar abierto, común y visible, donde circula información que puede ser adquirida, procesada y posteriormente transmitida por los integrantes de una sociedad como parte de un proceso de libertad informativa —de expresión y de información—. Al final de este apartado, se presentan algunos ejemplos de fake news registrados en el último año.

			Las noticias falsas son consideradas una forma comunicativa que disfraza la propaganda como si fuera periodismo, y difunde datos engañosos a través de los medios tradicionales y las nuevas tecnologías (Leonhardt y Thompson, 2017). Las fake news son diseñadas con la intención de dañar o beneficiar a alguien (Hunt, 2016), y no pretenden satirizar o parodiar algún asunto o personaje de interés público. Las noticias falsas no son creadas para provocar humor, sino para manipular a los consumidores sobre acontecimientos públicos. Una de las características de la información falsa es que se presenta como una noticia, con titulares sensacionalistas y una narrativa de hechos similar en forma a los textos que se publican en los periódicos (Allcott y Gentzkow, 2016: 211-236). Esta práctica desinformativa se expandió en los últimos años debido a la penetración tecnológica, y su presencia fue más punzante con el uso de artefactos para fines políticos o tecnopolíticos (Gutiérrez, 2014: 59-63). Algunas investigaciones han concluido que las versiones falsas son capaces de confundir a los cibernautas (Aisch, Huang y Kang, 2016). Cuando los engaños distribuidos en espacios públicos son creídos por los consumidores de información, entonces el fenómeno se convierte en posverdad. 

			La discusión entre verdad y mentira ha sido uno de los temas clásicos de la filosofía. Algunas posturas, como el racionalismo o el existencialismo ateo, condenan las mentiras, en tanto otras perspectivas, como la de Strauss, son permisivas, pues consideran que es posible mentir cuando se pretende ocultar una estrategia, y cuya revelación a terceros sería más perjudicial que si se mantiene en secreto (Roiz, 2000). Dando un paso más allá, se puede afirmar que los mecanismos de visibilidad o invisibilidad de la verdad se encuentran depositados en la información y en las formas de comunicación humana.

			Las sociedades actuales se caracterizan por ser abiertas a la información, pues en ellas circula una gran cantidad de formas simbólicas gracias a los medios, y, debido a tal apertura, se distorsionan los hechos (Revel, 1989: 8-16). Los profesionales de las industrias mediáticas, como los periodistas o presentadores de noticias —que tienen la obligación de informar a las audiencias—, parecen tener como preocupación dominante el falsificarla, y los que la reciben, la de eludirla. Para Revel (1989), los profesionales traicionan el derecho a la información como sus clientes el derecho a estar informados. Cuando la veracidad de la información publicada es sustituida por mentiras, los hechos superan los límites de la verdad y se convierten en posverdades. 

			El concepto de posverdad (post-truth) fue designado por el Diccionario Oxford como la palabra del año 2016. Según este diccionario, el término describe a grandes capas de la sociedad contemporánea para quienes la verdad queda superada por versiones fantásticas que buscan dar sentido a lo real. De acuerdo con Kreitner (2016), en la revista The Nation, publicada en enero de 1992, el escritor Steve Tesich utilizó por primera vez este concepto para referirse a la censura de la prensa durante los conflictos bélicos y la fabricación de narrativas para el gusto de las audiencias. Durante el escándalo Watergate y la guerra de Vietnam, las revelaciones sobre la corrupción política y la muerte fueron tan desgarradoras que el público norteamericano comenzó a alejarse de la verdad. Los consumidores de noticas no querían leer más noticas malas, sin importar que las noticias no fueran verdaderas. 

			La deshonestidad es lo que inspira el uso de eufemismos para matizar la verdad, y ayuda a las personas a desensibilizarse de las posibles implicaciones de la verdad (Keyes, 2004: 3-17). En la era de la posverdad ya no sólo existen verdades y mentiras, sino afirmaciones ambiguas que no son exactamente la verdad, sino que caen justo debajo de una mentira. Al analizar hechos donde presidentes norteamericanos mintieron, se descubrió que, con frecuencia, un argumento utilizado por el Estado moderno se centra en que se necesita actuar con rapidez y secrecía en los asuntos de diplomacia y seguridad nacional, por lo que es imposible la consulta democrática, sobre todo debido a la ignorancia de la población para entender estos asuntos (Alterman, 2004: 32-43). 

			Para el bloguero Roberts (2010), la emergente cultura de mentiras en Internet es una característica de la élite política norteamericana. Según este escritor, por lo general las personas desconocen la mayoría de los temas de la política, pues tiene otras cosas en que pensar; por ejemplo, en los concursantes de American Idol, en los equipos de béisbol, etcétera. Las personas que votan utilizan la heurística cruda para evaluar las propuestas de sus gobiernos. Para Roberts, vivimos en la política posterior a la verdad, esto es, en una cultura política en donde la política —opinión pública y narrativa de los medios— se ha desconectado de la realidad. 

			Para Preston (2012), los políticos pulverizan la verdad al difundir información no comprobada y que en pocas ocasiones es desafiada. Otros analistas consideran que la expansión de la cultura de las noticias falsas se debe a tres factores (Viner, 2016). El primero se relaciona con los consumidores que desconfían mucho de lo que se presenta como un hecho, sobre todo si los hechos en cuestión son incómodos o no están sincronizados con sus propios puntos de vista. El segundo es el contexto social, ya que tienen más éxito los hechos falsos sobre situaciones de emergencia que aquellos que no lo son; por ejemplo, en París durante los ataques terroristas de noviembre de 2015, los rumores en las redes sociales se difundieron más rápido que las verdades. Y, en tercer lugar, el origen de la mentira puede tener como raíz el pánico, la malicia y, a veces, la manipulación deliberada en la que una corporación o un régimen paga a la gente para transmitir su mensaje.

			Desde el proceso electoral norteamericano registrado a finales de 2016, el fenómeno de las noticias falsas fue objeto de diversos estudios. De acuerdo con el informe Hyperpartisan Facebook pages are publishing false and misleading information at an alarming rate, elaborado por Buzzfeed, de un análisis de mil artículos distribuidos por portales informativos con intereses partidistas, se descubrió que el 19.1% de los temas publicados por medios afines a Hillary Clinton fueron falsos, y en el caso de los portales que simpatizaron con Donald Trump, el número de mentiras alcanzó al 37.7% de las noticias.

			El estudio titulado “El lado B de Internet”, realizado por Tren Digital, la Pontificia Universidad Católica de Chile y la agencia Media Interactive, reveló que el 70% de los usuarios de Internet ha consumido información falsa, y casi el 30% compartió en el último año hechos apócrifos. Otra investigación publicada en 2017 por la Universidad de Princenton, bajo el título Anatomy of news consumption on Facebook, descubrió que los usuarios de las redes sociodigitales centran su atención en aquello que coincide con sus puntos de vista, sin tomar en cuenta su veracidad. 

			En el caso de México, la información falsa circuló tanto en medios de difusión tradicionales como en redes digitales. En 2016 se divulgaron versiones apócrifas sobre temas políticos, tal como las críticas de la cantante Lucero al Teletón, el mensaje de la actriz Kate del Castillo que se distribuyó por WhatsApp para llamar a la sociedad a la desobediencia civil, o la supuesta carta de la Organización de las Nacionales Unidas (ONU) donde solicitaba la renuncia del presidente Enrique Peña Nieto. 

			III. El caso Zacatecas

			En el estado de Zacatecas, desde la segunda mitad de 2016, comenzaron a propagarse en Facebook noticias carentes de veracidad. A diferencia de los portales falsos registrados en otras partes del mundo, en la entidad, la información sin verificar circula principalmente en fan pages que aparecen como publicidad pagada.

			A continuación, se caracteriza el fenómeno de la información no verdadera que se presenta en Zacatecas. Para lograrlo, se llevó a cabo un estudio mediante la aplicación de un modelo de investigación para extraer las singularidades de las noticias no comprobadas que se publican en Facebook, y para conocer la opinión de los consumidores. En esta parte se muestran los datos obtenidos tanto en la revisión de las páginas electrónicas como los resultados que arrojó la aplicación de una encuesta en línea. Por último, se presenta una síntesis de los datos más importantes y un análisis a la luz de las libertades informativas. El estudio fue de carácter cuantitativo, y consistió en la aplicación de dos herramientas para la recolección de datos: a) un monitoreo de contenidos, y b) una encuesta en línea. Como lo muestra la tabla 1, el ciberespacio fue el sitio donde se aplicaron las herramientas para la recopilación de información. 




			Tabla 1. Instrumentos para recolección de datos
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Mediante un monitoreo en redes sociodigitales, se recolectó información sobre páginas con información no verificada. Por información no verificada se entiende aquellos hechos que son expuestos ante terceros y pueden llegar a formar parte de una agenda pública (McCombs, 2006), pero no existe, por parte de los consumidores de contenidos, un proceso de comprobación sobre la veracidad de tales hechos. Para elegir la información de dudosa procedencia, se tomaron en cuenta las recomendaciones de la agencia Atlantic Council, así como las políticas de Facebook y de la organización First Draft para detectar fake news. Se consideraron como publicaciones de hechos no comprobables aquellas que tuvieran las siguientes características: 

			
					Las historias apelan principalmente al plano emocional.

					Tienen como fuente el anonimato, la denuncia, la filtración o los rumores.

					Las publicaciones tienden a reproducirse primero en redes sociales. 

					Presentan títulos llamativos, como el uso de signos de exclamación.

					En ocasiones contienen enlaces direccionados a una web que aparentan ser medios de comunicación formales. 

					La información no verificada suele contener imágenes o videos manipulados, o bien, colocados fuera de su contexto original.

			

			A través de una revisión de fan pages en Facebook, se detectaron 12 portales con publicaciones que abarcaban algunas de las características de la información no comprobada. Con el apoyo de un equipo de trabajo,1 fueron revisadas las páginas y se determinó seleccionar a las 9 más representativas, tomando en consideración la frecuencia de las publicaciones y el número de seguidores. El estudio de las páginas abarcó todos los contenidos difundidos durante el primer semestre de 2017, es decir, del 1o. de enero al 31 de julio de 2017. El trabajo de campo consistió en la observación y el registro de las características de la información difundida. En este sentido, el sesgo de los datos lo representan las tres páginas de Facebook que no fueron tomadas en consideración.

			Las nueve fan pages seleccionadas fueron: Impacto Zacatecas, Primera Plana Zacatecas, Zacanetas, El Centro Zacatecas, El Oportuno, El Digital, Pura Verdad y ZacaLeaks. Para el registro de los datos se utilizaron 14 indicadores diseñados de acuerdo con las características tecnológicas de Facebook. Los indicadores fueron: fecha de publicación, número de likes, número de seguidores, número de comentarios, número de veces que la publicación se compartió, número de caracteres, reacciones de las publicaciones —me gusta, me encanta, me divierte, me asombra, me entristece y me enoja—, tipos de publicación —propia o ajena—, contenido de la publicación —texto, imagen, texto con imagen o video—, horario de publicación —mañana, tarde y noche—, tema de la noticia —política, seguridad, social, economía, espectáculos, deportes, salud, educación y otros—, nombre del sujeto de la noticia, género del sujeto de la noticia y valoración de la información —positiva, negativa o neutral—. Durante el periodo observado se difundieron 347 publicaciones, siendo El Digital el portal con mayor número de noticias (124), seguido de Zacanetas (120) y, en tercer lugar, Pura Verdad (17). 

			Durante el semestre observado, las nueve páginas registraron 22 mil 823 likes. Las redes que recibieron más “me gusta” fueron Zacanetas con 7 mil 809, Pura Verdad con 5 mil 169, El Digital con 3 mil 406, e Impacto Zacatecas con 2 mil 536 (véase la tabla 2). Respecto al número de seguidores, la página Zacanetas tuvo 52 mil 839 seguidores; Primera Plana Zacatecas, 8 mil 219, y Pura Verdad, 2 mil 555. Entre los nueve portales se contabilizaron 73 mil 291 seguidores. Asimismo, se registraron 6 mil 521 comentarios emitidos por los seguidores. En 14 mil 240 ocasiones la información se compartió, y la suma de todos los mensajes alcanzó los 336 mil 983 caracteres. Las redes con mayor número de comentarios, noticias compartidas y caracteres publicados fueron: Zacanetas, Pura Verdad y El Digital. El total de las reacciones contabilizadas en las redes fue de 10 mil 300. La reacción “me enoja” fue elegida por los seguidores en 5 mil 236 ocasiones, “me divierte” en 2 mil 821, “me asombra” en mil 674, “me encanta” en 349 y “me entristece” en 220. La mayoría de las publicaciones (81%) fueron publicadas por el administrador de la página, y el resto (19%) se trató de enlaces a publicaciones de otras páginas, usuarios, medios, etcétera.




			Tabla 2. Número de publicaciones en Facebook
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Fuente: elaboración propia con base en el registro y seguimiento de las fan page señaladas.




			En cuanto al indicador para medir el tipo de contenido que se difundió, 81% se trató de textos que contenían imágenes, o bien de imágenes que contenían textos, el 7.2% sólo texto, el 6.4% sólo imagen y el 5.1% fue video. El 47% de los mensajes se difundieron por la tarde, el 41% por la mañana y el 11% por la noche. Para recolectar información sobre los temas de los mensajes, el indicador se dividió en ocho tópicos: política, seguridad, sociales, economía, espectáculos, deporte, salud, educación y otros. De la información recolectada por temas, 8 de cada 10 publicaciones (277) se referían a temas políticos. El resto de los tópicos recibió menos atención: seguridad pública (6%), sociales (4.7%) y economía (3.69%). Prevaleció el género masculino como sujeto de la información: el 60.5% de la información se refirió a hombres como actores centrales de los mensajes. El 22.4% fue indefinido —se hizo referencia a entidades no personales— y el 17% se refirió al género femenino. El último indicador fue la valoración de la información, es decir, si el tema se abordó en forma positiva, negativa o neutra. La mayoría de la información recibió un tratamiento negativo (35.4%), en menor medida fue neutro (20%), y en pocas ocasiones positivo (14.5%). La información negativa que difundieron las páginas El Lado Oscuro y Zacanetas hicieron referencia tanto al gobierno en turno como a otros actores políticos de oposición, exfuncionarios, periodistas, maestros, ciudadanos, etcétera. El Oportuno y ZacaLeaks publicaron noticias y comentarios en contra de partidos y líderes de oposición, incluyendo noticias contra periodistas. Impacto Zacatecas, Pura Verdad, El Digital, El Centro Zacatecas y Primera Plana Zacatecas se caracterizaron por realizar críticas a funcionarios públicos y destacar errores de la actual administración estatal. Más de la mitad de las páginas analizadas (56%) publicaron información contraria al gobierno en turno, el 22% de los portales difundieron comentarios a favor de la actual administración y el 22% promovieron noticias, opiniones y denuncias hacia actores políticos de oposición y funcionarios del actual gobierno. 

			En lo relativo a la encuesta en línea, fue diseñado un instrumento mediante la aplicación SurveyMonkey. La encuesta electrónica publicada en el sitio https://es.surveymonkey.com/r/X5BDXGZ fue contestada por 470 usuarios de Facebook durante el 23 de julio y el 23 de agosto de 2017. La elaboración del cuestionario fue supervisada por un equipo de trabajo2 que aplicó en dos ocasiones —antes de la apertura de la encuesta— una prueba piloto para encontrar deficiencias y realizar mejoras. La distribución de la encuesta se hizo mediante Internet: por la red social digital, a través de mensajes —Messenger y WhatsApp—, y por correo electrónico. La encuesta sólo se envió a usuarios de Facebook que durante el periodo de aplicación radicaron en Zacatecas. La herramienta estuvo integrada por 27 preguntas correspondientes a cinco campos de interés: datos generales (1, 2 y 3), uso tecnológico (4, 6 y 7), prácticas informativas (5, 8, 9 y 11), hábitos en Facebook (10, 12, 13, 14 y 15) y consumo de noticias (16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27). Si bien la aplicación de la encuesta no tiene representación confiable del universo estudiado, los resultados permiten obtener ciertas inferencias sobre la forma en que los productores y consumidores de nuevos medios se informan, identifican las fuentes de noticias y conciben la libertad informativa. Otro sesgo de la investigación fue el hecho de que no se tomaron en cuenta a los usuarios de otras redes sociales digitales, y a quienes no utilizan Internet como medio para informarse. 

			En cuanto al género de las personas encuestadas, el 56.29% fueron mujeres y el 43.71% hombres. La mayoría de los participantes fueron personas jóvenes: el 62% tenían entre 19 y 34 años edad. El 11% de los encuestados se ubicó entre los 35 y 44 años de edad, el 10% entre los 14 y 18 años, el 8% entre los 45 y 55 años, más de 55 años, el 4%, y menos de 14 años, el 2%. Los usuarios de Facebook son personas con educación: el 39.5% concluyó alguna carrera profesional, el 33.1% terminó el bachillerato, el 19.1% cuentan con algún posgrado, el 4.6% finalizó la secundaria y el 3.4%, la primaria. En lo que se refiere al uso tecnológico, el 86.6% aseguró usar el teléfono móvil como principal medio para conectarse a Internet. El 8% lo hace desde una laptop, el 2.5% desde la computadora de escritorio, el 2.13% desde una tableta electrónica y el 1% desde la consola de videojuegos. Ninguno de los encuestados emplea la smartv como principal medio de conexión a la red. El 49% de los encuestados aseguró pasar al día entre 2 y 5 horas conectados a Internet, el 21.7% entre 6 y 8 horas, el 15.5% más de 8 horas, el 10% de 1 a 2 horas, y el 3.6% menos de una hora. Los principales horarios de conexión son en la noche (41.4%) y en la tarde (36.1%).

			En lo relativo a las prácticas informativas, la mayoría de los encuestados dijeron informarse a través de Internet y las redes sociodigitales (gráfica 1). La frecuencia del uso de medios tradicionales y nuevos medios comprobó el anterior indicador: el 40% aseguró no leer —ni comprar— periódicos, y la mitad de la muestra afirmó consumir regularmente radio y televisión. El uso de redes sociodigitales (62.13%) y de Internet (36.8%) fueron las prácticas más frecuentes de los encuestados. El 41% afirmó estar muy informado sobre lo que ocurre en su contexto inmediato, el 40% dijo estar informado, el 16.6% algo informado, el 2.1% poco informado y el 0.2% nada informado. En cuanto a la confianza en la información que se difunde, de una escala donde 0 es nada y 5 es mucha confianza, los resultados mostraron que la radio (2.97 puntos) es el medio con mayor confianza, seguido de Internet (2.96), los periódicos (2.8), las revistas (2.3) y la televisión (2.3). 




			Gráfica 1. Principales fuentes de información
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			Fuente: elaboración propia con base en los resultados de la encuesta realizada a través de SurveyMonkey.

			Sobre los hábitos en las redes sociales digitales, los encuestados dijeron usar muy frecuentemente cuatro redes: WhatsApp (75.3%), Facebook (55.5%), YouTube (30.8%) e Instagram (18.7%). El 68.6% aseguró no utilizar Snapchat, el 27.4% Google+, y el 48.9% Twitter. Para los participantes, Facebook tiene dos funciones principales (gráfica 2): entretener (50.6%) y chismear (15.6%). Otras utilidades fueron informar (8.7%), conocer nuevas personas (6.6%), chatear (2.5%), opinar (1.7%) comprar en línea (0.2%) y educar (0.2%). 




			Gráfica 2. Las funciones de Facebook
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			Fuente: elaboración propia con base en los resultados de la encuesta realizada a través de SurveyMonkey.




			Los encuestados dijeron utilizar esta red social para consultar una gran variedad de temas (gráfica 3), publicar textos con imágenes (49.7%), sólo imágenes (17.8%), sólo textos (8.3%), sólo videos (4.2%), videos con texto (3.1%), sólo audios (0.6%), audios con texto (0.6%) o no publicar nada (15%). A la pregunta “¿qué es lo que haces cuando habitualmente ves noticias que circulan en Facebook?”, el 24.8% aseguró que leen el encabezado de la noticia y el párrafo que aparece visible, el 14.26% lee sólo el encabezado de la noticia —la fotografía o video—, el 33.6% lee el encabezado, el párrafo visible y todo el contenido, y el 27.2% lee todo el contenido y además verifica la información en otros medios.




			Gráfica 3. Temas más consultados en Facebook
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			Fuente: elaboración propia con base en los resultados de la encuesta realizada a través de SurveyMonkey.




			Sobre el impacto que tienen las noticias de Facebook en la vida social de los internautas, el 51.9% aseguró que algunas veces las noticias son tema de conversación en sus círculos sociales, el 21.4% dijo que casi siempre, el 15.9% muy pocas veces, el 5.1% siempre y el 5.5% nunca. Los cinco temas que comparten con mayor frecuencia los usuarios en sus perfiles son aspectos políticos (10.8%), ciencia (9.5%), cultura (8.3%), seguridad (5.9%) y educación (5.9%). En la gráfica 4 se pueden observar las principales fuentes de información que los usuarios consultan en Facebook. 




			Gráfica 4. Fuentes de información consultadas en Facebook
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			Fuente: elaboración propia con base en los resultados de la encuesta realizada a través de SurveyMonkey.

			A los participantes se les pidió que valoraran del 0, que es nada, al 5, que es mucho, el grado de credibilidad que tienen las fuentes informativas que difunden noticias en Facebook. En un nivel medio de credibilidad, con más de 2 puntos, se ubicaron los enlaces a páginas de periódicos (2.79), los sitios de estaciones de radio (2.48), los portales de televisoras (2.16), y las publicaciones de amigos más cercanos (2.11). Con menos de 2 puntos fueron seleccionadas las fan pages informativas (1.90), la publicidad pagada en la red social (1.57), las páginas de los influencers (1.46) y las fan pages de actores políticos (1.27). Por lo que respecta a la credibilidad de las noticias que se esparcen en Facebook, el 50.6% respondió que la información difundida tiene algo de credibilidad, el 31.2% afirmó que se trata de hechos poco creíbles, el 11.7% dijo creer en la información, el 5.3% la considera nada creíble y el 1.0% muy creíble (gráfica 5).




			Gráfica 5. Credibilidad de las noticias en Facebook
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			Fuente: elaboración propia con base en los resultados de la encuesta realizada a través de SurveyMonkey.




			El 31.7% de los encuestados afirmó que la información que consume en Facebook algunas veces la verifica en otros medios de comunicación, el 23.8% casi siempre lo hace, el 19.3% muy pocas veces, el 14% siempre y el 11% nunca. De acuerdo con los participantes, los temas donde menos se publican verdades son los relacionados con asuntos políticos. Siete de cada diez encuestados dijo haberse dado cuenta que alguno de sus amigos compartió noticias falsas en Facebook, el 9.7% aseguró no haberse dado cuenta y el 20% aseguró no saber. El 45% de los encuestados fue capaz de identificar a alguna de las fan pages que difunden información no comprobada en Zacatecas. Las páginas más conocidas fueron Zacanetas con el 15.6%, ZacaLeaks con 8.9%, Primera Plana Zacatecas con 8.5%, y El Digital con 7.4%. Para el 34.6% de las personas, la difusión de noticias falsas en Facebook ocasionalmente repercute en la vida diaria, el 22.3% consideró que raramente tiene efectos, el 18.7% dijo que nunca, el 14.6% frecuentemente y el 9.5% muy frecuentemente. Para la gran mayoría (86.3%), las noticias falsas que se difunden en Facebook deberían de ser reguladas. 

			IV. Las fake news de Facebook

			En este segmento se presenta una discusión a partir de la libertad informativa y del marco de la posverdad, con el objetivo de interpretar los hallazgos obtenidos del estudio empírico. Queda claro que los espacios donde se lleva a cabo la práctica comunicativa humana son espacios de politización. Tanto la televisión, el periódico o Facebook son arenas de escenificación política. 

			El estudio en Zacatecas visibilizó el tipo de información no confirmada y las características de los usuarios de Internet. De las 347 publicaciones recolectadas, el 80% se refirió a temas políticos. Al ser publicaciones ambiguas y cuyo contenido no se puede verificar, sus características encajan con las propiedades de las fake news. Las páginas analizadas adolecen de transparencia, pues aparecen como medios de difusión tradicionales, no tienen datos que permitan identificar a sus creadores y circulan como publicidad pagada. A pesar de la falta de transparencia, las páginas tienen más de 73 mil seguidores, y sus contenidos gozan de cierta popularidad. Tres fan pages fueron las más activas en cuanto a producción de mensajes y número de seguidores: Zacanetas, Pura Verdad y El Digital. Por lo general, los contenidos incluyeron imagen y texto. En pocas ocasiones se difundieron sólo textos o videos. Las publicaciones siempre fueron explicadas a través del texto y reforzadas por la imagen. Debido a que impera la información negativa sobre la positiva, la reacción más frecuente por parte de los seguidores fue “me enoja”. Los datos encontrados permiten afirmar que las nueve páginas revisadas tienen la función central en el ciberespacio de promover o atacar a algún actor político mediante información no verificada. Este objetivo va en contra del derecho que tienen las personas en las democracias modernas a recibir información veraz. 

			En Zacatecas, la mayoría de los usuarios de Facebook son personas jóvenes y con educación. Utilizan Internet inalámbrico y aparatos móviles para desplazarse. Cuatro de cada diez encuestados dijeron ser personas muy informadas. Más de la mitad acostumbran informarse en las redes sociodigitales, y sólo 3 de cada 10 tienen el hábito de leer todo el contenido de las noticias en línea. Las fuentes institucionales se complementan en la red con amigos y conocidos (20%). Esta práctica tiene una explicación ética, pues más del 50% dijo confiar en Internet —por encima de otros medios—, y el 50.6% consideró que las noticias que se propagan en Facebook tienen algo de credibilidad. Los cibernautas no confían en la información que se difunde en las páginas de los políticos: el 45% de los usuarios de Facebook aseguró que la política es el sector donde menos verdades se difunden. El 40% de los usuarios dijo publicar ocasionalmente información en sus perfiles, sobre todo texto acompañado con imagen. La política es uno de los cinco temas que más compartieron los usuarios. A pesar de la perspectiva negativa que tienen las personas sobre la política, fue uno de los temas más consumidos por los cibernautas. 

			La percepción de personas muy informadas contrasta con otro hallazgo: la función principal de Facebook fue entretener y propagar chismes. En esta red del rumor, los embustes pueden llegar a tener repercusión en la vida diaria de las personas (34.6%), y los usuarios fueron conscientes de ello, pues el 70% reconoció que amigos o conocidos han publicado noticias falsas. En Zacatecas, los usuarios de Facebook repudiaron la política y las mentiras, reconocieron la superficialidad de la red, y gozaron de libertad de información para elegir sus propios medios de producción y consumo, pero contrariamente, sus prácticas se desarrollan en los espacios politizados que habían condenado.

			V. Conclusión

			El presente texto tuvo como finalidad acercarse al fenómeno de la información no comprobada que se difunde a través de Facebook en el estado de Zacatecas. La investigación permitió visibilizar la profusión que existe en estos nuevos espacios públicos en donde los usuarios están expuestos a una gran cantidad de información proveniente de fuentes poco confiables. En Zacatecas, las redes amplifican los derechos de información y el ejercicio de la libertad de expresión. Facebook e Internet son las principales fuentes de información para una gran cantidad de cibernautas. Los usuarios consideran que Internet es un sitio más libre para manifestar públicamente sus opiniones; sin embargo, esta libertad afecta el derecho que tiene la sociedad a informarse. Los administradores de las fan page analizadas aprovechan el anonimato para distribuir rumores, chismes y hechos ficticios para denostar y dañar la reputación de personas que gozan de cierta fama. Estas fan pages desinforman a los internautas, principalmente sobre asuntos políticos. 

			En las páginas estudiadas de Zacatecas, los hechos políticos se tergiversan, se presentan acusaciones sin evidencia, declaraciones ambiguas y sucesos sin contexto. Esta práctica pone en evidencia una lucha política entre actores a favor o en contra de personajes públicos: gobernantes, diputados, partidos, instituciones, periodistas, líderes sindicales, etcétera. Como consecuencia, la administración de las páginas analizadas obedece a intereses políticos. Los usuarios participan en la construcción de la posverdad al ser cómplices de la manipulación informativa: dan “me gusta”, activan alguna reacción, comparten las publicaciones o las comentan. 

			En la comunicación que se desarrolla en Facebook, la posibilidad de opinar remplazó la comprobación de los hechos. Es común encontrar en las redes sociodigitales de Zacatecas historias no corroboradas que son compartidas antes de ser debatidas. Mediante Internet, la libertad de expresión se desborda para invadir esferas no públicas, como la vida privada de políticos, el nivel económico de académicos, la ideología de periodistas, etcétera. 

			Las fan pages en Zacatecas motivan a las personas a participar a través de las emociones, pues los juicios a bote pronto y con base en supuestos sobre lo público, sustituyen el diálogo y la razón. Las libertades para opinar sobre los asuntos que promueven las publicaciones apócrifas están socavando la propia red, debido a que los usuarios cada vez confían menos en los hechos que circulan en las redes, y mantienen un mayor nivel de confianza en las instituciones mediáticas tradicionales. Ante este panorama, es necesario regular las fake news en los espacios públicos en red sin afectar las libertades informativas. Las instituciones públicas en Zacatecas y las empresas que abastecen la red deberán de encontrar formas de control para detener este fenómeno que altera la participación social en lo político y convierte el espacio público en un lugar de supuestos. Es recomendable que los medios de comunicación tradicionales cuenten con códigos de ética para verificar la información antes de publicarla, y reconocer públicamente cuando hayan difundido noticias falsas. Las instituciones de educación podrían llevar a cabo una campaña de alfabetización para enseñar a los cibernautas a identificar la información no comprobada, sobre todo porque la mayoría de los usuarios de Facebook en Zacatecas son personas jóvenes, profesionistas o estudiantes. Los controles tecnológico, político y ético serán un nuevo escenario sobre el cual deberá discutirse el papel que juegan los contenidos ficticios como formas simbólicas que contaminan el proceso social de percepción y apropiación de las realidades mediáticas en Zacatecas.
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			RESUMEN. La prueba de daño en materia de acceso a la información es una herramienta interpretativa para reducir la discrecionalidad en las clasificaciones de reserva de la información. En México, el marco regulatorio toma como referencia el principio de proporcionalidad para la aplicación de la prueba; sin embargo, es necesario aclarar los motivos y estándares de dicha aplicación para comprender la metodología a través de la cual deben llevarse a cabo las argumentaciones que den fundamento a una reserva de información, ya que sin ella el ejercicio seguirá siendo discrecional por parte de los sujetos obligados.
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			ABSTRACT. The harm test in access to information law is an interpretive tool to reduce discretional decisions in the classification of information. In Mexico, the regulatory framework takes as a reference the principle of proportionality for the application of the test; however, it is necessary to clarify the reasons and standards of the said to understand the methodology through which the argumentation to ground the closure of information must be carried out. Without this method, the exercise of testing harm will remain discretionary on the side of the government agencies.
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			I. Introducción

			El propósito de este artículo es dilucidar el objeto, alcance y metodología de la prueba de daño a la luz del principio de proporcionalidad en los estándares reconocidos en la normativa mexicana. Por lo tanto, para tener mayor certeza de su naturaleza, es preciso revisar la teoría principalista de los derechos fundamentales como marco teórico que explique el porqué de herramientas interpretativas como la prueba de daño, y abordar específicamente la teoría de Robert Alexy, quien propone una metodología para superar los conflictos de principios. 

			Posteriormente, se profundizará en el análisis del principio de proporcionalidad para conocer la función, el propósito y las etapas que implica realizar este examen en la colisión de principios. Lo anterior ayudará a demostrar que el nuevo esquema que se integró en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública1 (LGTAIP) y en los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de Información, emitidos por el Sistema Nacional de Transparencia,2 toma como base los elementos que aporta el principio de proporcionalidad de Robert Alexy, con la intención de tener mayor certeza en el ejercicio de ponderación de derechos o principios que estén en juego en el derecho de acceso a la información.

			Por tanto, la tercera parte de este trabajo se dedica a clarificar el nuevo estándar y a proponer una metodología para su aplicación, si no correcta, al menos más cercana a las pretensiones teóricas y normativas. La intención de este ejercicio es aportar un insumo para superar el viejo ejercicio de la prueba de daño, cuya mayor deficiencia es la vaguedad y la discrecionalidad.

			II. El acceso a la información y la colisión de principios

			El derecho de acceso a la información pública es el derecho fundamental de las personas a conocer la información y documentos en manos de las entidades públicas, y a ser informados oportuna y verazmente por éstas, dotando así a las personas del conocimiento necesario para el ejercicio de otros derechos (Luna Pla, 2003: 74 y 75). 

			El derecho de acceso a la información en México se encuentra reconocido por el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el artículo 13 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH); el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), e instrumentado por la LGTAIP. Los principios rectores que constituyen este derecho son los de máxima publicidad, gratuidad, facilidad de acceso y no discriminación. 

			Para el objeto de este trabajo, es necesario resaltar el principio de máxima publicidad. Dicho principio se encuentra reconocido en el artículo 6o. constitucional, así como en el párrafo segundo del artículo 7o. de la LGTAIP. En ambas disposiciones normativas se ordena que en la aplicación e interpretación del derecho de acceso a la información deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme al parámetro de convencionalidad que el Estado mexicano ha adoptado.

			En el Informe del Relator Especial para la Libertad de Expresión de la Organización de las Naciones Unidas (2000: párrafos 42-44), se asienta que

			...el derecho a acceder a la información que está en manos de autoridades públicas es un derecho humano fundamental que debe darse vigencia a nivel nacional mediante legislación integral (por ejemplo, leyes sobre la libertad de información) en base al principio de transparencia máxima, estableciendo la suposición de que toda información está accesible, con sujeción apenas a un sistema escueto de excepciones.

			Según este principio, toda la información que repose o deba reposar en las instancias estatales es pública y accesible, y sólo de manera excepcional se pueden establecer reservas que se ajusten a los estándares internacionales. Es decir, de acuerdo con el principio de máxima publicidad, la apertura es la regla, y el secreto es la excepción (Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, párrafos 86 y 92). Todas las excepciones de acceso, a la luz de dicho principio, deben interpretarse de manera restrictiva, de modo que se garantice en la medida de lo posible el acceso a la información.

			Ahora bien, sobre las limitaciones del derecho de acceso a la información, la Relatoría de la CIDH (2000) ha planteado que el límite al ejercicio del derecho de acceso a la información encuentra restricciones permisibles por motivos de orden público, de seguridad nacional, de secreto fiscal o bancario, y/o de protección a la honra o a la privacidad de las personas. Sin embargo, advierte que el alcance de dichas restricciones no debe enmarcarse dentro del ámbito de discreción de los Estados, sino que éstas deben estar expresamente establecidas por la ley, destinadas a proteger un objetivo legítimo y ser necesarias para una sociedad democrática. Ante estas restricciones, de conformidad con la Relatoría, siempre se debe aplicar el criterio de proporcionalidad en el balance de los derechos afectados, y el acceso a la información de interés público debe regirse bajo el principio de presunción de publicidad, aplicando las mínimas restricciones y sólo en casos excepcionales. Sobre este referente, es necesario advertir dos temas. El primero, de conformidad con el estándar internacional, es que las restricciones sólo son legítimas si se demuestra que se realizó un balance en la proporcionalidad de los derechos afectados. El segundo, que en dicho balance siempre debe permear el principio de presunción de publicidad.

			Ahora bien, la funcionalidad y racionalización de estos estándares tienen como fundamento teórico la diferencia entre principios y reglas, especialmente en la solución de conflicto entre ellos. Esta diferencia la profundiza Robert Alexy, quien toma como base aquella que realiza Ronald Dworkin sobre reglas y principios para poderlos identificar dentro de un sistema jurídico. Para Alexy, la distinción entre reglas y principios constituye la base de la fundamentación iusfundamental, y es la clave para la solución de problemas centrales de la dogmática de los derechos elementales, pues sin ella no podría existir una teoría adecuada de los límites, una teoría satisfactoria de la colisión, y tampoco una teoría suficiente acerca del papel que juegan los derechos fundamentales en el sistema jurídico (Cianciardo, 2003: 894).

			De acuerdo con Alexy, es necesario entender a los principios como mandatos a optimizar, es decir, como normas que ordenan algo que debe ser realizado en la mayor medida de lo posible dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes. De esta manera, no es que los principios se cumplan o no, sino que deben cumplirse en diferente grado y atendiendo a las posibilidades de cumplimiento reales y jurídicas, mientras que las reglas son normas que sólo pueden ser cumplidas categóricamente, ya que contienen determinaciones en el ámbito de lo fáctica y jurídicamente posible (Alexy, 1993: 86). Este razonamiento echaría por tierra la pretensión de Dworkin de encontrar una “única respuesta correcta”, pues sería contradictorio con la naturaleza de los principios.3 

			Alexy resalta la naturaleza de los principios obtenida desde el argumento que usa Dworkin para diferenciar las reglas de los principios. En los conflictos de reglas, la solución reside en introducir cláusulas de excepción que declaren la no vigencia de una de las reglas, o que una prevalezca sobre la otra de manera absoluta. En el caso de las colisiones de principios, la solución es diferente. Cuando dos principios colisionan, uno de los dos debe ceder ante el otro, sin que por ello pierda vigencia definitiva, de manera casuística y atendiendo a las características del caso (Nava, 2015: 131).

			La colisión de principios consiste en que dos normas, tomadas en sí mismas, concluyen a resultados recíprocamente contradictorios. Ninguna es inválida, ninguna tiene una precedencia absoluta. Lo que tenga validez dependerá de qué decisión deba adoptar a la luz de las circunstancias del caso concreto (Nava, 2015: 178). Por tanto, los conflictos de reglas tienen lugar en la dimensión de la vigencia, mientras que las colisiones de principios tienen lugar más allá de la dimensión de la vigencia, en la dimensión del peso (Nava, 2015: 131). De esta manera es que Alexy llega a la certeza de que es el principio de ponderación o proporcionalidad el que ayuda a resolver adecuadamente los conflictos de principios, pues responde al tratamiento que deben tener como mandatos a optimizar de acuerdo con las posibilidades normativas y fácticas (Nava, 2015: 176).

			Cuando existe un dilema de conflicto de principios, es necesario partir del hecho de que ambas opciones poseen argumentos de peso para poderse inclinar en favor de cualquiera; es decir, si se enfrenta ante un dilema de apertura o reserva, cada caso presentará razones válidas para elegir cualquier opción. Lo importante es elegir la opción más racionalmente posible, demostrando que dicha opción interfiere lo menos posible con ambos principios y que las premisas empíricas y normativas fortalecen la fiabilidad de esa opción, además de que es la opción más adecuada que la otra. Esta racionalidad que busca Alexy mediante la propuesta del principio de proporcionalidad es lo que lo aleja de otras concepciones del derecho. 

			La legitimidad de la solución del conflicto de principios mediante la proporcionalidad depende de la racionalidad de ésta, y la racionalidad se sustenta en la estructura que se establezca para el examen de ponderación, es decir:

			Estructura = racionalidad = legitimidad




			En ese entendido, el objetivo del siguiente apartado se centra en analizar la estructura del principio de proporcionalidad y en realizar un comparativo con el nuevo esquema de la prueba de daño que, en materia de acceso a la información, se estableció en la LGAIP, para comprobar que este esquema busca que las soluciones que se adopten cuenten con la racionalidad que el principio de proporcionalidad aporta.

			III. El principio de proporcionalidad

			El principio de proporcionalidad ha sido la herramienta de interpretación que ha recibido el mayor de los reconocimientos a nivel internacional, tanto en el ámbito práctico, a través de su implementación en los órganos decisores, especialmente en cortes supremas, como en el ámbito teórico, que ha marcado la pauta en la elaboración de la filosofía del derecho actual (Rainerd, 2012: 71).

			Aunque Robert Alexy apoyó su concepción de filosofía del derecho mediante el principio de proporcionalidad, por ser un mecanismo que permitía institucionalizar la razón en la argumentación judicial, dicho principio nació en los tribunales constitucionales de Alemania, y posteriormente fue desarrollado en la academia a través de los análisis y las críticas que se hacían de las resoluciones de aquéllos. La estructura de la proporcionalidad fue desarrollada a través de las sentencias que se encargaban de revisar qué normas y qué actos eran constitucionales desde el punto de vista sustantivo. Su impacto fue tal que prácticamente todo sistema constitucional ha adoptado los principios fundamentales del principio de proporcionalidad (Díez, 2012).

			Anteriormente se mencionó que la estructura de la proporcionalidad es fundamental para poder tener decisiones racionales y, por lo tanto, decisiones legítimas que no aspiran a ser la única respuesta correcta, pero sí que esté justificada y pueda sostenerse bajo los esquemas democráticos de una Constitución.

			Dicho principio consiste, a su vez, en tres subprincipios, a través de los cuales se realiza un examen de ponderación: el principio de idoneidad, el de necesidad y el de proporcionalidad en sentido estricto.

			El principio de idoneidad se refiere a que la intervención en los principios debe ser adecuada a un fin legítimo constitucional. Por tanto, las exigencias a la hora de la valoración son conocer si: 1) la intervención tiene un fin constitucionalmente válido, y si 2) la intervención es idónea para favorecer a la obtención de un fin (Nava, 2015: 180). Por ejemplo, las restricciones a un derecho fundamental sólo pueden darse si resultan indispensables para el cumplimiento de una finalidad legítima (Rainer, 2012: 74). 

			Sobre el primer requisito, es muy importante que ese fin pueda tener fundamento en la propia Constitución o en el bloque de constitucionalidad; es decir, sería legítimo si el fin se fundamenta en el estándar internacional de los derechos humanos o en la propia jurisprudencia constitucional. Por otro lado, un fin es constitucional no sólo porque encuentra su fundamento en el texto constitucional, sino porque está vinculado con los fines sociales o con intereses que a la sociedad le interesa salvaguardar para que la actuación de la autoridad no sea arbitraria. La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) identifica este primer requisito en los derechos fundamentales, los bienes colectivos y los bienes jurídicos garantizados como principios constitucionales como fines que legítimamente fundamenten la intervención del legislador en el ejercicio de otros derechos (SCJN, Tesis 1a. CCLXV/2016).

			Sobre el segundo requisito, es necesario que la medida de intervención al derecho fundamental sea la adecuada para arribar al fin constitucionalmente legítimo. Al respecto, la SCJN considera que presupone la existencia de una relación entre la intervención al derecho y el fin que persigue dicha afectación, siendo suficiente que la medida contribuya, en algún modo y en algún grado, a lograr el propósito que busca el legislador (SCJN, Tesis 1a. CCLXVIII/2016).

			El segundo principio es el de necesidad o mandato del medio más benigno. Este refiere a que toda intervención debe ser la más benigna con el derecho fundamental intervenido para alcanzar el objetivo, y no debe existir otra que pueda optimizar el principio. Entonces, el medio más benigno debe cumplir por lo menos con 1) que ningún participante resulte peor que antes, y 2) que al menos uno de los participantes experimente una mejora (Nava, 2015: 181). Si existen medidas de intervención o afectación menos gravosa y se elige aquella que resulta más gravosa para los principios en conflicto, la intervención no es correcta (Cárdenas, 2014: 74).

			Sobre este segundo subprincipio, la SCJN ha sostenido que el examen de necesidad implica corroborar, en primer lugar, si existen otros medios igualmente idóneos para lograr los fines que se persiguen y, en segundo lugar, determinar si estas alternativas intervienen, con menor intensidad, en el derecho fundamental afectado. Lo anterior supone hacer un catálogo de medidas alternativas y determinar el grado de idoneidad de éstas, es decir, evaluar su nivel de eficacia, rapidez, probabilidad o afectación material de su objeto (SCJN, Tesis 1a. CCLXX/2016).

			Los dos primeros subprincipios, el de idoneidad y el de necesidad, se refieren a la optimización en relación con las condiciones fácticas, y a las circunstancias de cada caso en concreto. Esta primera etapa del principio de proporcionalidad tiene como objetivo evitar costos evitables. Costos que, no obstante, en muchos casos es inevitable en la colisión de principios, por lo que se hace necesaria una revisión a través del tercer principio: el de proporcionalidad en sentido estricto.

			En este tercer principio, debe revisarse si la importancia de la intervención en el derecho fundamental está justificada por la importancia de la realización del fin perseguido por la norma o el acto. No basta que una medida sea adecuada técnicamente y resulte la menos lesiva (ver los dos subprincipios anteriores) para justificarla, la exigencia de justificabilidad exige al más. Éste consiste en que los argumentos ofrecidos a favor de la intervención en un principio deben ser considerados de cara a los argumentos que hablan en contra de ésta (Covarrubias, 2012: 499-541). De acuerdo con la SCJN, en esta fase del escrutinio es preciso realizar una ponderación entre los beneficios que cabe esperar de una limitación desde la perspectiva de los fines que se persiguen, frente a los costos que necesariamente se producirán desde la perspectiva de los derechos fundamentales afectados (SCJN, Tesis 1a. CCLXXII/2016).

			Asimismo, este tercer subprincipio presenta una estructura compuesta por dos leyes de ponderación: 1) la ley material, o mejor conocida como la fórmula refinada del peso, y 2) la ley epistémica o las cargas de la argumentación, que se usan generalmente en caso de empate de la primera ley, y complementa la fórmula refinada del peso.

			Sobre la ley material, es necesario advertir que la misma está compuesta por dos pasos a seguir. En el primer paso debe definirse el grado de la no satisfacción o de afectación de uno de los principios. El resultado deviene de hacer un balance entre el grado de afectación del primer principio (P1) sobre el segundo, y sobre el grado de afectación del segundo principio (P2), en el caso de la no realización del primer principio (P2). A este paso se le conoce como intensidad de interferencia, y se expresará con la letra “I”; así, se tiene que para medir el grado de interferencia de P1 sobre P2, se debe obtener el cociente entre I1 e I2 (Nava, 2015: 182-186).

			En el segundo paso de la ley material debe definirse la importancia de la satisfacción del principio que se opone al otro. A este paso se le conoce como el de peso abstracto. Éste consiste en asignarle un valor determinado a los principios en juego para saber, en abstracto, qué principio tiene mayores consideraciones normativamente. Por tanto, en la fórmula se expresará con la letra “P”, para identificar el peso del primer principio (P1) sobre el segundo principio (P2). Muchas veces este ejercicio queda neutralizado porque a los principios en juego se les asigna el mismo valor; sin embargo, puede resultar ilustrador al momento de realizar la fórmula (Nava, 2015: 182-186).

			Sobre los dos primeros pasos de la ley material, los valores que se usan para poder obtener un resultado del ejercicio de ponderación son los de la secuencia geométrica 20, 21 y 22; esto es, 1, 2 y 4. Finalmente, en caso de ser necesario se aplica un tercer paso a la fórmula refinada del peso, conocida como ley epistémica. En éste debe definirse si la importancia de la satisfacción del principio contrario justifica la restricción o la no satisfacción del otro. Se refieren a la fiabilidad de los supuestos empíricos y normativos, primero con respecto a la cuestión de cuán intensa es la interferencia con P1, y cuán intensa sería la interferencia con P2, y si la interferencia con P1 fuera omitida. Esta fiabilidad puede identificarse con R1nf y R2nf.

			La fiabilidad es un factor que no se refiere a las cosas, en este caso a la intensidad de interferencia y los pesos abstractos; es decir, no es un factor óntico. Es, mejor dicho, un factor referido al conocimiento de las cosas del caso en concreto. Esto quiere decir que es un factor epistémico.

			Por todo lo anterior, el subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto se materializa a través de la siguiente fórmula:
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Así, el peso del principio prevaleciente (P1,2) resulta del cociente entre el producto de: 1) la afectación del principio P1 en concreto; 2) su peso abstracto, y 3) la seguridad de las premisas empíricas y normativas relativas a su afectación; y, el producto de 1) la afectación del principio en concreto; 2) su peso abstracto, y 3) la seguridad de las premisas empíricas y normativas relativas a su afectación. 

			Ahora bien, existen casos en los cuales la certeza empírica y normativa tanto de P1 como de P2 son iguales, por lo que es posible reducir ambos y no incluirlos en la ponderación. Asimismo, es posible reducir el peso abstracto de los principios en caso de que se valoren con igual valor abstracto. Por lo tanto, la misma fórmula puede reducirse o ampliarse dependiendo de la complejidad de cada caso concreto, pero si las categorías anteriores se neutralizan, entonces la fórmula del peso puede sintetizarse del siguiente modo (Nava, 2015: 182-186):
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En la valoración que se da en el tercer paso es diferente. Aquí los valores asignados a las escalas de esta variable pueden representarse mediante la secuencia geométrica 20, 2-1 y 2-2; esto es, 1, ½ y ¼.

			Para muchos teóricos, realizar este tipo de exámenes puede entorpecer las valoraciones judiciales y volverlas mecánicas. Contrario a eso, el cálculo ayuda a racionalizar la estructura de la ponderación, pero la ponderación reside en la valoración que realiza el tribunal o cuerpo colegiado. No se busca un modelo algorítmico que suprima la discrecionalidad jurisdiccional para alcanzar una respuesta única y correcta, sino para evitar un margen que dé pie al subjetivismo y discrecionismo.

			La aplicación del principio de proporcionalidad mediante la prueba de daño es complicada, ya que en cada etapa del mismo se debe dotar de argumentaciones bastante complejas que satisfagan y comprueben el resultado de cada una de ellas. Asimismo, el cálculo sirve para racionalizar la ponderación que se realice al interior de los órganos colegiados respectivos, dotando los argumentos a favor y en contra. Lo anterior no indica que dichas operaciones deban publicarse en la resolución, pero sirven como guía, no sólo para tomar una decisión, sino para construir los argumentos finales en razón de la intensidad de la intervención del peso abstracto de cada principio, y de las razones empíricas o normativas que intervienen en los casos en concreto.

			IV. La prueba de daño: crítica y propuesta metodológica

			La necesidad de retomar y profundizar sobre el tema de la prueba de daño surge en la firme convicción de que los parámetros desde los cuales se reconoce actualmente la prueba de daño en la legislación mexicana la convierten en un mecanismo que trae consigo nuevos horizontes, no sólo para el ejercicio del derecho de acceso a la información de las personas, sino para el fortalecimiento democrático de las instituciones, al ser un medio a través del cual se puedan reflejar los intereses de la sociedad. No obstante, es necesario hacer una revisión de la evolución normativa y dogmática de la prueba, en razón de que ayuda a entender la importancia y los retos actuales para la misma.

			En 2003, ante la aprobación de la Ley Federal de Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFAIPG) y los Lineamientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Información de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, se estableció como parámetro que al clasificar información con fundamento en algunas de las causales de reserva que marcaba la ley resultaba necesario considerar “la existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados por dicho precepto” (Lineamientos, artículo 8o.). De este modo, la prueba de daño aplicable contenía dos elementos. El primero era la existencia de “elementos objetivos” que permitieran determinar el daño. El segundo, que éstos debía cumplir tres condiciones: la de ser “presente”, “probable” y “específico” (López y Posadas, 2007: 13).

			Sin embargo, de un análisis sustantivo sobre ese modelo se puede advertir que el examen no contenía una racionalidad suficiente que permitiera demostrar fehacientemente que la decisión que se tomaba fuera la más apropiada. La prueba de daño, a través de esos criterios, se hacía como una suerte de check list para expresar argumentos en favor de un daño presente, probable y específico. Lo anterior se da debido a que los sujetos obligados y órganos garantes han tenido una enorme dificultad en precisar el contenido específico de los criterios “presente”, “probable” y “específico”, al tratarse de términos vagos.

			Como se señaló en el apartado correspondiente del principio de proporcionalidad, cuando dos principios o más se encuentran en conflicto, es posible que las opciones de solución posean argumentos de peso para inclinarse en favor de cualquiera; es decir, cada posible respuesta presentará razones válidas para ser elegida. Lo importante es elegir la opción más racionalmente posible, demostrando que dicha opción interfiere lo menos posible con los principios en conflicto, y que las premisas empíricas y normativas fortalecen la fiabilidad de esa opción, además de que es la opción más adecuada que la otra (Nava, 2015: 178).

			En la prueba de daño que se estableció con el estándar anterior, bastaría con que se argumentara en favor del “daño”, sin demostrar el balance con “el beneficio”, para señalar que en realidad debía prevalecer el primero. Es preciso mencionar que este tipo de examen carecía de razonabilidad y, por tanto, de legitimidad. Ergo, se podía convertir en un ejercicio inconstitucional al no respetar la naturaleza y el tratamiento de los principios consagrados en el texto fundamental.

			Sin embargo, tal parece que el nuevo estándar que se estableció en la LGTAIP intenta resolver las falencias al establecer parámetros de racionalidad que permiten a los órganos colegiados, encargados de realizar la prueba de daño, contar con mayores elementos para legitimar su decisión y, a su vez, acotar el ámbito de discrecionalidad.

			Actualmente, para reservar la información no basta con que un documento verse, por ejemplo, sobre seguridad nacional para que pueda ser automáticamente reservado. Las razones para poder reservar la información se regulan en el artículo 113, y suman trece modalidades (LGAIP, artículo 113). La normativa define que la información clasificada como reservada podrá permanecer bajo ese carácter hasta por un periodo de cinco años y, excepcionalmente, los sujetos obligados, con la aprobación de su comité de transparencia, podrán ampliar el periodo de reserva hasta por un plazo de cinco años adicionales, siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que dieron origen a su clasificación mediante la aplicación de una prueba de daño (LGAIP, artículo 101).

			Por su parte, el artículo 103 de la LGAIP mandata que será el comité de transparencia el que deba revisar las clasificaciones de información, no sólo informando sobre la especificidad de la clasificación, sino realizando una prueba de daño.4 Mientras que el artículo 108 de la misma ley ordena que la clasificación de información reservada se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño. Sin embargo, es en el artículo 104 de dicha ley en el que se precisa el principio de la prueba de daño, estableciendo que:

			En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

			El objetivo de la primera fracción es simplemente verificar que existe un riesgo de publicar determinada información para el interés público o la seguridad nacional. No implica, por el contrario, argumentar individualmente un riesgo real, demostrable e identificable, pues se entraría en la dinámica del viejo estándar de usar argumentos repetitivos en categorías de definición vaga. Por lo que el segundo paso de la prueba de daño es que, una vez que se acreditó el riesgo, es necesario ponderarlo con el interés público general de que se difunda esa información, demostrando que el primero supera al segundo. Mientras que la tercera fracción es una guía de cómo realizar dicha ponderación a través del principio de proporcionalidad. Es decir, se debe determinar, en resumen, la idoneidad, necesidad y proporcionalidad de la reserva de la información frente al interés público de divulgarla. Además, se deben explorar las alternativas a través de las cuales se puede conseguir un menor daño a los intereses en pugna, o verificar que el medio que se eligió para reservar la información es el más benigno.

			Con base en lo anterior, se puede advertir que el esquema de la prueba de daño obedece a la estructura del principio de proporcionalidad. Por tanto, su ejercicio, realizado a través de los comités de transparencia y los órganos garantes, debe transformarse y adecuarse a estos nuevos estándares. Si se revisan los ejercicios que actualmente se realizan, se puede advertir que la gran mayoría aún obedecen al viejo esquema.5 Por ello se considera que es necesaria la construcción de una metodología para realizar adecuadamente una prueba de daño en la que se contenga, cuando menos, la especificación de los siguientes elementos:

			
					Los propósitos de la prueba de daño que, resumiéndose, serían racionalizar y legitimar las decisiones de los órganos.

					La importancia de las deliberaciones colegiadas para que el ejercicio no sea unilateral y parcial.

					Los pasos de la prueba de daño, respetando el principio de proporcionalidad de la teoría de principios, que serían:i) Idoneidad:
— ¿Cuál es el fin para reservar la información y su fundamento?
— ¿Con la reserva de la información es posible alcanzar dicho fin?
ii) Necesidad:
— ¿Existen medios alternativos que puedan garantizar el acceso a la información sin poner en riesgo alguna causa de reserva?
iii) Proporcionalidad: 
— ¿Qué tan importante es para el interés público dar a conocer la información solicitada de acuerdo con el contexto del caso?
— ¿Qué tan intenso sería el riesgo a la seguridad nacional (u otras causas) si se divulga la información solicitada?
— ¿La intervención del derecho de acceso a la información está justificada por la importancia del fin que se persigue al reservar la información?
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					La necesidad de demostrar los resultados en las resoluciones. Es decir, aunque no es recomendable que los cálculos se demuestren en las resoluciones —ya que éstas están dirigidas a los ciudadanos—, es importante, al menos, demostrar las argumentaciones que se vertieron en uno u otro sentido y que hicieron llegar a determinada solución. 

					Casos ejemplificativos que demuestren la materialización de dicho estándar. Resultaría clarificador el último punto de la propuesta de metodología para la aplicación de la prueba de daño, en la medida en que se ilustraría el tipo de argumentación que debe realizarse en cada etapa de la misma para demostrar el daño en una colisión de principios.

			

			Esta metodología se debe construir siempre teniendo en cuenta la autonomía deliberativa de cada órgano que decide; es decir, no se debe implementar como un manual en donde se establezcan las respuestas definitivas, pues cada caso en concreto debe responder no sólo a las circunstancias normativas y fácticas, sino también a las institucionales. Sin que lo anterior implique llegar al otro extremo, so pretexto de proteger dicha autonomía institucional, que se termine por no respetar el estándar constitucional en la materia.

			La trascendencia de la metodología radica en que, a través de la misma, la prueba de daño se constituye como una manera de ejercer un control de constitucionalidad en sede administrativa,6 ya que es a través de ella que se protegen principios reconocidos en el parámetro de constitucionalidad, y se dejan de observar normas o actos contrarios a las finalidades de éste (i. e., contrarias al derecho de acceso a la información como un elemento esencial de las sociedades democráticas), aunque tomando como referencia las limitaciones competenciales de los sujetos obligados.

			Esto detonaría una segunda preocupación, relacionada con su aplicación funcional y correcta por parte de los sujetos obligados. La prueba de daño se encarga a las áreas de los sujetos obligados y, en pocas ocasiones, es una tarea que asumen los comités de transparencia que, en suma, son más de mil órganos o áreas que pueden realizar esta verificación. Por esta razón, no debe realizarse cualquier aplicación ni interpretación, ya que en ello se encuentran involucrados intereses de la sociedad mexicana, protegidos por la Constitución, y, a través de las argumentaciones que se hacen o se dejan de hacer, el estándar del derecho fundamental de acceso a la información se ve fortalecido o debilitado.

			Como propuesta de este artículo, el comité de transparencia debe ser el que aplique la prueba de daño, debido a que los nuevos estándares para su aplicación exigen un esfuerzo argumentativo y especializado para poder ponderar principios que colisionan. Esta argumentación no puede dejarse en manos de cada titular del área, quien, entre las múltiples tareas cotidianas que realiza, muchas veces no está familiarizado con argumentar desde el principio de proporcionalidad.

			Si bien existen muchos pendientes en materia de transparencia y acceso a la información, fortalecer el esquema constitucional de las decisiones que emiten los órganos colegiados encargados de revisar las actuaciones de las unidades administrativas de los sujetos obligados, significaría también fortalecer todo el apartado institucional hacia el interior de los sujetos obligados, pero también hacia el exterior en el momento de que sus actuaciones serán revisadas. No obstante, no debe perderse de vista que todo esto debe resultar en beneficio de las personas titulares de los derechos fundamentales de acceso a la información y protección de datos personales. Más aún, el interés general de transparentar cada vez con mayor rigor las actuaciones de las autoridades es para que se contribuya al robustecimiento de una democracia mexicana muy mermada.

			V. Conclusiones

			La prueba de daño en materia de acceso a la información surge como una repuesta a la necesidad de establecer nuevos estándares constitucionales que ayuden a realizar interpretaciones que resulten más adecuadas para poder garantizar y afectar lo menos posible los principios que se contemplan en la norma fundamental, específicamente aquellos que convergen en el derecho de acceso a la información. A través de ella es que se protegen principios reconocidos en el parámetro de constitucionalidad, y se dejan de observar normas o actos contrarios a las finalidades de éste (i. e., contrarias al derecho de acceso a la información como un elemento esencial de las sociedades democráticas), aunque tomando como referencia las limitaciones competenciales de los sujetos obligados.

			Esto detonaría la preocupación relacionada con su aplicación funcional y correcta por parte de los sujetos obligados. La prueba de daño se encarga a las áreas de los sujetos obligados y, en pocas ocasiones, es una tarea que asumen los comités de transparencia que, en suma, son más de mil órganos o áreas que pueden realizar esta verificación. Por lo mismo, no debe realizarse cualquier aplicación ni interpretación, ya que en ello se encuentran involucrados intereses de la sociedad mexicana, protegidos por la Constitución, y, a través de las argumentaciones que se hacen o se dejan de hacer, el estándar del derecho fundamental de acceso a la información se ve fortalecido o debilitado. 

			Es importante que estos sujetos obligados conozcan los parámetros y alcances para poder aplicar adecuadamente dicha prueba a la luz del principio de proporcionalidad, para así reducir la discrecionalidad en las decisiones de los sujetos obligados.
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					2		Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública, y Protección de Datos Personales, por el que se aprueban los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas. Lineamientos vigentes publicados en el Diario Oficial de la Federación el 15 de abril de 2016.

				

				
					3		Dworkin elabora un modelo de principios en el que propone, al igual que en el sistema de reglas del positivismo que cuenta siempre con una respuesta ante los casos que no representan un reto, que los principios permitan tener también una única respuesta correcta en los casos en que las reglas no determinan una única respuesta correcta.

				

				
					4		De su interpretación, pareciera que el artículo 103 mandata al comité de transparencia, quien es el encargado de confirmar, modificar o revocar las reservas de información, la aplicación de la prueba de daño. No obstante, también cabe la posibilidad de que, a través de una interpretación del artículo 100, sean las áreas quienes deban aplicar la información desde el momento de la clasificación de la información. Esta ambigüedad ha quedado reflejada en la práctica. Por ejemplo, tanto la UNAM como el Instituto Nacional Electoral (INE) en su reglamentación interna reconocen que son las unidades administrativas quienes realizan la prueba de daño. El Comité de Transparencia de la UNAM se limita a la revisión de las mismas; el Comité de Transparencia del INE no sólo revisa, sino que, en ocasiones, complementa dicha prueba de daño. En cambio, aunque en la SCJN no esté explícito en su normativa interna, en los casos que se analizan, se pudo observar que es su Comité de Transparencia el que realiza la prueba de daño para revisar la reserva de información realizada por el área.

				

				
					5		Una de las dificultades para materializar los nuevos estándares es que ni la LGAIP ni los Lineamientos establecen cómo realizar la prueba de daño. Simplemente proporcionan criterios que debe cumplir dicho ejercicio y sus resultados, lo que puede postergar un verdadero examen de proporcionalidad en materia de acceso a la información.

Si con el viejo esquema ya era difícil demostrar un daño presente, probable y específico, ahora con la exigencia elevada en el nuevo esquema es mucho más complicado. Es por eso que los sujetos obligados siguen aplicando el viejo estándar, por ser de fácil demostración a través de argumentaciones repetitivas.

				

				
					6		Así lo entendió la Corte IDH a través del Caso Gelman vs. Uruguay (20 de marzo de 2013), en el que estableció que el deber de aplicar el control de convencionalidad ex oficio no se encuentra reservado única y exclusivamente a los órganos jurisdiccionales, sino que se extiende a toda autoridad de representación democrática directa o indirecta, teniendo como límite de actuación el ámbito de sus competencias. Esta consideración es determinante para definir los alcances del control de convencionalidad, pues extrae el deber de mantener la vigencia del orden convencional a los jueces para distribuirlo a toda clase de autoridad.
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			RESUMEN. El texto analiza los problemas que implicó la evaluación de las respuestas de los sujetos obligados a las solicitudes de información, que podían ser clasificadas como reservadas en el estudio Métrica de la transparencia 2014. El objetivo del análisis es dar claridad sobre los elementos y criterios que se deben utilizar para determinar cuándo es apropiado clasificar información como reservada. Para ello, se analizan la regulación y los criterios judiciales para reservar información, y se define la relación de la clasificación de información reservada con la prueba de daño. Posteriormente, se analizan algunas de las respuestas más relevantes de los sujetos obligados en materia de información reservada de Métrica de la transparencia 2014, para determinar los parámetros que definieron una argumentación válida, y así clasificar dicha información y su relación con la prueba de daño. El artículo incorpora un análisis comparativo de la prueba de daño contemplada en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y en la nueva Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Finalmente, se presentan las conclusiones y se intenta dar luz sobre los retos a los que se enfrentan y enfrentarán los sujetos obligados en la aplicación de la prueba de daño.

			PALABRAS CLAVE. Acceso a la información, información reservada, solicitud de información, clasificación de la información, privacidad.

			ABSTRACT. The text analyzes the problems that involved the evaluation of the responses of the obligated subjects to the information requests, which could be classified as reserved in the study Metrics of Transparency 2014. The objective of the analysis is to clarify the elements and criteria that should be used to determine when it is appropriate to classify information as reserved. For this, the regulation and the judicial criteria for reserving information are analyzed, and the relationship between the classification of reserved information and the damage test is defined. Subsequently, some of the most relevant responses of the obliged subjects in the matter of reserved information of Metrics of Transparency 2014 are analyzed to determine the parameters that defined a valid argument, and thus classify said information and its relationship with the damage test. The article incorporates a comparative analysis of the proof of damage contemplated in the Federal Law of Transparency and Access to Public Government Information, and in the new General Law of Transparency and Access to Public Information. Finally, the conclusions are presented and an attempt is made to shed light on the challenges faced by the obligated subjects in the face of the application of the damage test.

			KEY WORDS. Reserved information, information request, classification of information, obligated subjects, damage test, Transparency Metric 2014.

			I. Introducción

			El acceso a la información pública en México es un derecho fundamental. Aunque la regla en la interpretación de este derecho es la de máxima publicidad de la información, como toda regla, tiene excepciones que la confirman. Estas excepciones deben estar claramente definidas, y aplicadas en casos concretos de forma limitada y temporal.

			Cuando se piensa en el concepto de información reservada, se suele asociar con temas relacionados con la seguridad pública o nacional, la investigación de delitos y la conformación de expedientes. También se piensa en las funciones que el Estado ejerce de manera exclusiva de acuerdo con el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) (2017: 34). No obstante, esta información no es la única que puede ser considerada como reservada. Definir que determinada información debe ser reservada y, por lo tanto, actualizar la excepción de publicidad, plantea importantes dificultades. La puesta en peligro o el perjuicio a bienes tutelados por las normas que prevén las causales de reserva de información son términos con cierto grado de subjetividad. ¿Cómo determinar qué, cuándo y cómo revelar determinada información representa un verdadero riesgo o perjuicio? Éstas son algunas de las cuestiones sobre las que se pretende dar luz en este artículo. 

			II. El concepto y alcance del concepto de información
 reservada y su relación con la prueba de daño

			1. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental (LFTAIPG) y normativa en la materia

			La clasificación de información puede darse en dos supuestos, en caso de que la información sea de carácter reservada o confidencial. Tal y como refieren Sergio López-Ayllón y Alejandro Posadas: 

			El acceso a la información pública admite dos grandes tipos de excepciones. El primer grupo responde a los casos en que la divulgación de la información puede causar daño a un interés público jurídicamente protegido, tales como la seguridad pública o la seguridad nacional. El segundo tipo de excepciones se justifica por la necesidad de proteger la vida privada y el patrimonio de las personas (2007: 22). 

			Desde la entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFTAIPG), se prevé qué información puede ser clasificada como reservada o confidencial. Los artículos 13 y 14 de la LFTAIPG proporcionan un listado de causales que permiten clasificar determinada información como reservada. El artículo 13 se refiere a la información cuya difusión pudiera: 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar la conducción de las negociaciones, o bien, de las relaciones internacionales, incluida aquella información que otros Estados u organismos internacionales entreguen con carácter de confidencial al Estado mexicano; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o 5) causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, la impartición de la justicia, la recaudación de las contribuciones, las operaciones de control migratorio, y las estrategias procesales en procesos judiciales o administrativos mientras las resoluciones no causen estado. Por su parte, el artículo 14 es relativo a la información que también puede considerarse reservada: 1) la que por disposición expresa de una ley sea considerada confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental confidencial; 2) los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considerado como tal por una disposición legal; 3) las averiguaciones previas; 4) los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en tanto no hayan causado estado; 5) los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva, o 6) la que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada.

			Al analizar el texto de la exposición de motivos de la LFTAIPG1 junto con el texto de los artículos 13 y 14, el legislador quiso sujetar las causales previstas en el artículo 13 de la LFTAIPG a la prueba de daño. Esto significa que las materias contenidas en las causales del artículo 13 no pueden justificar de forma directa la reserva de la información, sino hasta que se hayan comprometido, menoscabado, dañado, puesto en riesgo, o causado un serio perjuicio a los bienes jurídicos tutelados. A diferencia del artículo 13, el artículo 14 cita de forma directa y sin condicionantes determinadas materias que no están sujetas a la prueba de daño.

			El reglamento de la LFTAIPG no proporciona mayor claridad. Del texto del artículo 27 de este ordenamiento se desprende que se puede extender la aplicación de la prueba de daño a las materias incluidas en el artículo 14, e incluso en el 18 de la LFTAIPG.2 No obstante, los Lineamientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Información de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, emitidos por el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, intentan aclarar la confusión. Éstos refieren, en el artículo octavo, que sólo al clasificar información con fundamento en algunas de las fracciones del artículo 13, resulta necesario considerar la existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la difusión de la información causaría un daño a los intereses jurídicos tutelados por dicho precepto.3 Como se puede advertir en el régimen jurídico mexicano de excepciones al derecho de acceso a la información, no queda claro qué supuestos específicos se encuentran sujetos a la prueba de daño.

			2. Información reservada de acuerdo con el Poder Judicial Federal

			En relación con el carácter meramente excepcional de la clasificación de la información, el Poder Judicial Federal (PJF) ha sustentado que el principio de máxima publicidad de la información implica un manejo de la información bajo la premisa de que toda ella es pública, y sólo por excepción puede clasificarse como reservada (Tesis I.4o.A.40 A/2012).  Asimismo, ha afirmado que las limitantes al derecho a la información deben sustentarse en la protección de la seguridad nacional, y en el respeto a los intereses de la sociedad y a los derechos de los gobernados. Las condicionantes a estos límites deben atender a intereses públicos o de particulares, y encontrar justificación racional de acuerdo con el bien jurídico a proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental y la razón que motive la restricción, la cual debe ser adecuada y necesaria para alcanzar el fin perseguido, de manera que las ventajas con la reserva compensen el sacrificio que ésta implique (Tesis: 2a. XLIII/2008). El PJF también ha sustentado que el derecho a la información puede ser restringido excepcionalmente sólo en la medida necesaria para dar eficacia a otros derechos constitucionales, y siempre y cuando se observen los criterios de razonabilidad y proporcionalidad (Tesis I.4o.A.42 A/2012). 

			En relación con las causales de los artículos 13 y 14 de la LFTAIPG, el PJF ha sostenido que el artículo 13 contiene un catálogo genérico de causales de reserva de información, mientras que el 14 contiene un catálogo específico de supuestos en los cuales la información también se considerará reservada. Asimismo, ha afirmado que este último precepto contiene un enfoque más preciso que descriptivo, por lo que el legislador enunció supuestos que si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, enfatizó a fin de que no se presentaran dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada (Tesis 1a. VIII/2012).

			Las tesis del PJF no establecen un catálogo de materias que puedan considerarse como fundamento para reservar información, sino que establecen el objeto, contexto y límites que pueden dar lugar a la reserva. Respecto a las causales de reserva previstas en los artículos 13 y 14 de la LFTAIPG, las tesis no aclaran qué casos se sujetan a la prueba de daño, pero de la lectura de las tesis se puede concluir que define a las causales del artículo 14 como definitivas para reservar información, y como genéricas, las causales del artículo 13.

			III. Una debida fundamentación y motivación

			Como ya se mencionó, las causales previstas en los artículos 13 y 14 de la LFTAIPG deben actualizarse para reservar información. No existe duda respecto a que las causales previstas en el artículo 14 actualizan directamente la excepción de acceso a la información; no obstante, las causales del artículo 13 plantean algunas dudas para su legítima aplicación. En primer lugar, referente a lo incluido en las materias que se mencionan4 y, en segundo lugar, sobre lo que se entiende por las condicionantes previstas por el legislador.5 

			Ahora bien, si se toma en consideración una de las preguntas que se les hizo a los sujetos obligados —solicitar el número total de personas a cargo de la vigilancia del inmueble en el que se ubica el titular de la dependencia, los turnos y la descripción del armamento a disposición de este personal—, la respuesta podría llegar a ser reservada en algunos supuestos. 

			En primer lugar, la información podría comprometer la seguridad pública, pues su difusión puede poner en peligro la integridad y los derechos de las personas, así como el orden público. A su vez, de acuerdo con los Lineamientos Generales, la información podría hacer peligrar la integridad o los derechos de las personas en diversos supuestos.6 En segundo lugar, la información en poder de los sujetos obligados podría comprometer la seguridad nacional, es decir, poner en riesgo acciones destinadas a proteger la integridad, estabilidad y permanencia del Estado mexicano, la gobernabilidad democrática, la defensa exterior y la seguridad interior de la Federación, orientadas al bienestar general de la sociedad que permitan el cumplimiento de los fines del Estado constitucional. Dentro de los supuestos que pueden poner en peligro la seguridad nacional, es posible que la respuesta de los sujetos obligados se asocie con el rubro que prevé el quebranto de las partes integrantes de la Federación, entendida como poner en riesgo las acciones destinadas a proteger la estabilidad de las instituciones de la Federación cuando la difusión de la información pueda afectar la integridad física de las máximas autoridades de los tres poderes de la unión y de los órganos con autonomía constitucional. Finalmente, dentro de lo previsto en los lineamientos como seguridad nacional, también se encuentra poner en riesgo las acciones destinadas a proteger la seguridad interior de la Federación.7 

			Ahora bien, los sujetos obligados deben fundar y motivar sus actos. En este sentido, la negativa de información bajo el argumento de tener carácter de reservada debe contener como mínimo el precepto jurídico estatuido en ley que prevé que la información recae en alguna de las causales de reserva, así como un razonamiento de por qué esa situación actualiza el supuesto jurídico. Bajo esta premisa, en el estudio llamado Métrica de la transparencia 2014 se evaluaron las respuestas de los sujetos obligados, por lo que se creó la variable específica denominada “calidad de la argumentación”. 

			IV. Los resultados de Métrica de la transparencia 2014

			De los resultados arrojados por Métrica de la transparencia 2014, se advierte que las respuestas en materia de información reservada fueron las que obtuvieron la calificación más baja. El indicador relativo a la calidad de los datos, esto es, la argumentación, fundamentación y motivación de las respuestas, se encuentra en un rango del 0 al 0.57, por lo que ninguna entidad logró una calificación aprobatoria. Particularmente, la evaluación de las respuestas de información reservada tiene un rango de 0.04 a 0.84. 

			Para este artículo, la evaluación de las respuestas se basó en el análisis de su contenido, en el fundamento estatuido en ley para reservar información, así como en el razonamiento que explica por qué la situación actualiza el supuesto jurídico. Para la evaluación se analizaron algunas de las respuestas, incluyendo sujetos obligados cuya naturaleza está directamente relacionada con la seguridad pública, así como aquellos que parecieran no tener mucha relación con esta materia. Las entidades elegidas corresponden a aquellas que obtuvieron algunas de las más bajas y las más altas calificaciones, siendo éstas Querétaro, Guanajuato, Estado de México y la Ciudad de México. Resulta importante destacar que se trata de que, independiente de si la información solicitada se haga pública o no, el sujeto obligado responda con calidad argumentativa, entendiéndose ésta como una adecuada fundamentación y motivación.

			1. Querétaro

			La Secretaría de Seguridad Pública de Querétaro negó cierta información por ser reservada. El fundamento fue el adecuado, pues citó el artículo 15, fracciones VII, VIII y IX, de la Ley de Acceso de Información Gubernamental del Estado de Querétaro (LAIGEQ), que se refiere a información reservada por ministerio de ley en relación con operativos y programas para la vigilancia; operativos para la seguridad y custodia de personas; estado de fuerza de las instituciones de seguridad pública; número, características y estado de elementos de las corporaciones de seguridad; armamento; e información que ponga en riesgo la seguridad de los integrantes de los cuerpos policiacos y de seguridad.

			Sin embargo, el argumento para clasificar la información se reduce a citar el artículo 15, fracción VIII, de la LAIGEQ, y consiste en que, de dar a conocer la información, se pone en riesgo la vida y seguridad tanto de los integrantes de los cuerpos policiacos y de seguridad como de las personas. El sujeto obligado no proporcionó la información a la que se refieren los artículos 19 y 20 de la LAIGEQ, y que prevén que el gobernado tiene derecho a que la autoridad responsable del resguardo de la información reservada le proporcione una ficha técnica con los datos que aprueben los sujetos obligados, y que autoricen la reserva. El argumento para clasificar la información no se considera de calidad, pues no se advierten elementos objetivos para determinar si la difusión de la información causaría un daño presente, probable y específico. Nada se dice respecto a si el riesgo es presente, qué circunstancias acreditan que se está actualmente en una situación de riesgo, ni cuál es el peligro específico que corren los integrantes de dichas instituciones y personas. 

			Este análisis se aplica, de igual forma, a las respuestas otorgadas por la Secretaría de Gobernación y por el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) del estado de Querétaro, pues su respuesta es la misma que la de la Secretaría de Seguridad Pública. Sólo destaca que la fundamentación utilizada no es adecuada para el caso del DIF, pues sus funciones no están relacionadas con acciones policiales, de seguridad, prevención del delito ni procuración de justicia.

			En el caso de Querétaro, la Unidad de Acceso a la Información Pública del Poder Ejecutivo se declara incompetente para responder la solicitud de información, y remite al solicitante a la Comisión Estatal de Información Gubernamental. La Comisión, a su vez, niega la información por ser reservada, en términos del artículo 15, fracciones VI, VII, VIII y X, de la LAIGEQ, que se refiere a la información reservada por ministerio de ley en casos de información relacionada con la seguridad de instalaciones estratégicas; programas para la vigilancia y prevención del delito; estado de fuerza de las instituciones policiacas; de seguridad pública; investigación del delito y procuración de justicia, y operativos que realizan las diversas corporaciones policiales y de seguridad. No obstante, de las funciones de la Unidad de Acceso a la Información no se advierte ninguna que pudiera caer en dichos supuestos.

			El argumento para negar la información se reduce a mencionar que la información relativa a las medidas de seguridad del inmueble es reservada por ministerio de ley. Este argumento no contiene elementos objetivos para determinar si la difusión de la información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados. El sujeto obligado tampoco proporciona la información contenida en los artículos 19 y 20 de la LAIGEQ, en donde se establece que el gobernado tiene derecho a que la autoridad responsable del resguardo de la información reservada, le proporcione una ficha técnica con los datos que aprueben los sujetos obligados y que autoricen la reserva de información. 

			2. Guanajuato

			La Secretaría de Seguridad Pública de Guanajuato negó la información por ser confidencial, en términos del artículo 20, fracción V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado y los Municipios de Guanajuato (LTAIPEMG), que se refiere a información confidencial, y la entiende como aquella que ponga en riesgo la vida, la integridad, el patrimonio, la seguridad o la salud de cualquier persona, o la que afecte directamente el ámbito de la vida privada de las personas. En este sentido, al ser un servidor público el titular de la Secretaría, la clasificación de la información relativa a la vigilancia del inmueble en donde labora podría recaer más en el rubro de información reservada por comprometer la seguridad del titular, del inmueble, o del público en general, en términos de los supuestos comprendidos en el artículo 16 de la LTAIPEMG. 

			El argumento del sujeto obligado para clasificar la información también llama la atención por dos razones. En primer lugar, al manifestar que el revelar el número, turnos y armamento destinado a la vigilancia del inmueble implica dar a conocer elementos sobre la capacidad de respuesta que se tiene ante eventos perpetrados en contra de las instituciones públicas y/o integridad de las personas. Pareciera que la clasificación se establece por ser de carácter reservado y no confidencial. El peligro al que se podría llegar a sujetar al titular o a las instalaciones del inmueble, en
términos de eventos perpetrados en contra de las mismas, se relaciona en mayor medida con temas de seguridad pública que con temas del ámbito de la vida privada, especialmente al tratarse de un servidor público y de una entidad pública. En segundo lugar, porque el argumento omite justificar la existencia de elementos objetivos que permitan determinar si la información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados. Aunado a lo anterior, la respuesta no hace referencia al acuerdo de la Unidad de Acceso, por el que se determina, de forma fundada y motivada, clasificar la información como reservada y el periodo que comprende la reserva, tal y como dispone el artículo 18 de la LTAIPEMG.

			Este análisis aplica a las respuestas otorgadas por la Secretaría de Gobernación y la oficina del Sistema para el Desarrollo Infantil (DIF) del estado de Guanajuato, pues su respuesta es exactamente la misma que la de la Secretaría de Seguridad Pública. 

			La Unidad de Acceso a la Información Pública de Guanajuato entrega parcialmente la información, dando a conocer el número de elementos de seguridad del inmueble, y negando la relativa a los turnos del personal y a la descripción del armamento por corresponder a una empresa de seguridad privada. El fundamento para la entrega parcial es el artículo 38, fracciones II y V, de la LTAIPEMG, en lo que concierne a las atribuciones de la Unidad de Acceso de recibir y despachar las solicitudes, y a realizar trámites para localizar la información. Este fundamento no se considera adecuado, pues el sujeto obligado no se refiere a los artículos 6o., relativo a lo que se entiende por información pública; artículo 9o., fracción XIII, en relación con el principio de máxima publicidad para la entrega de información, o, en su caso, al diverso artículo 7o., que contiene el derecho a la orientación sobre la existencia de la información, todos ellos de la LTAIPEMG.

			El argumento del sujeto obligado para denegar la información relacionada con los turnos del personal de vigilancia y el tipo de armamento con que cuentan, se reduce a afirmar que dicha información corresponde a una empresa de seguridad privada. Este razonamiento no es adecuado, pues no se refiere a la solicitud originalmente formulada a la autoridad pública correspondiente, que cuenta con dicha información o justifica la imposibilidad de contactar a la empresa privada. 

			3. Estado de México

			En el caso del Estado de México, la Secretaría de Seguridad Ciudadana otorgó la información de los turnos del personal de vigilancia, y reservó la información respecto al número de personas y a la descripción del armamento. El fundamento es el artículo 20, fracciones I y IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios (LTAIPEMM), que se refiere a la información que comprometa la seguridad del Estado o la seguridad pública; que ponga en riesgo la vida o seguridad de cualquier persona, o que cause perjuicio a actividades de prevención del delito. 

			La calidad del argumento del sujeto obligado para reservar la información se considera suficiente. La respuesta incluye un análisis sobre la existencia de un daño presente, probable y específico, y contiene anexa el acta del Comité de Información de la Secretaría de Seguridad Ciudadana, en la cual se resuelve reservar por nueve años el número de elementos, procedimientos de actuación, equipamiento y armamento utilizado de las instalaciones de la Secretaría de Seguridad Ciudadana y edificios públicos bajo su resguardo. El Comité argumenta que la delincuencia podría obstaculizar las funciones de seguridad pública implementadas por la dependencia, y dejar en estado de indefensión la seguridad de las personas e instalaciones. También, refiere que se podría lesionar o dañar a las personas que se encuentran en las instalaciones, pues los grupos delincuenciales podrían valerse de la información para identificar al personal responsable de las instalaciones, lo que abre la posibilidad de que ejerzan algún tipo de amenaza. El esfuerzo del sujeto obligado por justificar la reserva es notorio, aunque podría caber la posibilidad de reforzar la argumentación con datos más específicos sobre el peligro ante el que se encuentra el titular de la institución o la propia institución.

			La Secretaría General de Gobierno no otorgó la información al solicitante, al resolver que es incompetente para resolver la solicitud, y remitió al solicitante a la Secretaría de Seguridad Ciudadana. Destaca que el sujeto obligado anexa a su respuesta el acuerdo de incompetencia correspondiente. El DIF del estado otorgó al solicitante la información relativa a los turnos del personal de vigilancia, y reservó la relativa al número de personas y tipo de armamento. El fundamento de la reserva de información se considera parcialmente adecuado, pues el artículo 20, fracciones IV y V, de la LTAIPEMM se refiere a la información que ponga en riesgo la vida; la seguridad o salud de cualquier persona; que cause perjuicio a actividades de prevención del delito o procuración de justicia, y a la información que sea reservada por disposición legal. Es así que el fundamento podría ser correcto hasta en tanto se justifique que la entrega de información pone en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona ubicada en el DIF. Sin embargo, no parece ser el adecuado en cuanto a la información que cause perjuicio a actividades de prevención del delito, procuración de justicia, o que sea reservada por disposición legal, pues en la naturaleza de las funciones del DIF no se advierte alguna relacionada con este tipo de actividades.

			El argumento del DIF para negar la información sobre el número de personas encargadas de la vigilancia del inmueble y el tipo de armamento con que cuentan, se basa en la existencia de un riesgo probable al que se encuentra expuesta la titular de este organismo, como consecuencia directa del ejercicio de sus actividades o funciones públicas. No se explica cuál es el riesgo probable en el que se encuentra la titular del DIF, ni tampoco qué funciones la sujetan al riesgo probable. Por otra parte, la respuesta omite justificar la existencia de elementos objetivos para determinar que la información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados. Finalmente, de acuerdo con el artículo 20 en comento, la información reservada debe tener ese carácter de manera temporal, y su reserva debe realizarse mediante acuerdo fundado y motivado, lo cual tampoco justifica o informa el sujeto obligado. 

			El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México (INFOEM) emitió en su respuesta que cuenta sólo con la información relativa al número de personas y turnos del personal de vigilancia, más no la relativa a la descripción del armamento y, al respecto, refirió al solicitante a la Secretaría de Seguridad Ciudadana. Sin embargo, el Instituto clasifica por un año la información relacionada con el número de personas a cargo de la vigilancia y de sus turnos en términos del artículo 20, fracción IV, de la LTAIPEMM, que se refiere a la información reservada, entendiendo a ésta como información que ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o cause perjuicio a las actividades de prevención del delito, procuración y administración de justicia. El fundamento sería adecuado en tanto se justificara que la información pone en riesgo los bienes tutelados por el artículo, pero no en cuanto cause perjuicio a actividades de prevención del delito o procuración de justicia, dado que de las competencias del instituto no se advierte alguna relacionada con dichas actividades.

			El argumento del INFOEM para reservar la información consistió en que la información solicitada puede poner en riesgo la seguridad del personal que presta sus servicios para el Instituto, el cual cumple fines esenciales para la convivencia social, como es el acceso a la información pública y la protección de datos personales. Este argumento resulta insuficiente para justificar de forma adecuada la reserva, pues omite mencionar la existencia de elementos objetivos para determinar si la información causaría un daño presente, probable y específico a los intereses jurídicos tutelados por el artículo 20, fracción IV, de la LTAIPEMM. Finalmente, de acuerdo con este artículo, la reserva de información debe realizarse mediante un acuerdo fundado y motivado, lo cual tampoco justificó o informó el sujeto obligado.

			4. Ciudad de México

			La Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, actualmente de la Ciudad de México (CdMx), negó la información por tener carácter reservado, y la clasificó por siete años. La información se reservó en términos del artículo 36 de la entonces Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal (LTAIPDF), que se refiere a la información de acceso restringido y a la necesidad de clasificarla mediante resolución fundada y motivada. El artículo 37, fracciones II y XIV, de la LTAIPDF refiere que la información es reservada si su divulgación pone en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones, así como cuando está relacionada con la seguridad de las instalaciones estratégicas.

			El sujeto obligado clasificó la información por siete años. En la respuesta transcribió la resolución emitida por el Comité de Transparencia, el cual argumentó que la información consistente en el número de personas encargadas de la vigilancia, sus turnos y el tipo de armamento que portan, trae aparejada la puesta a disposición de conocimientos técnicos reales y de datos que, de ser manejados inadecuadamente y/o dolosamente, conllevan a la posibilidad de dañar el interés que protege la norma. La resolución del Comité también refiere que, de hacerse pública la información, se facilitaría la capacidad de reacción de la delincuencia organizada, al informársele respecto del tipo de arma idónea para rebasarla, “…obstaculizando con ello el desarrollo inmediato y directo de la manutención del estado mexicano, poniendo en claro riesgo a la seguridad nacional, y en específico a la seguridad del Distrito Federal”. En la respuesta del sujeto obligado se justifica que la información encuadra en las hipótesis de excepción de la ley, dado que su divulgación podría lesionar el interés que protege, y el daño que podría producir es mayor al interés público de conocerla, por lo que fundamenta y motiva la restricción. El argumento del sujeto obligado se considera correcto para reservar la información, pues consiste en un acuerdo del Comité de Transparencia que justifica, bajo los preceptos adecuados, la clasificación de la información, dada la naturaleza de las funciones que tiene a su cargo. La respuesta también contiene las razones por las que la información pudiera generar un daño presente, probable y específico. 

			La Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México niega la información bajo el argumento de que no obra en su poder, y refiere al solicitante a la Oficialía Mayor del Gobierno de la CDMX. El fundamento para referir que la información no obra en la Dirección General de Administración no se considera adecuado, pues los artículos 45, fracción VII, y 47 de la LTAIPDF, se refieren a la orientación que deben recibir los particulares para solicitar información. Sin embargo, omite citar el artículo 50 de la LTAIPDF, relativo a la obligación del Comité de Transparencia de expedir una resolución que confirme la inexistencia del documento. 

			El DIF, del entonces Distrito Federal, clasificó la información de acceso restringido en la modalidad de reservada en términos del artículo 37, fracciones I, II y XII, de la LTAIPDF, como información reservada cuando su divulgación ponga en riesgo la seguridad pública nacional o del Distrito Federal; cuando ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones reservadas, o cuando pueda generar una ventaja personal indebida en perjuicio de un tercero o de los entes públicos. La respuesta hizo alusión a lo resuelto por el Comité de Transparencia, y contiene la justificación de la prueba de daño, al mencionar que la información puede generar acciones emprendidas por grupos delincuenciales que pretendan atentar contra la integridad física de los trabajadores o de los ciudadanos que realicen trámites personales en el edificio del Sistema DIF. También se permitiría a dichos grupos delincuenciales tener una visión clara de la capacidad de la fuerza de los elementos de seguridad y de su armamento, identificando la vulnerabilidad de la seguridad con que cuenta el edificio de la Dirección General del Sistema DIF. La argumentación del sujeto obligado se considera parcialmente correcta, pues si bien se hace un esfuerzo por motivar la reserva con la inclusión de la prueba de daño, no se justifica que la divulgación de la información pueda generar un daño presente, probable y específico al inmueble de la institución.

			El Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la ahora Ciudad de México refirió en su respuesta que la información solicitada se encuentra en el Departamento de Servicios Generales de la Dirección de Administración y Finanzas. No obstante, clasifica la información como reservada, argumentando que podría vulnerar la seguridad de las instalaciones y equipos, así como la de sus trabajadores y de las personas usuarias de los servicios que ofrece este órgano autónomo. Menciona que con la divulgación de la información se podría producir una ventaja personal indebida a favor de un tercero, y que personas interesadas en atentar contra éstas y sus usuarios tengan la posibilidad de contar con un conocimiento preciso de las características de la seguridad con que se cuenta en las instalaciones, las cuales son estratégicas para la labor que desarrolla, pues en ellas se alojan sistemas informáticos y se resguardan archivos físicos y electrónicos que dan cuenta de la actividad institucional que se ha desarrollado a lo largo de una década. El argumento del sujeto obligado se considera insuficiente, ya que no acompaña un acuerdo del Comité de Transparencia en términos del artículo 42 de la LTAIPDF, en donde se precisa que la respuesta a una solicitud de información que se clasifique como reservada debe indicar que el daño que puede producirse con la información es mayor que el interés público de conocerla, además se señalan las partes de los documentos que se reservan y el plazo de reserva. La respuesta tampoco se acompaña de la clasificación de información emitida por el Comité de Transparencia a la que se refiere el artículo 50 de la LTAIPDF. 

			Del análisis de las respuestas de los sujetos obligados, se advierte una enorme divergencia y falta de criterios homologados para clasificar información como reservada. Las respuestas tienen poca o nula motivación. En algunos casos se reemplaza la justificación de la reserva con el texto del artículo correspondiente a las causales de clasificación. Particularmente, se considera que la información sobre los turnos del personal de vigilancia no pone en peligro o causa perjuicio al bien jurídico tutelado, mientras que datos como el número de personas encargadas de la vigilancia y el tipo de armamento que portan, parecen estar relacionados con la vulneración de la seguridad de las instituciones, del personal que en ellas labora y de los usuarios. En muchos casos, las respuestas contienen la reserva de información sin cumplir con los requisitos formales, como lo es el acuerdo del comité de información o del comité de transparencia por el cual se clasifica. También destaca que un solicitante se puede topar con una respuesta por la que se reserva información relativa a la vigilancia del inmueble de un sujeto obligado, independiente de la naturaleza de las funciones de dicho sujeto. 

			V. Una argumentación válida para la reserva de información

			Para explicar por qué los sujetos obligados no dan una respuesta motivada a solicitudes de información, es preciso abordar el objeto y alcance de la prueba de daño. La prueba de daño no está definida en la LFTAIPG, y su existencia se deriva de su exposición de motivos, junto con lo dispuesto en los artículos 13 y 14 del mismo ordenamiento, argumentando que el legislador sujetó las causales previstas en el artículo 13 a la prueba de daño. Las materias contenidas en las causales de este artículo justificarían la reserva de información hasta en tanto se hayan comprometido, menoscabado, dañado, puesto en riesgo, o causado un serio perjuicio a los bienes jurídicos tutelados. Por su parte, los Lineamientos Generales refieren, en el artículo octavo, que sólo al clasificar información con fundamento en algunas de las fracciones del artículo 13 es necesario considerar la existencia de elementos objetivos para determinar si la información causaría un daño presente, probable y específico. Esta situación genera incertidumbre a los solicitantes de información. 

			Ahora bien, esta situación ha encontrado una salida viable con la publicación de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP).8 Los artículos 1039 y 10410 y 10511 de esta ley hacen alusión al concepto de “prueba de daño”. El artículo 103 prevé que en los casos en los que se niegue el acceso a la información por ser clasificada, se deberá aplicar en todo caso una prueba de daño. El artículo 104 dispone que, en la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; que el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y que la limitación se adecúa al principio de proporcionalidad, y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. Por su parte, el artículo 105 establece que los sujetos obligados deben aplicar de manera restrictiva y limitada las excepciones al derecho de acceso a la información y acreditar su procedencia, y que la carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información corresponde a los sujetos obligados.

			Estos tres preceptos dejan atrás el debate sobre la existencia de la prueba de daño. Bajo la LGTAIP, la prueba de daño aplica a toda clasificación de información que restringa el derecho de acceso a la información, y debe ser justificada por parte del sujeto obligado en la respuesta a la solicitud. Esto representa un parteaguas en el alcance del derecho de acceso a la información. No bastará con que el sujeto obligado determine que la información es reservada. El sujeto obligado deberá probar que la divulgación de la información representa un riesgo que se puede dar en la realidad del contexto actual, que puede demostrar su existencia, y que lo puede identificar de forma particular. 

			VI. Conclusión: los retos de reservar información 
en el marco de la LFTAIPG y de la LGTAIP

			Los sujetos obligados se enfrentan a varias disyuntivas a la hora de clasificar información como reservada. Las leyes de acceso a la información limitan las excepciones a las que se puede sujetar este derecho. En todas se incluye información cuya divulgación pueda poner en peligro o perjudicar la seguridad pública o nacional. Existe cierta claridad sobre lo que significa seguridad pública o nacional, u otros bienes tutelados por la norma, pero no respecto del significado de poner en peligro o perjudicar alguno de estos bienes. De acuerdo con el criterio de diversos expertos, la respuesta está en la prueba de daño, pero ésta no está definida en la LFTAIPG. 

			Pocas fueron las respuestas debidamente motivadas que justificaran que la información podría acreditar un verdadero riesgo. Esto no se debe exclusivamente a la ambigüedad de la ley, pues todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado. El elemento de capacitación del personal también juega un papel relevante. El personal encargado de dar respuesta a las solicitudes de información debe conocer a fondo las leyes y la regulación de la materia, así como las instancias y procesos a seguir para clasificar la información de forma válida. 

			Afortunadamente, con la LGTAIP se superan algunos de estos problemas. La introducción de la prueba de daño establece la obligación de los sujetos obligados de probar que la clasificación de información es necesaria para prevenir un riesgo o perjuicio real, demostrable e identificable, a los bienes jurídicos tutelados. Sin embargo, la LGTAIP no resuelve todos los problemas. Ahora los sujetos obligados deben justificar la prueba de daño desde su respuesta a la solicitud de información, pero ésta requerirá de un profundo análisis normativo y un argumento de calidad. A su vez, esto demandará un mayor grado de preparación y capacitación para aquellos que intervengan en el análisis de clasificación de información, lo que por naturaleza implica una mayor inversión de recursos de diversa índole (humanos, educativos, económicos). Para llevar a buen término la introducción de la prueba de daño en la nueva LGTAIP, se requiere de una buena voluntad política que permita destinar los recursos necesarios para contar con funcionarios públicos capaces de aplicar la prueba de daño a cada caso concreto de forma adecuada. 
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1		 Para mayor información véase la “Exposición de motivos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental”, publicada en la Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados el 4 de diciembre de 2001, disponible en: http://gaceta.diputados.gob.mx/.

				

				
					2		El artículo 27 del Reglamento de la LFTAIPG establece que, al clasificar expedientes y documentos, las autoridades deben “…tomar en consideración el daño que causaría su difusión a los intereses tutelados en los artículos 13, 14 y 18 de la Ley”, disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LFTAIPG.pdf.

				

				
					3		Para mayor información véase http://consultas.ifai.org.mx/pdf/ciudadanos/marco_normativo/lineamientos/lineamientos.pdf.

				

				
					4		Las materias comprendidas por el artículo 13 de la LFTAIPG son: 1) seguridad nacional, la seguridad pública o defensa nacional; 2) conducción de negociaciones o de relaciones internacionales; 3) estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) la vida, seguridad o salud de cualquier persona, y 5) las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, la impartición de la justicia, la recaudación de las contribuciones, las operaciones de control migratorio, y las estrategias procesales en procesos judiciales o administrativos

				

				
					5		Las condicionantes previstas por el artículo 13 de la LFTAIPG son: 1) comprometido; 2) menoscabado; 3) dañado; 4) puesto en riesgo, y 5) causado un serio perjuicio a los bienes jurídicos tutelados en los respectivos incisos.

				

				
					6		De conformidad con los Lineamientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Información de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal de 2003, la información podría poner en peligro la integridad o los derechos de las personas cuando su difusión pueda: 1) menoscabar la capacidad de las autoridades de seguridad pública para preservar y resguardar la vida o la salud de las personas, 2) afectar el ejercicio de los derechos de las personas, o 3) menoscabar o dificultar las estrategias para combatir las acciones delictivas distintas delincuencia organizada. Por su parte, se considera que se pone en peligro el orden público cuando la difusión de la información pueda: 1) entorpecer los sistemas de coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, 2) menoscabar o dificultar las estrategias contra la evasión de reos, 3) menoscabar o limitar la capacidad de las autoridades para evitar la comisión de delitos, o 4) menoscabar o limitar la capacidad de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales que pudieran desembocar en bloqueo de vías generales de comunicación o manifestaciones violentas.

				

				
					7		De conformidad con los Lineamientos Generales, la información podría poner en peligro la seguridad nacional cuando su difusión pueda 1) obstaculizar o bloquear operaciones militares o navales contra la delincuencia organizada, 2) obstaculizar o bloquear actividades de inteligencia o contrainteligencia, 3) menoscabar o dificultar las estrategias o acciones contra la delincuencia organizada, 4) menoscabar o dificultar las estrategias para combatir la comisión de los delitos contra la seguridad de la nación, previstos en el Código Penal Federal, 5) destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico a que se refieren los párrafos cuarto y séptimo del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6) destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos de agua potable, vías generales de comunicación o servicios de emergencia, u 7) obstaculizar o bloquear acciones tendentes a prevenir o combatir epidemias o enfermedades exóticas en el país, según lo dispuesto por el artículo 73 fracción XVI 2a. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

				

				
					8		Para mayor información, véase la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, disponible en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGTAIP.pdf.

				

				
					9		Artículo 103 de la LGTAIP: “En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión. Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño. Tratándose de aquella información que actualice los supuestos de clasificación, deberá señalarse el plazo al que estará sujeto la reserva”. 

				

				
					10		Artículo 104 de la LGTAIP: “En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá justificar que: I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés públicos o a la seguridad nacional; II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio”. 

				

				
					11		Artículo 105 de la LGTAIP: “Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información prevista en el presente Título y deberán acreditar su procedencia. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de reserva previstos, corresponderá a los sujetos obligados”.
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			RESTRICCIONES DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
CONTENIDA EN LOS REGISTROS DE UNA INVESTIGACIÓN PENAL. COMENTARIO AL ARTÍCULO 218 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

			Moisés Israel Flores Pacheco*

			I. Introducción

			En este trabajo se pretende hacer una valoración de dos restricciones que generan las autoridades ministeriales encargadas de la procuración de justicia para tener acceso a los registros relacionados con una investigación de tipo penal y, posteriormente, confrontar dichas restricciones con el derecho humano de acceso a la información. Con base en lo anterior, en el segundo apartado se realiza un análisis concreto y particular del artículo 218 del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), en donde se plantea la cuestión y se exponen algunos antecedentes. También se estudian: a) la clasificación absoluta de reserva de todos los registros de investigación, y b) el plazo para tener acceso a la versión pública de una resolución de no ejercicio de la acción penal. Finalmente, se evalúan las restricciones existentes en ese artículo normativo y su proporcionalidad a la luz del principio de máxima publicidad y excepcionalidad de la reserva de información.

			La relevancia del tema radica en que la procuración de justicia es una actividad de interés público para el desarrollo de la vida democrática nacional. En este sentido, una investigación criminal puede ser de gran interés debido a que sus resultados podrían generar información de alto impacto en la esfera pública. 

			II. Planteamiento de la cuestión: las investigaciones penales 
son información de interés público

			En la actualidad, el derecho a la información va más allá de ser una manifestación de la libertad de expresión. Para María Alicia Junco (2003), engloba el deber del Estado de informar a los gobernados y, concretamente, la facultad de recibir información relacionada con la obtención, recepción y difusión de noticias. De acuerdo con esto, el derecho a la información del ciudadano se refiere al derecho de la noticia. La noticia debe referirse a hechos relevantes cuyo conocimiento es importante para la opinión pública (Junco, 2003: 9-12). Por lo antes descrito, resulta relevante realizar el presente análisis, que tiene como supuesto inicial el que algunas investigaciones criminales son relevantes y generan la obligación de las autoridades de informar a la opinión pública. 

			La pertinencia del tema se relaciona con la necesidad de que los medios de comunicación den a conocer datos importantes sobre el avance de las investigaciones penales. Actualmente, es de sobra conocida la función social y política de los medios, pues contribuyen en la formación de la opinión y, como consecuencia, hacen de medio de control del gobierno (Escobar de la Serna, 1998: 34 y 35). Por ello, resulta vital que cualquier ciudadano, pero especialmente los medios de comunicación, puedan acceder a la información generada por las investigaciones penales relevantes para la vida pública. 

			Esa información, al ser generada por autoridades en ejercicio de sus funciones y con recursos públicos, es, desde luego, información gubernamental a la que todos los ciudadanos deberíamos tener acceso. No obstante, al ser investigaciones de tipo criminal, se actualiza la excepción que dicta que parte de esta información puede ser reservada por las autoridades para que no sea conocida por el público hasta pasado un lapso de tiempo y bajo ciertas modalidades, ya que exponer determinados datos de manera anticipada puede llevar al fracaso las investigaciones que persiguen delitos. 

			Es muy comprensible que las autoridades encargadas de investigar hechos ilícitos guarden sigilo y secrecía sobre sus actuaciones, pues no debe perderse de vista que, en muchos casos, el éxito de las investigaciones de este tipo depende de que sean oportunas y discretamente conducidas, a fin de que no se destruyan los indicios del delito y se evadan responsabilidades. Sin embargo, algunas investigaciones penales demandan un conocimiento público cuando se relacionan con hechos relevantes para la vida nacional, como puede ser la persecución de delitos de corrupción o de delincuencia organizada, y exigen que las autoridades rindan cuentas de manera constante sobre los avances que esas investigaciones presentan.

			A causa de ello, las restricciones del derecho a la información no deben ser confundidas con la cultura del secreto. El secreto ha sido visto por Weber como parte de la cultura burocrática, en donde los gobiernos son proclives a excluir la publicidad para mantener su poder e influencia. La cultura del secreto por parte de los gobiernos facilita la opacidad y tiene un efecto dañino en la vida pública, porque con ella se ocultan los errores de los funcionarios, su negligencia y, peor aún, genera suspicacia por parte de los gobernados (Guerrero, 2008: 20-22). El secreto se mueve en el área de la discrecionalidad; en cambio, las restricciones al derecho de acceso a la información sólo pueden estar en el ámbito de la legalidad. 

			Destaca la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) en relación con la investigación del Caso Aguas Blancas en 1995, pues dio una nueva interpretación al derecho constitucional de acceso a la información al igualarlo con el derecho a la verdad, argumentando que las autoridades no pueden dar información falsa o manipulada, pero tampoco incompleta sobre los hechos ocurridos en esa trágica matanza (López Ayllón, 2016: 6). 

			Respecto al derecho de la información, existe una inquietud constante debido a que, a pesar de su reconocimiento, aún debe ser adecuado y efectivamente regulado. El reconocimiento sería el primer paso, pero el segundo recae en su integración a través de un marco jurídico que encuadre de manera eficaz los conceptos y sujetos intervinientes en esa relación (Junco, 2003: 52). Es por ello que el marco legal debe ser claro y adecuado para ajustarse a las necesidades de la sociedad que desea ser informada. 

			En ese sentido, es importante el análisis del artículo 218 del CNPP, que decreta una “reserva de los actos de investigación” y se aparta del marco general señalado por las leyes de acceso a la información y, más importante aún, se aparta de los principios constitucionales que regulan ese derecho. 

			Previo al análisis de las restricciones de dicho artículo, es pertinente puntualizar algunos antecedentes que proporcionen herramientas para construir dicho análisis. 

			En primer lugar, destaca la regulación constitucional del derecho de acceso a la información pública por ciertas bases, mediante reforma publicada el 20 de julio de 2007. Para armonizar las leyes ordinarias a esas bases constitucionales, el 23 de enero de 2009 se reformó el artículo 16 del Código Federal de Procedimiento Penales (CFPP), el cual regía las actuaciones de las autoridades penales en el sistema penal anterior al de tipo acusatorio. En él se agregaron dos disposiciones restrictivas para el acceso a la información contenida en averiguaciones previas (cuadro 1). Dichas disposiciones del CFPP tenían la intención de armonizar las normas del procedimiento de investigación penal con el derecho de acceso a la información pública; sin embargo, tuvieron un efecto contrario, pues resultaban discordantes y limitativas del acceso a la información pública que generaran las autoridades encargadas de la investigación de los delitos, debido a que fundaban reservas de información como un absoluto legal.

			Como consecuencia, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) promovió la acción de inconstitucionalidad 26/2009 ante la SCJN para controvertir la validez de esas disposiciones, en razón de que, a su juicio, resultaban contrarias a las bases constitucionales de acceso a la información y a los principios de máxima publicidad y de excepcionalidad de las reservas de información. Como respuesta, la SCJN estudió en dicha acción si el artículo 16 del CFPP limitaba el derecho de acceso a la información pública. En primer lugar, revisó si la norma imponía a todas las averiguaciones previas una “estricta reserva”, la cual se extendía sobre todos los documentos y objetos relacionados. En segundo lugar, estudió si el término mínimo que debía transcurrir para el otorgamiento de una versión pública de la resolución de no ejercicio de la acción penal era válido o resultaba desproporcionado. 

			En ambos casos, de los once ministros que integraban la Corte, la mayoría consideró que se actualizaba una causa de inconstitucionalidad, debido a que algunas disposiciones, al ser absolutas y carecer de proporcionalidad e idoneidad, limitaban el derecho de acceso a la información pública, por lo que debían ser declaradas como inválidas. No obstante, no se alcanzó la votación calificada de ocho votos para decretar la invalidez del citado precepto legal, y se determinó desestimar la acción de inconstitucionalidad. Con esa desestimación no se logró invalidar el artículo, el cual se mantuvo vigente hasta la entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales en marzo de 2014.

			III. Contenido del artículo 218 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales (CNPP)

			Al expedirse el CNPP que rige para el sistema procesal penal acusatorio, originalmente no se aplicaron disposiciones semejantes a las del artículo 16 del CFPP. Sólo se consideró la reserva de los registros de investigación durante la investigación inicial. No fue sino hasta junio de 2016 que se modificó el artículo 218 del CNPP para reformar el primer párrafo y adicionar un último, en donde, respectivamente, se clasifican como reservados todos los registros de investigación penal en todas y cada una de sus partes y, además, se señala un término mínimo de tres años para conceder únicamente la versión pública de la resolución de no ejercicio de la acción penal.

			De modo que, con estas reformas, se homologó el artículo 218 del CNPP a las disposiciones del artículo 16 del CFPP, que regían en el anterior sistema, para mantener la estricta reserva de los registros contenidos en las investigaciones penales. En el cuadro 1 se comparan ambos textos.




			Cuadro 1. Comparación del marco legal del acceso
 a los registros de la investigación penal
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rrido un plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal, sin que pueda ser menor de tres ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha resolución haya quedado firme.
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							Para efectos de acceso a la información pública gubernamental, el Ministerio Público únicamente deberá proporcionar una versión pública de las determinaciones de no ejercicio de la acción penal, archivo temporal o de aplicación de un criterio de oportunidad, siempre que haya transcurrido un plazo igual al de prescripción de los delitos de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal Federal o estatal correspondiente, sin que pueda ser menor de tres años, ni mayor de doce años, contado a partir de que dicha determinación haya quedado firme.
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En este punto, es preciso analizar por separado ambas disposiciones del artículo 218 del CNPP, en los párrafos primero y último, a fin de facilitar la comprensión de las ideas expuestas.

			1. Clasificación absoluta de reserva de todos los registros de investigación 

			En el primer párrafo, el artículo 218 del CNPP refiere que: 1) los registros de la investigación, así como todos los documentos, independientemente de su contenido o naturaleza, los objetos, los registros de voz, e imágenes o cosas que le estén relacionados, son estrictamente reservados, y 2) únicamente las partes podrán tener acceso a los mismos, bajo otras limitaciones establecidas en ese Código y demás disposiciones aplicables.

			En esencia, en todos los casos la norma restringe el acceso de toda información contenida en los registros de investigación a todos aquellos que no sean parte de la investigación, situación que no atiende a los principios de proporcionalidad y razonabilidad, es decir, la norma genera un absoluto legal. Esta sería la primera discordancia existente entre este artículo y los mandatos del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), en razón de que son una restricción del derecho de acceso a la información pública, y no se observa el principio de máxima publicidad. 

			Dicho artículo 6o., en su base A, fracción I, contiene tres principios constitucionales que son garantía del derecho a la información: 1) toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública; 2) dicha información sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes, y 3) en la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.

			En cambio, la norma legal clasifica como reservados de manera absoluta todos los registros de investigación, en todas y cada una de sus partes, independientemente de su contenido o naturaleza. Es decir, que aun sin existir expedientes, y de manera anticipada, por disposición legal tales datos están reservados, sin que las autoridades deban justificar esa necesidad de reserva en cada caso concreto. Como consecuencia, se viola el principio de máxima publicidad, el cual señala que toda información en poder de las autoridades es pública y sólo admite excepciones limitadas para reservar información en los términos que fijen las leyes. En este caso, la excepción de la reserva de información es la regla y no la excepción.

			La información de las investigaciones criminales tiene un marco legal sui generis que la exentan de la observancia de las reglas generales de acceso a la información pública. Si bien es cierto que el artículo 218 del CNPP busca salvaguardar el sigilo necesario de toda investigación, así como los derechos e intereses de las partes, éstas restricciones sólo pueden darse al tenor de que lo establecen la CPEUM y la Ley General de Acceso a la Información Pública (LGAIP). Es válido señalar que la información contenida en las investigaciones criminales puede ser reservada debido a que el derecho de acceso a la información no es un derecho absoluto y admite limitaciones; sin embargo, esas reservas sólo pueden aplicarse siempre y cuando un interés público así lo justifique en cada caso concreto, y no como una regla absoluta para todas las investigaciones. 

			La reserva de información no debería ser decretada legalmente de manera generalizada, como se hace en el texto del artículo 218 del CNPP. Sería injustificado que la norma reserve toda la información contenida en la averiguación previa de todos los casos. Esa medida carece de razonabilidad y de proporcionalidad, de manera que no superaría un test de constitucionalidad porque no atiende a cada caso concreto.

			Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, previsto en el artículo 6o. de la CPEUM, el Congreso de la Unión dispuso su reglamentación en la LGTAIP con la existencia de mecanismos y procedimientos de revisión expeditos que desarrollan y dan contenido a ese derecho humano. En ese sentido, se observan algunas discordancias entre la disposición analizada y el marco general de acceso a la información pública con las siguientes implicaciones:

			
					La clasificación, de acuerdo con el artículo 100 de la LGTAIP, es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad. En este caso, la clasificación no existe como proceso, sino como decreto, dado que está creada en la ley y no en el expediente, y es ordenada por el legislador y no determinada por el sujeto obligado.

					La norma penal no genera un plazo específico del periodo de reserva; es decir, al tratarse de aquella información contenida en los registros de investigación, no se señala el plazo al que estará sujeta la reserva, por lo que puede ser entendida como permanente. En cambio, en el artículo 101 de la LGTAIP se dispone que el plazo de reserva se da hasta por un máximo de cinco años, prorrogable excepcionalmente hasta por otros cinco años.

					La norma combatida tampoco permite la aplicación de la prueba de daño, por la cual el sujeto obligado deba justificar que la divulgación de la información represente un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional; que el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supere el interés público general de que se difunda, y que la limitación se adecúe al principio de proporcionalidad y represente el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio (LGTAIP, artículo 104). Como se aprecia, las causales de reserva previstas en la ley no están exentas de las obligaciones de fundar y motivar cada acto de autoridad, sino que la legalidad del acto se debe demostrar a través de la aplicación de la prueba de daño a la que hace referencia la LGTAIP. En cambio, la norma penal exenta a las autoridades investigadoras de esta carga en perjuicio del ciudadano, que no tienen que hacer la fundamentación y motivación de la mencionada reserva simplemente porque ya está ordenada en la ley.

					Las autoridades encargadas de la investigación penal podrán aplicar de manera ilimitada excepciones al derecho de acceso a la información por la estricta reserva contenida en el artículo 218, sin que deban acreditar su procedencia. Esto se opondría al mandato contenido en el citado artículo 6o. constitucional que señala que la “información sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes”. La carga de la prueba para justificar toda negativa por actualizarse cualquiera de los supuestos de reserva previstos corresponde a los sujetos obligados, en atención al principio de máxima publicidad contenido en la fracción I, de la base A de dicho artículo 6o.; sin embargo, en este caso el sujeto obligado no necesita justificar la actualización de una causa de reserva, más allá de la disposición legal que ordena su carácter absoluto de reservada.

					Asimismo, la clasificación de la información se lleva a cabo aun sin que exista materia para reservar, o previo a la existencia de los registros de investigación, aunque éstos ya son inaccesibles. De acuerdo con el artículo 106 de la LGTAIP, la clasificación de información sólo puede actualizarse en el momento en que se reciba una solicitud de acceso a la información, se determine mediante resolución de autoridad competente, o se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esa ley.

					Por tal circunstancia, los documentos que integran los registros de investigación se encuentran clasificados totalmente, sin indicar la fecha de la clasificación, el fundamento legal ni, en su caso, el periodo de reserva (LGTAIP, artículo 107).

					La reserva generada en el artículo 218 del CNPP es una reserva total, pues ninguna información contenida en investigaciones penales podría ser conocida por el público. En tanto que, de acuerdo con el artículo 111 de la LGTAIP, cuando un documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, y fundando y motivando su clasificación. En este caso, ni siquiera podría haber lugar para tener acceso a versiones públicas de cierta información contenida en esas investigaciones.

			

			Como puede apreciarse, la clasificación de información reservada contenida en la ley se realiza sin un análisis caso por caso, sin la aplicación de la prueba de daño y sin observar los lineamientos generales en materia de clasificación de la información reservada y confidencial o para la elaboración de versiones públicas, elementos que son de observancia obligatoria para los sujetos obligados.

			En este caso, lo que se cuestiona no es la limitante al derecho a la información, sino su falta de legitimidad al no dar una justificación de manera fundada y motivada en cada caso concreto, lo que se opone al principio de máxima publicidad, que constituye el principio interpretativo rector en materia de derecho al acceso a la información. 

			Es válido reservar los registros de investigación, pero no debería suceder en la forma y términos en que lo hace la legislación penal, porque, de esta manera, se atentaría contra el principio de acceso a la información pública. La información sólo es reservable hasta que se surte uno de los supuestos permitidos para ello en la ley, y bajo ciertas premisas que deben acreditar los sujetos obligados para justificar la reserva. No obstante, no se puede aceptar como válido que se restrinja de manera absoluta y generalizada toda la información, tal como sucede con el caso del artículo analizado.

			El texto vigente de la norma no se limita a establecer la posibilidad de que los registros de investigación se clasifiquen o puedan clasificarse como “reservados” de acuerdo con las leyes de trasparencia, sino que impone una regla genérica, a priori y sin distinción. Una interpretación equivocada de la norma resultaría en una alteración de las reglas que la Constitución establece respecto a la publicidad de la información, documentos y expedientes públicos, en tanto que el artículo 2018 del CNPP dispone reservar los registros de investigación. 

			La Primera Sala de la SCJN, al resolver el amparo en revisión 173/2012, el 6 de febrero de 2013, determinó que toda la información contenida en la averiguación previa (del sistema penal anterior) no debía considerarse reservada sin contener criterios que permitieran determinar casuísticamente qué información debe reservarse; es decir, la limitación de acceso a la información pública debe vincularse objetivamente con la realización de una prueba de daño. Esta prueba consiste en la facultad de la autoridad, quien posee la información solicitada, para ponderar y valorar mediante la debida fundamentación y motivación el proporcionarla o no, en tanto que su divulgación ponga en riesgo o pueda causar un perjuicio real al objetivo o principio que trata de salvaguardar y, de manera estricta, debe demostrarse que el perjuicio u objetivo resulta mayor que los beneficios que podrían lograrse con la difusión de la información.1

			En ese mismo asunto, se determinó que el artículo 16, párrafos segundo y tercero del CFPP, no resultaba proporcional al no existir una adecuada ponderación entre los principios en juego, esto es, entre el derecho de acceso a la información pública y el fin y objeto que busca con su restricción, específicamente el interés público o general, inmerso en la función pública de investigación y persecución de los delitos. Dicho numeral no establecía cuáles eran las razones específicas de interés público que autorizaban a reservar toda la información contenida en las averiguaciones previas. Así, al establecerse el supuesto general de que toda la información contenida en la averiguación previa debía considerarse en reserva, se impedía que el órgano respectivo pudiera discernir su actuar, y fundar y motivar su determinación para considerar las condiciones en las que se encuentra o no reservada la información.2 

			2. Plazo para tener acceso a la versión pública de una resolución
de no ejercicio de la acción penal

			En el último párrafo del artículo 218 del CNPP, se determina que el plazo mínimo que debe transcurrir para el otorgamiento de una versión pública de la resolución de no ejercicio de la acción penal, no puede ser menor de tres ni mayor de doce años, contados a partir de que dicha resolución haya quedado firme. Esto limita el acceso a la versión pública del no ejercicio y no a los documentos que la integran. 

			Respecto a lo anterior, es preciso hacer dos observaciones. En primer lugar, carece de proporcionalidad establecer un periodo mínimo de tres años para poder acceder a la versión pública de la resolución por la cual el Ministerio Público determinó el no ejerció de la acción penal. En este sentido, si se ha extinguido la pretensión punitiva del Estado, se estima que también han desaparecido las posibles causas por las cuales se podría reservar la información, y por eso la norma carecería de racionalidad, al exigir un periodo mínimo de tres años para proporcionar una versión pública del no ejercicio de la acción penal, si las posibles causas de reserva han quedado extintas.

			En tanto que las causas de reserva de información en el actual sistema de acceso a la información pública, de acuerdo con el artículo 101 de la LGTAIP, desaparecen, y la información se torna pública cuando se extingan las causas que dieron origen a su clasificación. Por tanto, si la autoridad ha determinado que no habrá persecución del delito por decretar el no ejercicio de la acción penal, la información contenida en esa determinación puede ser pública, dado que ya no hay motivos para mantener la reserva. 

			La segunda observación consiste en la falta de justificación para establecer que “únicamente” se dé acceso a la resolución de no ejercicio de la acción penal y no a los documentos que, en versión pública, se contengan en el expediente. Hay una falta de justificación para que los demás registros de investigación se resguarden por parte de la autoridad si la acción penal ha quedado sin ejercitarse. Se estaría ante el establecimiento implícito de una reserva de toda aquella información contenida en el expediente, pues sólo se permite el acceso a la resolución de no ejercicio en una versión pública.

			De modo que, en este artículo, se encuentran dos restricciones. La primera es la cuestión relativa al tiempo que tiene que transcurrir para que se pueda entregar la resolución de no ejercicio de la acción penal. La segunda es la falta de racionalidad para que solamente se entregue una versión pública de la resolución del no ejercicio de la acción penal. 

			Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 218 del CNPP es una estricta reserva, pues aun cuando se ha culminado la investigación penal por resolución de no ejercicio de la acción penal, el Ministerio Público debe reservar esa información cuando menos por tres años más y, sólo al término de este tiempo se proporcionará una versión pública del no ejercicio de la acción penal y no de todos los documentos que la integran. 

			En este caso, la restricción contenida en el último párrafo del CNPP no sería proporcional al no existir una adecuada ponderación entre los principios en juego, esto es, entre el derecho de acceso a la información pública y el fin y objeto que busca con su restricción, específicamente el interés público en la investigación y persecución de los delitos.

			El artículo analizado no establece cuáles son las razones de interés público que autorizan la reserva por un periodo mínimo de tres años a los registros de investigación que se hayan concluido por una resolución de no ejercicio de la acción penal, ni para no dar acceso a los registros de investigación.

			IV. Consideraciones finales

			La reserva de la información contenida en las investigaciones penales es necesaria y justificada en aras de la adecuada procuración de justicia, pero ello no debe redundar en una negación absoluta del acceso a la información que las autoridades generen, sino en una restricción legítima que funde y motive de manera adecuada la reserva caso por caso, a fin de que el ciudadano tenga la certeza de que la negativa de información esté justificada y no se trate de un acto arbitrario. 

			En cambio, el actual artículo 218 del CNPP tiene dos restricciones que no parecen del todo compatibles con el marco constitucional que regula el derecho de acceso a la información, no porque establezca reservas, sino porque lo hace de manera absoluta y sin proporcionar una justificación adecuada y proporcional en cada caso, y sin legitimar la restricción apegándose a las reglas para la reserva de información pública.

			En ese sentido, no basta con que una norma legal tenga un fin legítimo para establecer una restricción al derecho fundamental, sino que, además, debe ser proporcional; es decir, se debe demostrar al ciudadano que la divulgación de la información amenaza con causar un perjuicio sustancial a la procuración de justicia, y que la negativa de la información se basa en que se perjudica más al interés público con su divulgación que al derecho del ciudadano.

			V. Fuentes de información

			Escobar de la Serna, Luis, 1998, Derecho de la información, España, Dykinson.

			Guerrero, Eduardo, 2008, La transparencia, México, Nostra Ediciones.

			Junco, María Alicia, 2003, El derecho a la información: de la penumbra a la transparencia, México, Porrúa.

			López Ayllón, Sergio, 2016, “El trayecto de la reforma constitucional: del derecho incierto al derecho a parte entera”, en Peschard, Jacqueline (coord.), Hacia el Sistema Nacional de Transparencia, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas.

			Marco jurídico

			Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), disponible en: www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm.

			Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP), disponible en: www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGTAIP.pdf .

			Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP), disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP_170616.pdf.

			Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP), disponible en: https://www.juridicas.unam.mx/legislacion/ordenamiento/codigo-federal-de-proce
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1		De este asunto derivó la Tesis 1a. CCXVII/2013 (10a.), en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 1, julio de 2013, p. 533, del rubro: “Acceso a la averiguación previa. El artículo 16, párrafos segundo, tercero y sexto, del Código Federal de Procedimientos Penales, transgrede el derecho humano de acceso a la información”.

				

				
					2		De este asunto derivó la Tesis 1a. CCXVI/2013 (10a.), en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. 1, julio de 2013, p. 552, del rubro: “Averiguación previa. La restricción a su acceso prevista en el artículo 16, párrafos segundo, tercero y sexto, del Código Federal de Procedimientos Penales, es desproporcional”.
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			UNA AGENDA HEMISFÉRICA
PARA LA DEFENSA
DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN

			Víctor Hugo Hiram Magallanes Martínez*

			En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) existe una gran preocupación sobre cómo los Estados deben respetar, garantizar y proteger el derecho a la libertad de expresión; por ello, tanto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH o la Comisión Interamericana) como la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en lo subsecuente CoIDH o Corte Interamericana) fijaron su posición respecto al tema desde diversos panoramas. En ese contexto, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Relatoría Especial o RELE), en busca de abordar las diferentes problemáticas que rodean a la libre expresión, ha tratado de interactuar con los Estados con la finalidad de que éstos adquieran un mayor compromiso y fijen ciertas políticas públicas que tiendan a privilegiar este derecho, de tal manera que se enfoca a observar determinados problemas en diversos contextos sociales y a crear una agenda encaminada a evitar malas prácticas por parte del poder público.

			El trabajo de detectar problemas regionales y crear una agenda de defensa y prevención de violaciones al derecho a la libertad de expresión es loable si se tiene en mente y se plantea como meta la concreción de un sistema capaz de responder a todas las exigencias de la sociedad. Así, el trabajo realizado por la RELE que aquí se resume, y que se denomina “Una agenda hemisférica para la defensa de la libertad de expresión”, constituye una aportación significativa que llama a la colaboración de los Estados con los organismos pertenecientes al SIDH para crear un frente y, de esta manera, tratar de evitar graves atentados al ejercicio de este derecho.

			Para emprender una propuesta como la que realiza la Relatoría Especial, es necesario comenzar con un reconocimiento sobre las mejoras que se han concretado en los países de América Latina, es decir, primero hay que afirmar que sí ha habido avances en lo que se refiere a la libertad de expresión, pero también se debe reconocer que éstos han sido insuficientes.

			En el texto del cual es objeto la presente reseña, la Relatoría Especial pone énfasis en que la libertad de expresión se encuentra consagrada en casi todas las leyes fundamentales, en las normas generales y programas de gobierno, lo cual genera una mejora en la región sobre el tratamiento de este derecho. También señala que, en la mayoría de los Estados, los mecanismos de censura directa son virtualmente inexistentes. Por mencionar algunos ejemplos, expone que distintos Estados han derogado los delitos de desacato y difamación en sus diversas manifestaciones, mientras que otros tantos han incorporado o actualizado su legislación con el objetivo de garantizar el acceso a la información. Como consecuencia, se afirma que aunque la impunidad sigue siendo un problema grave, existen avances importantes en la materia.

			El progreso en la región es evidente; sin embargo, también es indudable que, ante los avances en la materia, han surgido nuevas conductas o prácticas que violan el derecho a la libre expresión. Estas conductas han sido un foco de atención para la Relatoría Especial porque son novedosas. Entre las actuaciones que destaca la RELE se encuentran las formas de censura indirecta (la asignación discriminatoria de la publicidad oficial, la concentración de propiedad de los medios de comunicación, entre otros) y la autocensura.

			Ahora bien, dentro del panorama general que reconoce la Relatoría Especial, se plantea que los progresos se originan en la consolidación o profundización de las democracias regionales; en la activa y protagónica participación de la sociedad civil en la defensa y promoción del derecho a la libertad de expresión en toda la región, y en el impulso que el SIDH le ha dado a este derecho en la última década. 

			Así, al referirse a la actividad que ha realizado la CoIDH, menciona que la jurisprudencia del sistema ha dejado en claro que todos los habitantes de la región tienen derecho a: 1) pensar por cuenta propia y expresar sus opiniones o ideas por cualquier medio y sin miedo a ser perseguidos, sancionados o estigmatizados por ello; 2) participar en el debate público en condiciones de equidad y a través de los medios que existen para fomentarlo y enriquecerlo; 3) conocer otras opiniones y visiones del mundo, y discutir las propias con quienes tienen posturas diversas o completamente contrarias, y 4) acceder en detalle a la información relevante para ejercer el control político que hace posible una verdadera democracia deliberativa.

			La RELE también expone cómo la Corte Interamericana ha emitido sentencias hito a lo largo de esta década, las cuales marcaron, cada una dentro de su ámbito específico, avances sobre el alcance de la libertad de expresión.  Mientras que la CIDH, además de desarrollar el impulso derivado de sus atribuciones, adoptó la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión y publicó importantes informes de fondo que no sólo han puesto al continente americano a tono con los desarrollos jurídicos que se han dado a nivel mundial, sino que en, muchos casos, han impulsado dichos desarrollos. 

			Es evidente que la preocupación de contar con mejores prácticas en el ejercicio de la libertad de expresión es de todos, desde la sociedad civil (incluyendo a particulares, la academia, organizaciones no gubernamentales, etcétera) hasta los organismos que integran el sistema interamericano.

			Una vez que la Relatoría Especial realiza esta especie de reconocimiento de progresos, insuficiencias y prácticas novedosas que violan la libre expresión, realiza una mención sobre los desarrollos jurisprudenciales más importantes en la materia, y parte de los siguientes puntos: 1) dimensión individual y colectiva del derecho a la libertad de expresión; 2) distintas funciones que cumple este derecho en las sociedades de expresión; 3) formas y discursos protegidos, especialmente por el derecho a la libre expresión, y los discursos no protegidos; 4) requisitos que deben demostrarse para justificar una limitación a este derecho y el tipo de limitaciones admisibles; 5) alcance del derecho de acceso a la información, y 6) otros desarrollos específicos y característicos del derecho a la libertad de expresión.

			Los puntos descritos son muy importantes para comprender la posición y trabajo que han emprendido tanto la CIDH como la CoIDH en el desarrollo de una jurisprudencia sólida en la región, por ello resulta relevante precisar cada uno de esos puntos.

			En torno al primero de ellos, la CIDH señala que la jurisprudencia interamericana ha caracterizado la libertad de pensamiento y de expresión como un derecho con dos dimensiones: una individual y otra colectiva. La primera consiste en el derecho de cada persona a expresar los propios pensamientos, ideas e informaciones. La segunda se refiere al derecho de la sociedad de procurar y recibir cualquier información (informaciones e ideas de toda índole), a conocer los pensamientos, ideas e informaciones ajenos, y a estar bien informada. En ese orden de ideas, se ha explicado que la libertad de expresión es un medio para el intercambio de informaciones. Por ello, se ha precisado que para el ciudadano común es tan importante el conocimiento de la opinión ajena, o la información de que disponen otras personas, como el derecho a difundir las propias creencias o limitaciones.

			Respecto a las funciones de la libertad de expresión, señala que cumplen con una triple función. En primer lugar, el derecho a la libertad de expresión desempeña la función de proteger el derecho individual de cada persona a pensar por sí misma y a compartir con otros informaciones y pensamientos propios y ajenos. Por otra parte, la CIDH y la CoIDH han subrayado que la importancia de la libertad de expresión, dentro del catálogo de los derechos humanos, se deriva también de su relación estructural con la democracia. En un tercer término, precisa que la libertad de expresión tiene una importante función instrumental, pues se trata de una herramienta clave para el ejercicio de los demás derechos fundamentales.

			Sobre el tercer punto, la RELE establece que pueden identificarse como tipos de expresión protegidas por el artículo IV de la Declaración Americana, y el artículo 13 de la Convención Americana, la expresión oral, la escrita o impresa, la simbólica o artística, la difusión de ideas, pensamientos, opiniones, relatos, información u otras formas de expresión, la búsqueda, la obtención y la recepción de información, ideas, opiniones y otras formas de expresión, y la posesión de informaciones o materiales expresivos, impresos o en cualquier otra forma susceptible de tenencia, trasporte y distribución.

			En relación con los requisitos que deben demostrarse para justificar una limitación al derecho a la libertad de expresión, se establece la exigencia de tres requisitos: 1) que sea definida en forma precisa y clara a través de una ley en sentido formal y material; 2) que persiga objetivos autorizados por la Convención, y 3) que sea necesaria en una sociedad democrática para el logro de los fines imperiosos que persigue, estrictamente a la finalidad perseguida e idónea para lograr tales objetivos.

			En lo que atañe al derecho de acceso a la información, se establece que la CIDH y la Corte Interamericana consideran trascendente el derecho de acceso a la información al ser un componente vital de la libertad de expresión, pues comprende un derecho específico de las personas a acceder a tal información, y a la información sobre sí mismas o sobre sus bienes, contenida en bases de datos privadas, e imponiendo al Estado la obligación positiva de brindar a los ciudadanos acceso a la información.

			De acuerdo con la Comisión Interamericana, la trascendencia del derecho de acceso a la información se explica por múltiples razones, entre las cuales resalta su carácter de herramienta crítica para la participación en democracia, su valor por considerarse como un medio para la autodeterminación individual y colectiva, y su naturaleza de instrumento para el ejercicio de otros derechos humanos.

			Finalmente, la Relatoría Especial establece que se ha prestado especial atención a ciertas manifestaciones específicas de protección convencional. Un ejemplo de ello es la interpretación estricta que se ha hecho sobre la prohibición de la censura en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que ha sido aplicada —tanto a las restricciones directas como a las restricciones indirectas de este derecho— en lo que se refiere a la actuación de autoridades y particulares, las cuales, pese al carácter sutil de los mecanismos por los cuales se implementan, surten el mismo efecto de inhibición, represión o silenciamiento de la libre expresión.

			Una vez establecido el panorama general regional del derecho a la libre expresión, la RELE presenta su agenda en torno a los problemas persistentes y sus desafíos emergentes, destacando cinco puntos a tratar: 1) protección de periodistas y lucha contra la impunidad de los crímenes cometidos contra comunicadores en el ejercicio de su profesión; 2) necesidad de eliminar las normas que criminalizan la expresión y de impulsar la proporcionalidad de las sanciones ulteriores; 3) las mil caras de la censura; 4) los secretos de Estado, el derecho de acceso a la información y al habeas data, y 5) pluralismo, diversidad y libertad de expresión.

			Los temas descritos son muy importantes para la Relatoría Especial en la medida que, para cada uno, establece una serie de observaciones y medidas que permitirán desarrollar mejores prácticas. Por ejemplo, en torno al primer tema, establece que, aunque no afecta a la mayoría de los países pertenecientes a la región, en la actualidad no parecen existir medidas suficientes y adecuadas para afrontar una exigencia de justicia con las víctimas y con la parte de la sociedad afectada por crímenes cometidos para acallar a periodistas y disidentes ideológicos. Al detectar este problema, la RELE se pronuncia al mencionar en que seguirá con la tarea de monitorear, denunciar y sensibilizar sobre este tema. Sin embargo, sugiere que es necesario impulsar los casos que se encuentran en el sistema interamericano, lo cual podría no sólo remover algunos obstáculos, sino también identificar y discutir las medidas que se han adoptado en materia de protección a los periodistas y la lucha contra la impunidad.

			En otro tema, la Relatoría Especial propone que deben eliminarse normas que criminalizan la expresión, tales como las leyes de desacato y la legislación penal que protege la privacidad y el honor, o las normas que establecen la injuria religiosa, de símbolos o de instituciones. También propone eliminar la utilización de tipos penales de “terrorismo” o “traición a la patria”, y desprenderse de los tipos penales orientados a criminalizar la protesta social, pues ésta es una de las formas colectivas más eficaces de expresión.

			En el tema que la RELE denominó como “las mil caras de la censura”, menciona la idea de que no hay un solo argumento a favor de la censura que no hubiera sido ya derrotado. Ya no es una práctica común en la región la existencia de oficinas encargadas de censurar de manera directa. No obstante, han surgido nuevas prácticas de lo que se conoce como censura indirecta, la cual emerge como una obstrucción imperceptible, y se impone de manera silenciosa sin dar lugar a que sea investigada. Con base en lo anterior, existen cuatro formas de censura indirecta: la asignación arbitraria de recursos públicos, como publicidad oficial, frecuencias o subsidios; la utilización arbitraria de mecanismos de regulación y fiscalización; la creación de un ambiente de intimidación que inhibe la opinión disidente, y la autorización explícita o tácita de las barreras impuestas por particulares para impedir el libre flujo de ideas. Sobre estas formas de transgresión, propone, en síntesis, que deben existir marcos legales que conminen a los Estados a someterse a leyes precisas que impidan la discrecionalidad, en razón de que no hay leyes claras en las que se fijen criterios objetivos y razonables que atiendan a la necesidad de garantizar el pluralismo de ideas. Asimismo, señala que es necesario promover estándares para guiar las actuaciones del Estado para impedirle la utilización de su poder con el objetivo de amedrentar la circulación de ideas.

			En relación con el tema del acceso a la información, la Relatoría Especial señala que su desafío es promover la promulgación de leyes de acceso en los Estados que aún no cuentan con este tipo de normas, pero además es importante realizar una revisión de las normas existentes en la actualidad, a fin de verificar si se apegan a los estándares internacionales en la materia. También resultaría pertinente establecer si el listado de excepciones que las leyes domésticas consagra, cumple con los requisitos de legalidad, finalidad legítima y necesidad.

			Otro aspecto relevante detectado por la RELE es el referente a la definición o características de la información sensible que debe permanecer reservada, el derecho a acceder al dato primario en poder del Estado, y la obligación positiva de éste de producir o captar información relacionada con el cumplimiento de sus deberes. Por ello, resulta necesario impulsar los asuntos pendientes a través del sistema de casos individuales.

			Por lo que se refiere a la figura del habeas data, la Relatoría Especial se ha fijado como reto promover la existencia de regulaciones que respeten los estándares interamericanos, de tal manera que sea garantizado para todos los habitantes de la región.

			Finalmente, en torno al pluralismo, la diversidad y la libertad de expresión, la RELE se ha propuesto insistir en la urgente necesidad de aplicar leyes antimonopólicas para evitar la concentración de la propiedad y el control de los medios de comunicación y, en este sentido, también lograr que la asignación de frecuencias y licencias del espacio radioeléctrico respeten la obligación de inclusión que le impone a los Estados el marco jurídico interamericano para fomentar el pluralismo y la diversidad en el debate público.

			Como ha sido expuesto en estas líneas, los temas abordados por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión son de suma importancia en la Región Latinoamericana, pues constituyen asuntos que en la actualidad representan problemas institucionales que impregnan el actual escenario social.

			En esa medida, los aportes de la Relatoría Especial y la CoIDH constituyen un esfuerzo no sólo para evidenciar lo que se está realizando de manera inadecuada en la Región Latinoamericana, sino para proponer una serie de principios y estándares con el propósito de tener una mayor incidencia en el fortalecimiento de los procesos de la sociedad. Con la presentación de sus desafíos, la RELE no sólo se enfoca en su propia actuación, sino que envía un mensaje a los Estados para adecuar sus políticas para garantizar un mejor ejercicio de los derechos humanos.

			Bibliografía del libro reseñado

			Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2010, Una agenda hemisférica para la defensa de la libertad de expresión, Organización de Estados Americanos.

		


		
			NORMAS DE PUBLICACIÓN

			La revista académica Estudios en Derecho a la Información es una publicación semestral que editan el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM, el Instituto Nacional de Transparencia, de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), y el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE). La revista publica manuscritos cuyo eje temático sea el derecho a la información, a través de estudios caracterizados por ser multidisciplinarios y plantear cuestiones sobre el papel de las normas jurídicas y las políticas públicas en los procesos de desarrollo institucional, impacto económico, comunicación, gobierno y poder.

			Se reciben exclusivamente trabajos originales y que no hayan sido publicados con anterioridad. Los manuscritos son considerados para su publicación preferentemente cuando emplean técnicas de investigación empírica, datos estadísticos, análisis cualitativo y/o cuantitativo en un estilo crítico y analítico, incluyendo hipótesis, argumentación, contraargumentación y notas concluyentes.

			Los manuscritos recibidos deben aportar una contribución académica sustancial en los temas que incluye esta revista dentro del derecho a la información: derecho de acceso a la información pública, transparencia gubernamental y rendición de cuentas; protección de datos personales y privacidad; tecnologías de la información y de la comunicación; libertad de expresión y periodismo; regulación y políticas de los medios de comunicación y telecomunicaciones.

			Los artículos y comentarios jurídicos sometidos a consideración de la revista deben incluir un resumen de no más de 250 palabras, y de 3 a 5 palabras clave que reflejen el contenido del manuscrito. Los textos deben estar divididos en secciones, incluyendo la bibliografía o referencias utilizadas. Las notas a pie de página se deben incluir en caso de que sean estrictamente necesarias y con contenido sucinto. Se evitará subrayar o resaltar en mayúsculas y negritas el texto; el uso de itálicas se reserva para los términos en otro idioma, los títulos de publicaciones u obras, y las ligas de fuentes en Internet. Se evitarán las citas textuales mayores a las 40 palabras, excepto en los comentarios jurídicos cuando sea estrictamente necesario.

			Los artículos no deben exceder las 20 páginas a interlineado 1.5, incluyendo tablas y gráficas; los comentarios jurídicos tendrán una extensión de hasta 15 páginas a interlineado 1.5. Las reseñas de libros no deben rebasar las 10 páginas. La letra estándar para manuscritos es Arial, 12 puntos. Se reciben manuscritos en español, inglés, portugués, italiano o francés. La revista publica textos que utilicen el sistema de citación del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM de acuerdo con sus Criterios editoriales, exclusivamente en el Sistema Harvard.

			La revista se reserva el derecho de mejorar los manuscritos como parte del proceso editorial, aclarando la redacción o corrigiendo faltas ortográficas y/o gramaticales.

			Los artículos, así como los comentarios jurídicos que sean pre-seleccionados por el Comité Editorial, pasarán al proceso de dictaminación o arbitraje doble ciego. Los dictámenes pueden determinar que los manuscritos son publicables, no publicables o condicionados a cambios.

			Recepción de manuscritos

			La recepción de manuscritos es únicamente por la página web de la revista a través de su “Usuario” (https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-informacion). Si no tiene “Usuario”, debe crearlo en “Registro de usuarios” que se encuentra en “Información para autores” (es importante que se complete el formulario de registro con el mayor número de datos requeridos, y el nombre de usuario tendrá que estar en el siguiente formato: “Nombre_Apellido”). Al ingresar al sitio con su “Usuario”, debe dar clic en “nuevo envío”, seguir las instrucciones para llenar el formulario y adjuntar su manuscrito (al “subir archivo” seleccione la ubicación de su documento dentro de su computadora y, posteriormente, dé clic en ”Cargar”). Para mayor información y dudas deberá mandar un correo a autoresredi@gmail.com.
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Sergio Octavio CONTRERAS PADILLA™

RESUMEN. Durante el dltimo afio se registré en varias partes
del mundo un fenémeno comunicativo conocido como “noticias
falsas” o fake news. Esta practica consiste en la difusién de infor-
maci6n estructurada en forma de noticia, la cual se distribuye a
través de las nuevas tecnologfas de la comunicacién. El tema co-
bré relevancia en Estados Unidos en las pasadas elecciones, y en
México durante las protestas civiles a causa del aumento de los
combustibles. Los primeros anlisis —elaborados principalmen-
te en Estados Unidos y en Europa— dan cuenta que los hechos
falsos pueden afectar el derecho que tiene la sociedad a estar
informada. Durante 2017 circularon en Facebook una gran can-
tidad de noticias falsas en el estado de Zacatecas, México. Para
comprender el fenémeno comunicativo, en el presente articulo
se realiza un estudio empirico mediante un monitoreo a nueve
péginas que difunden noticias falsas, asf como una encuesta en
linea a 470 usuarios de Facebook. Los resultados arrojaron ele-
mentos que permiten conocer las caracteristicas de las noticias
falsas en Zacatecas y el papel que la sociedad juega al momento
de informarse.
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RESUMEN. La prueba de dafio en materia de acceso a la infor-
maci6n es una herramienta interpretativa para reducir la discre-
cionalidad en las clasificaciones de reserva de la informacién.
En Meéxico, el marco regulatorio toma como referencia el prin-
cipio de proporcionalidad para la aplicacién de la prueba; sin
embargo, es necesario aclarar los motivos y estandares de dicha
aplicacién para comprender la metodologa a través de la cual
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a una reserva de informacién, ya que sin ella el ejercicio seguird
siendo discrecional por parte de los sujetos obligados.
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ABSTRACT. The harm test in access to information law is an in-
terpretive tool to reduce discretional decisions in the classification
of information. In Mexico, the regulatory framework takes as a re-
ference the principle of proportionality for the application of the
test; however, it is necessary to clarify the reasons and standards of
the said to understand the methodology through which the argu-
mentation to ground the closure of information must be carried

* Estudiante de posgrado en la Facultad de Derecho de la UNAM y licenciado en
derecho por la misma institucién. Actualmente se desempefia como asesor en la Suprema
Corte de Justicia de la Nacién (SCJN), benalecer@gmail.com.

Fecha de recepcién: 12 de diciembre de 2017.

Fecha de dictamen: 26 de febrero de 2018.

19





OEBPS/Images/3.jpg
COMENTARIOS
JURIDICOS

e0e






OEBPS/Images/Art.png
ARTICULOS

0 e






OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Light0006.otf


OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Medium0001.otf


OEBPS/Images/grafica_7.png
14%
12%
10%
8%
6%
4%
2%
0%






OEBPS/Images/1.png
Revista

e0e

ESTUDIOS en
DERECHO

a1a INFORMACION

Num. 6, julio-diciembre de 2018

e0e

Universidad Nacional Auténoma de México
Instituto de Investigaciones Juridicas
Facultad de Giencias Politicas y Sociales
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso
a la Informacién y Proteccién de Datos Personales
Centro de Investigacién y Docencia Econémicas





OEBPS/Images/pleca0002.png





OEBPS/Images/grafica_2.png
Salarios minimos

17.2633

a) Presidente municipal

19.8657

25.2368

Coahuila

EdoMex

Nayarit

19.0482

15.5959

Veracruz

Salarios minimos

15

10

5

b) Sindicos
15.8472
1 14.2636
T 8.94289
Coahuila EdoMex Nayarit

15.9973

11.7967

Veracruz





OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Medium0004.otf


OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-LightItalic0007.otf


OEBPS/Images/grafica_5.png
60.00%
50.00%
40.00%
30.00%
20.00%
10.00%
0.00% +— — — [ ; .

Periédico  Revistas Radio Television Pdginas Redes
web sociales






OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-LightItalic0004.otf


OEBPS/Images/5.png





OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Medium0005.otf


OEBPS/Images/17.png





OEBPS/Images/pleca0003.png





OEBPS/Images/EDI.jpg
ESTUDIOS
v DERECHO
A1a INFORM ACION

NUMERO 6
ELrcrrons I | JULIO- DICIEMBRE

DE 2018

BIBLIOTECA
juridicaVIRTUAL






OEBPS/Images/21.png





OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-LightItalic0001.otf


OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Light0001.otf


OEBPS/Images/23.png





OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-LightItalic0006.otf


OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-LightItalic.otf


OEBPS/Images/pleca.png





OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Medium0002.otf


OEBPS/Images/19.png





OEBPS/Images/14.png
JINFORMACION RESERVADAY COMO CLASIFICARLA?
ANALISIS DE RESULTADOS DEL ESTUDIO METRICA
DE LA TRANSPARENCIA 2014
RESERVED INFORMATION AND HOW TO CLASSIFY IT?
ANALYSIS OF THE STUDY TRANSPARENCY METRIC 2014

e0e

Susana L. GARCIA GARCIA™®

RESUMEN. El texto analiza los problemas que implicé la eva-
luacién de las respuestas de los sujetos obligados a las solicitu-
des de informacién, que podian ser clasificadas como reservadas
en el estudio Métrica de la transparencia 2014. El objetivo del
anilisis es dar claridad sobre los elementos y criterios que se de-
ben utilizar para determinar cuando es apropiado clasificar infor-
macién como reservada. Para ello, se analizan la regulacién y los
criterios judiciales para reservar informacién, y se define la rela-
cién de la clasificacién de informacién reservada con la prueba
de dafio. Posteriormente, se analizan algunas de las respuestas
més relevantes de los sujetos obligados en materia de informa-
cién reservada de Métrica de la transparencia 2014, para deter-
minar los pardmetros que definieron una argumentacién valida,
y asi clasificar dicha informacién y su relacién con la prueba de
dafio. El articulo incorpora un analisis comparativo de la prueba
de dano contemplada en la Ley Federal de Transparencia y Ac-
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Maestra en International Development Policy por la Universidad de Duke EE. UU.
Actualmente es coordinadora de asesores en la Secretaria Ejecutiva del Sistema Nacional
Anticorrupcién, sgarciag@sesna.org.mx / slgarciagarcia@gmail.com.

Fecha de recepcién: 30 de noviembre de 2017.
Fecha de dictamen: 5 de febrero de 2018.

69





OEBPS/Images/2.png
“Las opiniones expresadas por los autores no necesariamente reflejan la postura
del editor de la publicacién. Se autoriza la reproduccién total o parcial de los textos

aqui publicados, siempre y cuando se cite la fuent
trénica de la publicac

ompleta y/o la direccion elec-

httpi/ revistas juridicas. unam.mx/index. php/derecho-informacion/index

Primera edicién: 25 de junio de 2018
DR © 2018. Universidad Nacional Auténoma de México
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURIDICAS
Circuito Maestro Mario de la Cueva s/n
Ciudad de la Investigacién en Humanidades

siudad Universitaria, 04510 Ciudad de México

Impreso y hecho en México

[SSN en trémite

e0e






OEBPS/Images/grafica_1.png
C160°16$

N

=

LS11°08$ g

o

-

L'L1L8ES
T1L91ES

E

¥'266°82$ g

4

¢81°ces
5
9°69762$ Z
=]
. =
TOIbHS
LS86IS
=
12602$ £
Q
. O
165°968
T T T 1
00009 000°0% 000°0% 0

($) orpawoid [ensuaw elaU UYIORISUNWSY

[ ] Regidores

I Presidente municipal

[ Sindicos






OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Light.otf


OEBPS/Images/25.png





OEBPS/Images/Portada.jpg
ESTUDIOS
v DERECHO
A1a INFORM ACION

NUMERO 6
ELrcrrons I | JULIO- DICIEMBRE

DE 2018

BIBLIOTECA
juridicaVIRTUAL






OEBPS/Images/grafica_9.png
60.00%

50.00%

40.00%

30.00%

20.00%

10.00%

0.00%

Muy creible

Creible

Algo creible

Poco creible

L

Nada creible





OEBPS/Images/12.png





OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Medium.otf


OEBPS/Fonts/FairfieldLTStd-Light0005.otf


